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RESUMEN 

La presente, tiene por objeto de estudio identificar las implicancias de la 

ausencia de reglamentación de la Ley N.°29618 en la recuperación de bienes 

usurpados al Estado proponiendo recomendaciones a fin de contribuir a reducir 

las consecuencias a causa de la falta de tratamiento jurídico para esta materia. 

Además, se identificó por ser una investigación básica, descriptiva, de enfoque 

cualitativa, con diseño no experimental y aplicando la teoría fundamentada. 

Utilizando técnicas de recolección de datos; el análisis documental y la 

entrevista, guía de análisis de documentos y entrevista.  

Las implicancias que genera la ausencia de reglamentación de la Ley N.°29618, 

a consideración de este autor es la política, como ha sido posible dilucidar dentro 

de las contribuciones realizadas por los entrevistados. 

La conclusión más importante, es que la Ineficiencia de la Ley N.°29618, sucede 

al no tener reglamentación hecho que ha sido probado por la conclusión de los 

entrevistados, revelando otros factores disgregantes como: carentes recursos 

económicos, desconocimiento normativo y una política uniforme, los que 

conllevan a fomentar una cultura de la ilegalidad donde una política voluble a 

cambios populistas, es por ello que sin una política uniforme al aumento 

vertiginoso de las ocupaciones esta se incrementará. 

Palabras clave: Ley, Reglamentación, Usurpación, Recuperación, 
Titulación. 
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ABSTRACT 

The purpose of this study is to identify the implications of the absence of 

regulation of Law N.°29618 in the recovery of property usurped from the State, 

proposing recommendations in order to contribute to reducing the consequences 

due to the lack of legal treatment for this subject. 

Furthermore, it was identified as being a basic, descriptive research, with a 

qualitative approach, with a non-experimental design and applying grounded 

theory. Using data collection techniques; Document analysis and interview, 

document analysis and interview guide 

The implications generated by the absence of regulation of Law N.°29618, in the 

consideration of this author, are policy, as it has been possible to elucidate within 

the contributions made by the interviewees. 

The most important conclusion is that the inefficiency of Law N.°29618 occurs by 

not having regulations, a fact that has been proven by the conclusion of the 

interviewees, revealing other disintegrating factors such as: lack of economic 

resources, lack of regulatory knowledge and a uniform policy, those that lead to 

promoting a culture of illegality where a policy is fickle to populist changes, which 

is why without a uniform policy the rapid increase in occupations will increase. 

Keywords: Law, Regulation, Usurpation, Recovery, Titling.



1 

I. INTRODUCCIÓN

Durante el inicio de la Revolución Francesa, es cuando surge 

históricamente la concepción del Derecho de Propiedad tal como lo conocemos 

en la actualidad. Según Ccencho (2020), quien menciona que la declaración de 

los derechos del Hombre y del Ciudadano durante la Revolución Francesa 

aportó significativamente sobre la concepción de los derechos fundamentales a 

las implicaciones económicas, políticas e ideológicas que alcanzaron al Derecho 

de propiedad. En razón a ello, por el cual la noción de lo que entendemos 

actualmente sobre la propiedad fue moldeada por una serie de desarrollos 

históricos y sociales que ampliaron y regularon el derecho a la propiedad como 

un beneficio estatal público y privado. Sobre el caso particular, la idea de 

propiedad en Latinoamérica fue introducida a partir llegada de Cristóbal Colón 

en 1942 a las islas Hispanas, donde inicialmente no existía un sistema de cosas 

y la división se basaba en una simple organización de conquista. Antes de eso, 

la idea de propiedad de la tierra no existía porque toda la extensión de la tierra 

estaba destinada al uso comunal. (Alcázar, 2022) 

Actualmente, la creciente necesidad de asegurar que la producción 

legislativa no sólo sea una representación inoperante de los fines que busca 

influir, sino que también pueda ser funcional a esos fines, es por ello que el tópico 

de las leyes no reglamentadas es de gran interés. Esto se debe a que una norma 

sin su adecuada regulación se vería restringida o ineficaz para lograr sus fines. 

Ello se puede corroborar mediante el informe temático realizada por el área de 

investigación y seguimiento presupuestal, la misma que detallo que de un total 

de 849 leyes emitidas por este órgano durante los años 2016 y 2021, un número 

de 152 necesitan de forma particular ser reglamentada, sin embargo el 53% del 

total de leyes emitidas se encuentran pendientes de ser reglamentadas. (Informe 

Temático N.°42/2021-2022 pp.07-08) 

Desde una perspectiva más contemporánea Ghersi (2020), concibe la 

idea de un Derecho de Propiedad como un componente de un derecho más 

general que se basa en la clasificación de los derechos subjetivos, o más 

específicamente, en la clasificación de los derechos duales que tienen las 
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personas que los conectan con otras personas o cosas, es decir, derechos 

reales. 

A nivel mundial, en México Ponce (2020) destaca el impacto significativo 

que han tenido los derechos básicos en las ramificaciones económicas, políticas 

e intelectuales del Derecho de Propiedad sucedido durante la proclamación de 

los Derechos del Hombre y del Ciudadano, todo lo cual ocurrió durante la 

Revolución Francesa. Además, podemos mostrar que la eliminación de los 

privilegios feudales por parte de la declaración provocó la desaparición de 

muchas instituciones que habían existido hasta ese momento. 

Adicionalmente, es importante mencionar a García (2020) en relación a 

la determinación de baldíos y su posterior enajenación en Colombia señala que, 

en Colombia, la Ley es uno de los catalizadores de la violencia que favorece la 

enajenación de tierras o su abandono forzado, gran parte de la cual es resultado 

de la falta de regulación a la que acceden los gobiernos al uso de la propiedad 

y la enajenación de tierras. tierra. A partir de ello, se deduce que ni Colombia ni 

nuestra nación están exentas del tema de la falta de recursos normativos que 

muchas veces se traduce en el mal uso de la ley.  

El problema principal de la regulación de las propiedades estatales es 

mencionado por García (2020): “Es el Estado quien determina las condiciones 

en las que los ciudadanos pueden legitimar esa exclusión”; sobre ello, podemos 

concluir en que esto demuestra que la recuperación estatal a través de la 

regulación jurídica sobre los bienes estatales permite el uso legítimo de la fuerza 

y la coacción con el fin de lograr determinados fines. 

Sobre las afirmaciones de García, 2020 Quien menciona: “En la 

propiedad rural es engorroso el perfeccionamiento de los titulares otorgados por 

el Estado, de esta forma solo pueden acceder a la información y utilizarla 

adecuadamente puede mejorar el negocio jurídico”, ello es concordante con la 

realidad peruana, tal es así, que en las estadísticas del Estado colombiano 

muestran que “en más del 47% de los casos no se perfeccionó el derecho de 

propiedad”. Por otro lado, en Chile Suset (2022) también menciona que la 

seguridad jurídica en torno a la propiedad se persigue sobre uno de los valores 

inalienables de cualquier estado de derecho, los cuales se sustentan en los 
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poderes públicos, garantizando el derecho individual, y cuya conclusión resalto 

que la mencionada situación concuerda con la realidad peruana, cuya 

particularidad radica en la emisión constante de certificados de posesión 

otorgados con frecuencia por los municipios de turno, a lo que no escapa el 

mejoramiento de la propiedad estatal esto a su vez generando ambigüedad en 

la determinación la política estatal. 

Según García (2020), “Se encuentra plasmado en la Constitución Política 

Colombiana y por otro lado las normas dictadas que reafirman el dominio del 

Estado sobre todo el territorio y en definitiva los bienes del Estado destinados a 

dar tierra a quien no la tiene”, así es como un Estado liberal conceptualiza la 

propiedad como fundamento estructural. Como se vio en los párrafos anteriores, 

podemos concluir en que la Ley colombiana sigue el dictamen de su Ley madre 

que establece reglas que limitan prudentemente los bienes patrimoniales del 

Estado, en pro de garantizar el acceso al derecho a la propiedad a los más 

desfavorecidos. 

Es claro también, indicar que en el Perú la recuperación de los predios 

estatales no solo implica un correcto cumplimiento de la Ley perse en la 

recuperación; sino además, implica en gran medida la correcta administración 

de los bienes y el control patrimonial es así como Hannah (2020) en base al 

estudio realizado reveló: “En los Gobiernos Locales la relación ascendente de 

Rho = 0,975, manteniendo generando una interacción positiva entre el destino 

del bien y la administración de los inmuebles por parte de los gobiernos en todas 

las instancias jerárquicas en el Perú, esto indicaría que los actos de la 

administración pública inciden directamente sobre la administración de los 

bienes inmuebles en Perú, es así que, en una proporción positiva ante un mejor 

control patrimonial, será una mejor administración de los bienes muebles, y en 

ese sentido, ante una eficiente administración será mejor la incidencia de 

usurpación en propiedad estatal. 

En razón a los antecedentes mencionados, se pueden deducir que las 

posibles causas de la ausencia de reglamentación de la Ley N.°29151 contribuye 

a generar ambigüedades en la decisión por parte de los operadores de justicia, 

generando una falsa ilusión de posesionarios carentes de propiedades a 
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cometer ilícitos que podrían conllevar consecuencias negativas como es 

mencionado por Paucar (2019) quien afirma en su investigación que los 

usucapientes con la ilusión de hacerse con predios de dominio privado del 

Estado pueden cometer ilícitos penales al usurpar propiedad Estatal. 

Cabe resaltar, que al no investigar las implicancias de ello este problema 

las consecuencias serían negativas en tanto se deja en indefensión la propiedad 

estatal, lo que acentúa el interés en ocupar ilegalmente propiedad estatal y 

motivar el tráfico de terrenos. 

En razón a ello nos preguntamos: ¿Cuáles son las implicancias que 

genera la ausencia de reglamentación de la Ley N.°29618 en la recuperación de 

bienes usurpados?, lo cual es una pregunta que vale la pena plantear a la luz de 

lo anterior.  

Además, es necesario indicar la justificación de la investigación y 

explicar la importancia del estudio. 

La presente encuentra su justificación teórica en mérito a que posterior 

a la aprobación de la Ley N.°29618, que ha afectado las invasiones y 

ocupaciones ilícitas de diversas formas, siendo la inexistencia de la referida 

norma utilizada como herramienta jurídica por parte del Estado para defender al 

Estado de las incursiones por parte de traficantes sobre predios de titularidad 

estatal, pero se han generado distintas implicancias al momento de su aplicación 

por parte de los operadores judiciales debido a diversidad de casos en el que los 

criterios están frecuentemente en conflicto entre sí, a esto alude el título del caso 

cuando afirma que no se ha producido una adecuada regulación de la norma 

que a su vez ha generado un problema social colateral a la misma ausencia de 

reglamentación. En ese sentido, la presente contribuirá con nuevos conceptos 

teóricos ya que aportará con nuevo conocimiento, teorías, planteamientos y 

conclusiones. 

Asimismo, la justificación práctica radica en la medida que la presente 

pretende identificar las implicancias de la ausencia de reglamentación de la Ley 

N.°29618 en la recuperación de bienes usurpados al Estado, contribuyendo a 

proponer recomendaciones a fin de contribuir a reducir las consecuencias 
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generadas en la actualidad, de esa forma definiendo el tratamiento jurídico para 

esta materia, limitando las posibilidades de tráfico de terrenos estatales. 

En lo metodológico, la presente encuentra su justificación en la medida 

que es evidenciado a través de la aplicación de diversas técnicas de 

investigación e instrumentos requeridos como la técnica de entrevista, revisión 

de fuentes indexadas que lo evocan,  cuyos resultados pueden ser 

sistematizados en una propuesta e incorporados como nuevos conocimientos 

en aplicación de las numerosas jurisprudencias y fuentes que la presente 

estudia, mismas que facilitan la obtención de información y conocimiento la cual 

es sometida a análisis a fin de desarrollar la presente, y de esa manera resolver 

la problemática propuesta. 

Dado que se ha establecido su validez y confiabilidad y puede ser 

aplicado en otros proyectos de investigación, lo consideramos relevante a través 

de rúbricas que pondrán a prueba los múltiplos de competencia utilizando 

técnicas científicas. 

En concordancia con o mencionado en párrafos superiores, se establece 

como Objetivo General: Analizar las implicancias que genera la ausencia de 

reglamentación de la Ley N.°29618 en la recuperación de bienes usurpados. 

Así también, como objetivos específicos: i) Conocer los factores que 

inciden en la ausencia de reglamentación en la Ley N.°29618; ii) Develar si el 

Estado Peruano viene realizando una defensa eficaz de sus predios usurpados; 

iii) Identificar el tratamiento jurídico de la prescripción de bienes inmuebles

privados y estatales en el Derecho Comparado; iv) Proponer un anteproyecto de

reglamentación de la Ley N.°29618, a fin que pueda ser usada para garantizar

la recuperación de los bienes usurpados.

A fin de darle cierre a este acápite, respecto a la pregunta formulada se plantea 

la siguiente hipótesis: Sí existen implicancias negativas en detrimento del Estado 

debido a la ausencia de reglamentación de la Ley N.°29618 generada a 

consecuencia del desconocimiento de la población y operadores de justicia. 
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II. MARCO TEÓRICO

Con la finalidad de dilucidar los fundamentos que ameritan la presente, se tuvo 

en consideración diversos antecedentes de nivel nacional e internacional 

estrechamente relacionados al problema, y contribuyen a brindar respuesta a los 

objetivos establecidos. 

En el nivel internacional, el estudio realizado por Rajput, 2021, en su 

investigación se revela la disyuntiva entre las aspiraciones de apropiación de 

bienes públicos y la diferenciación social la que cuenta con un componente 

macrosocial, y a la vez legal, donde familias se exponen a la ocupación precaria 

de lugares sin planificación urbana junto a las consecuencias relacionadas como 

inexistencia de servicios básicos entre otros. Ello puede generar la conclusión 

de que la inexistencia de una política uniforme, conlleva ocupaciones ilegales. 

Siguiendo esa línea, Poczynok, 2021 indica que el instrumento de poseer la 
tierra es decir la apropiación y posterior reconocimiento de la propiedad como 

dueño se establecía por costumbre; siendo así, que denunciadores se 

manejaron como propietarios a merced de la justicia de paz, la apelación de que 

la justicia letrada reconocería el derecho de propiedad. Se concluye que, esta 

práctica es pertinente para ejemplificar la realidad peruana, donde existen un 

organismo el cual formaliza la propiedad informal, la cual de alguna forma se 

asemeja a lo relatado por él autor, toda vez que esta posesión es reconocida por 

él Estado. 

En la investigación realizada por Wigging, 2021 sobre la adjudicación de terrenos 

baldíos y el posterior despojo en Colombia, hace mención que en Colombia el 

derecho se encuentra subyugado por la violencia, que favorece el despojo de 

tierras o su abandono forzado, generado como consecuencia de una inexistente 

normativa que regule el acceso al uso de propiedad y el despojo de tierras. Es 

por ello concluyente, que el problema de una escasa normativa propicia en 

muchos casos el uso inadecuado del derecho no solo es el caso de Perú, Brasil 

o Colombia, sino también la realidad Latinoamericana particularmente, países

donde se sufre y sufrieron crimen organizado, terrorismo, y abandono forzado

de tierras.
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El análisis elaborado por Ivette, et. al., (2020) que menciona que entre otros que 

el Estado chileno dentro de un orden de intervención dentro de la propiedad 

estatal dentro de diligencias de expropiaciones indirectas y el trato diferenciado 

entre un inversionista y ciudadano, en cuyos casos gozan de ciertas excepciones 

con la finalidad de poder desarrollar sus inversiones con utilidad.  

En el plano internacional, en Colombia, mediante el Decreto Ley 902 de 2017 el 

Estado colombiano propuso la recuperación de tierras baldías a través de la 

Agencia Nacional de TierraS (ANT) por cuanto la antes mencionada Ley impide 

la prescripción de tierras en lo siguiente “El juez rechazara de plano cuando la 

pretensión declare la pertenencia de bienes de uso público, fiscales, 

adjudicables o baldíos (…)”. Es así, que podemos concluir que en el Perú al igual 

que Colombia y los predios “baldíos”, solo pueden adquirirse bajo adjudicación 

mediante ciertos requisitos exigibles por ley, en el caso peruano estos a través 

de la Ley de Bienes Estatales, está regulado mediante procedimientos 

contenidas dentro de la Directiva 00002-2022/SBN tanto los procedimientos de 

compraventa o subasta pública, las mismas que contienes requisitos específicos 

y excluyentes para la adquisición de la propiedad. (Ley General.del Sistema 

de.Bienes.Estatales reglamento de la.Ley N.°29151 Título 1 Núm. 2). 

En Buenos.Aires.y.Rio.de.Janeiro.en el artículo Rosaenz (2022), revela 

la disyuntiva entre las aspiraciones de la apropiación de bienes públicos sobre 

la diferenciación social sobre un componente macrosocial y a la vez legal donde 

familias se exponen a la ocupación precaria de lugares sin planificación urbana 

junto a las consecuencias relacionadas como inexistencia de servicios básicos 

entre otros. 

En el plano local,  Manrique (2019), menciona que previo al inicio de la 

Ley N.°29618, los predios de titularidad del Estado e incluyendo los no 

registrados, podían ser titulados vía prescripción, previa notificación a la SBN o 

al Gobierno Regional correspondiente, siendo que ante la inexistencia de 

oposición puede inscribirse en favor del particular. Concluyendo, podemos decir 

que posterior a la vigencia de la citada Ley que establece la presunción 

posesoria de los predios de titularidad del estado, misma que ha generado 

discrepancias y posiciones contrarias. 
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 Es así como, Pimentel (2022) menciona sobre la posesión se requiere 

de dos elementos constituyentes, uno físico que se materializa cuando se ejerce 

la condición física sobre un bien y el elemento volitivo que se traduce en la 

voluntad de poseer o animus domini; es por ello que la Ley N.°29628 cuando 

presume la posesión estatal sin la exigencia de una posesión física del bien 

atribuyéndose consecuencias jurídicas sobre una situación inexistente, pese a 

ello el CC. Indica en su artículo 895 del C.C. la existencia necesaria del derecho 

posesorio, por cuanto no simplemente basta con planificación, sino con el 

ejercicio pleno de tal derecho. Sobre ese punto podemos concluir que, el 

elemento físico de dominio de predio se cumple de manera abstracta con la 

dación de la Ley N.°29618, ya que se le presume al Estado como ente abstracto 

poseedor de todos sus predios. 

Paucar (2019), sobre el delito de usurpación sobre los predios de 

propiedad estatal han ido en aumento pese a existir la Ley N.°29618, en su 

mayoría promovidas por personas inescrupulosas y bandas organizadas en el 

tráfico de terreno; asimismo, menciona que el Ministerio Público no toma en 

cuenta la presunción del delito de usurpación de terrenos de dominio estatal 

conforme lo indica el Articulo 1° de la Ley N.°29618 pues sobre esta base el bien 

jurídico tutelado es la posesión y por tanto el sujeto pasivo debe estar ejerciendo 

tal situación directamente sobre el bien inmueble. Lo mencionado puede ser 

corroborado mediante el Comunicado Oficial N.° 001-2017-SBN donde 

evidencia tales efectos usados por personas inescrupulosas y bancas dedicadas 

al tráfico de terrenos. 

En el análisis de (Gutiérrez, 2023) sobre el Expediente N.° 00925-2017-

0-0401-JR-CI-05, el cual indica que en la sentencia de primera instancia sobre

el especifico de la Ley N.°29618 el juzgado precisa que pese a la emisión de

dicha norma la posesión del demandante databa de 1997, habiéndose cumplido

más de los 10 años que manda la prescripción adquisitiva larga como manda la

norma.

Así también, Gutiérrez indica que la sentencia apelada por el Estado, el 

juzgado de segunda sala civil, tiene por absuelto el traslado de apelación y 

ordena se remita al ministerio público haga la emisión del Informe Fiscal, en 
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consecuencia el Ministerio Público remite el informe fiscal, indicando que la 

sentencia impugnada debe ser revocada y la demanda debe ser declarada 

improcedente. 

En relación a la Ley N.°29618, el despacho fiscal opina que dicha norma 

se aplicaría si el poseedor no haya cumplido con el plazo prescriptorio antes de 

la entrada en vigencia de la norma, considerando en ese sentido acreditado el 

requisito de temporalidad antes de la entrada en vigencia de la Ley N.°29618. 

Es así que, con resolución N.°26 por parte de la Segunda sala Civil de 

la Corte Superior de Arequipa, indico revocar la sentencia de primera instancia 

y declaro improcedente la demanda en amparo de lo estipulado en el artículo 

427 inciso 5 y el artículo 121 del C.P.C. considerando la Ley N.°29151 y su D.L. 

N.°1089 deben interpretarse de manera sistemática con lo establecido por la Ley 

N.°29618, textos normativos que se encontraban vigentes antes de la 

presentación de la demanda, y se concluye que la declaración de prescripción 

adquisitiva de dominio de bienes estatales a la fecha de interposición de la 

demanda se encontraba proscrita. 

Según (Gutiérrez, 2023) quien cita la conclusión del Pleno Jurisdiccional 

Nacional Civil y Procesal Civil 2016, el cual indica que puede declararse la 

prescripción adquisitiva sobre los bienes de dominio privado del Estado si antes 

de la entrada de vigencia de la Ley N.°29618, el poseedor ya ha cumplido con 

los requisitos para acceder a la prescripción”, si no cuenta con carácter 

vinculante, respalda los argumentos indicados por la Segunda sala Civil, el cual 

indica que las demandas de prescripción sobre los predios de dominio privado 

del estado han sido declaradas fundadas antes de la entrada en vigencia de la 

Ley N.°29618. Con ello podemos concluir que el pleno afirma que las sentencias 

posteriores a la vigencia de la Ley son validad de pleno derecho. 

En concordancia con lo mencionado, (Chuquivilca, 2020) quien analizó 

la Ley N.°29618 y los procedimientos judiciales de prescripción adquisitiva 

misma que se valió de los folios 704 a 713, mismos que indican que puede 

declararse la prescripción adquisitiva de dominio sobre bienes de dominio 
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privado del Estado si es que antes de la entrada en vigencia de la Ley N.°29618, 

y el posesionario ha cumplido con los requisitos necesarios para la prescripción. 

Chuquivilca concluye que, los órganos jurisdiccionales, son muchas 

veces renuentes a adoptar modificaciones normativas que prescribe que la 

citada Ley al momento de resolver los procesos judiciales, las cuales muchas 

veces declaran fundada en favor de los particulares quienes por posesión y 

posterior demanda de prescripción se hacen con la titularidad, pese a existir una 

Ley que restringe la procedencia de dichos bienes muebles sobre de dominio 

estatal. A modo de conclusión, la SBN debe hacer necesario el fomento en la 

aplicación de la norma en merito que no genere un perjuicio en la defensa 

jurídica estatal, y en consecuencia sobre la protección de los bienes inmuebles 

de propiedad estatal. 

En esa línea, (Paucar, 2019) concluye que el Ministerio Público no toma 

en cuenta la presunción de la posesión el delito de usurpación de terrenos de 

dominio estatal conforme al artículo 1° de la Ley N.°29618, toda vez que el delito 

de usurpación en la concepción fiscal es un delito patrimonial por cuando 

requiere para que se configure este delito el sujeto pasivo sea despojado 

ejerciendo violencia y amenaza conforme lo dispuesto por la Disposición de 

Archivo N.°02-2017 de la Carpeta Fiscal N.°524-2016-02° Fiscalía Provincial 

Penal Corporativa de Santa Rosa, sin considerar que el Estado a partir del 25 

de noviembre del 2010 viene haciendo uso de su posesión pacífica y publica de 

todos los inmuebles de su propiedad. 

Así también, (Paucar, 2019) indica además que se sigue persistiendo en usurpar 

terrenos del Estado, pese a la existencia de la citada norma; todo ello en 

consideración al masivo aumento demográfico y la migración de población a las 

urbes por necesidad básica de vivienda; conforme cita Paucar, el Informe 

N.°54/2013-2014-Departamento de investigación y Documentación 

Parlamentaria de Congreso de la República, quienes en desconocimiento se 

posesionan de forma directa con el sueño de lograr prescribir estos bienes, sin 

considerar la mencionada Ley y el agravante penal en el delito de usurpación 

cuando se trate de predios del Estado. 
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2.1. Bases Teóricas 

En principio el mandato constitucional más primigenio sobre el cual yace 

el artículon118 de la carta magna indica las obligaciones del presidente, en hacer 

cumplir la Constitución y los tratados, leyes y demás disposiciones; todo ello 

dentro de la potestad de reglamentar las leyes sin transgredirlas ni 

desnaturalizarlas; y, dentro de esos límites, dictar decretos y resoluciones. 

(Constitución Política del Perú, Artículo 118). 

En razón a ello, esta investigación basó como punto neurálgico la 

necesidad de cumplimiento del mandato constitucional por parte del Poder 

Ejecutivo quien debe reglamentar las leyes cuando las requieran. Además, por 

ser de conocimiento general, una ley se concibe como una consecuencia lógica 

que persigue un efecto social de forma estructurada, por ende, en un estado de 

derecho, el primer poder constituyente o poder legislativo es el punto  de debates 

se aprueban múltiples propuestas legislativas, así como también pueden ser 

propuestas por el Poder Ejecutivo por medio de facultades delegadas. 

Chirinos, E. (2007) sobre la reglamentación de las normas, sostenía que 

la constitución obliga y autoriza al presidente de la república, cumplir y hacer 

cumplir con todas sus potestades constitucionales, en ese sentido, una de ellas 

es la de reglamentar las leyes, para lo cual el citado autor definió dos escenarios: 

el primero, potestas de reglamentar leyes preexistentes y segundo, la expedición 

de decretos y resoluciones. 

Es así que, Chirinos aclara que no es necesaria la reglamentación de 

todas las leyes, pese a ello, como es sabido tanto el Poder Ejecutivo como el 

Poder Judicial, han evadido el cumplimiento de la Ley argumentado a ello la falta 

misma de reglamentación. 

Por otro lado, entendemos por Bienes Estatales a los bienes.destinados 

al uso.público, aquellos que sirven.de soporte para.cualquier prestación de 

servicios públicos, bienes reservados.y afectados.en uso a la defensa.del pais, 

o cuya concesión.compete al Estado; y aquellos que por su naturaleza las leyes

especiales les han designado expresamente tal condición”

(Ley.GeneralmdelmSistemande BienesnEstatales reglamento.de la

Ley.N.°29151 Título 1 Núm. 2). García, M., et al.(2020) en esa línea precisa que
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Colombia no cuenta una diferenciación entre propiedad privada y predios eriazos 

sin inmatriculación, siendo que el artículo constitucional dispone que “el territorio 

en su conjunto, con todos los bienes.públicos.que forman parte de él 

pertenecen.a la.Nación”. (Constitución Colombiana, Articulo 102) 

En razón a lo anterior, se concluye que ante la ausencia de 

reglamentación genera vacíos legales a algunos procedimientos que deberían 

estar totalmente regulados, tal y como es el caso.de la Ley.N.°.29618 “Ley de 

Imprescriptibilidad de los predios Estatales”, la cual desde el 24 de noviembre 

del 2010 carece de reglamentación generando entre ellos numerosos procesos 

sobrevinientes a la poca claridad normativa. Es así como la mencionada ley hace 

referencia a los bienes de dominio.privado del Estado, .destinado al uso.o 

servicio.público, como pueden ser parques, hospitales, vías, entre otros. 

Siendo que la finalidad de los bienes se rige mediante normas 

de.derecho público.gozando de la condición.de inalienables, 

.inembargables.e.imprescriptibles, encontrándose fuera del dominio jurídico; 

empero, estos pueden ser cedidos.a particulares.para su aprovechamiento 

cumpliendo con los prescrito en el artículo.73 de la constitución 

(Constitución.Política.del.Perú, .Artículo.73). Asimismo, García, M., et al.(2020) 

indica que lo prescrito por la Constitución Colombiana en su artículo.36 indica 

que los predios de dominio.público siguen la misma línea de imprescriptibles, 

añadiendo a esto los terrenos baldíos es decir sin inscripción ni privada ni estatal 

(Artículos 4° y 5° de Decreto ley de 2017 Colombia), no pueden ser usucapidos, 

por tanto, con la mera la posesión permanente (artículo 65 de la ley 1564 de 

2012). 

El Tribunal Constitucional señaló mediante las sentencias acumuladas 

Nros. 015-2001-AI/TC, .016-2001-AI/TC .y .004-2002-AI/TC lo siguiente: “Los 

bienes en posesión de.entidades públicas, con título.público, son comprendidos 

bajo el.nomen de dominio.público. Lo que hace que un.bien del.estado tenga 

dicha.condición en su.afectación destinados a un servicio.y/o uso público”. 

Además, se definió al dominio.público.como: “aquella forma 

de.propiedad.especial, afectada al uso y servicio de la comunidad u otro interés 

que satisfaga los intereses y fines públicos (…)” (fundamento 29). 
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Sobre bienes de dominio público, dichos bienes tienen utilidad.social, 

aunque de forma.indirecta.o.mediata, puesto que no están destinadas al 

uso.público. Esto a consideración del Tribunal “debe estar destinado a conseguir 

el bienestar general al igual que los.bienes.de.dominio.público, puesto que 

pertenece al.Estado, pero son útiles para la comunidad de forma 

indirecta”(Sentencia 0014-2019-PI/TC). Esto demuestra que no solo las 

propiedades de finalidad publica tienen la finalidad de aprovechamiento general, 

como por ejemplo la creación de hospitales, comisarias, parques, áreas de 

esparcimiento, entre otros. 

Por el contrario, los predios de dominio privado.estatal son: 

“aquellos.bienes.que no están destinados al uso.público ni afectados a 

algún.servicio.público, y respecto.de los cualesnel.Estado o alguna 

entidad.estatal.ejercen, dentro de losnlímites que establece la.legislación 

vigente, el derecho denpropiedad con todos susnatributos (…)" (Ley N.°29151 

título 1 Nun. 3). Por el contrario, García, M., et al.(2020) demuestra que la 

conceptualización de los bienes dendominionprivado en Colombia diverge en 

bienes.de.dominio.privado con función social, y el dominio privado colecto como 

hace referencia el articulo 329 C.P.C., sobre el primero es destinado a un uso 

directo de la comunidad, encontrándose en esta categoría los bienes fiscales o 

patrimoniales del Estado destinados al servicio público.  Por ende, el 

aprovechamiento sobre el bien se origina de una intención o interés particular, 

ya sea para vivienda, explotación de cualquier tipo u otro aprovechamiento cuya 

finalidad no cuente con un fin social.  

En adición a lo anterior, el TC diferencia entre losnbienes dendominio 

públicony dominio privado, aduciendo al primero un fin social directo, mientras 

que al segundo se lo advierte de forma indirecta (Sentencia 0014-2019-PI/TC 

Fundamento 43). Es clara la interpretación del Tribunal, en razón que los bienes 

dendominionpúblico estatal están destinado a un fin particular el cual es 

conferido para dicha finalidad y complimiento especifico; por otronlado, los 

bienes dendominionprivado implican un aprovechamiento directo y excluyente 

de lo social, por cuanto el individuo aprovecha el bien de forma particular. 
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El código civil regula la adquisición de la posesión no solo se produce de manera 

originaria con el despliegue de la conducta exigida por la ley para calificar al 

poseedor, sino también a través de mecanismos ficticios a los que se denomina 

adquisición ficta (artículo 902 y 903); ii) el poseedor tiene derecho a sumar el 

plazo posesorio de anteriores poseedores (artículo 898); iii) tiene derecho a 

conservar la calidad de poseedor aun cuando no esté ejerciendo de hecho 

ninguna conducta sobre el bien (artículo 904); iv) también goza del derecho a 

ser considerado poseedor (mediato) por el sólo hecho de haber conferido un 

título temporal para que otro posea de manera inmediata (artículo 905); v) goza 

de beneficios especiales si posee creyendo que tiene derecho sobre el bien 

(buena fe) y soporta cargas también especiales si posee de mala fe, es decir a 

sabiendas que carece de derecho sobre el bien (artículos 906 al 910); vi) se han 

previsto presunciones legales que ante situaciones de controversia invierten la 

carga de la prueba a favor del poseedor (artículos 912 al 915); vii) el poseedor 

tiene derecho al reembolso de las mejoras realizadas 51 La mera tolerancia en 

la posesión en el bien ajeno (artículos 916 al 919); viii) cuenta con el derecho a 

mantenerse en la situación posesoria, para lo cual se le ha dotado de medios 

extrajudiciales y judiciales de defensa (artículos 920 y 921); ix) la posesión 

prolongada que cumple ciertos requisitos puede conducir a la adquisición de los 

derechos de propiedad y servidumbre (artículos 950 y 1040); y, x) finalmente, la 

posesión es el modo de adquirir o ser preferido para la adquisición de algunos 

derechos patrimoniales (artículo 947, 948, 1058 inciso 2 y 1136).     

Dando conclución al punto anterior, la posesión genera diversas consecuencias 

en múltiples ámbitos que nos brinda el Código Civil Peruano, por ejemplo, 

cuando esta origina la conducta exigida por ley a partir de mecanismos ficticios 

a los que se les denomina adquisición ficta, artículos 902 y 903 C.C.; ii) el plazo 

posesorio de los poseedores se puede sumar al del poseedor actual, artículo 

898 C.C.; iii) Aún cuando de hecho no se ejerza ninguna conducta posesoria el 

poseedor tiene el derecho a conservar su calidad de poseedor, artículo 904 C.C.; 

iv) Goza del derecho a ser considerado poseedor mediato si confiere a otro título

de poseer de forma temporal, artículo 905; v) se le atribuyen beneficios

especiales si su posesión se funda en buena fe, y en negativo, soporta cargas

especiales si es en mala fe, artículos 906 – 910 C.C.; iv) ante posibles
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controversias existen presunciones legales, articulo 912 - 915 C.C.; vii) el 

poseedor tiene derecho al reembolso del bien ajeno, (artículos 916 -919 C.C.; 

viii) la acción posesoria se encuentra protegida por medios extrajudiciales y

judiciales, artículos 920-921; la posesión prolongada que cumple con los

requisitos de ley para la adquisición de la propiedad y servidumbre, articulo 950

-1040 C.C. y x) por último, la posesión como modo de adquirir derechos

patrimoniales, artículo 947, 948 C.C., 1058.

Ahora bien, sobre las teorías y enfoques conceptuales en relación a las 

categorías abordadas sobre la Ley N.°29618, Pimiento, (2020) menciona que 

esta contribuye a reducir el tráfico de terrenos estatales, y en ese sentido limitar 

e impedir el asentamiento en zonas ilegales; sobre ello, se llega a la conclusión 

de la evidente aplicación de dicha norma como un mecanismo de defensa 

jurídica a fin de proteger predios estatales invadidos, evitando así, la pérdida de 

ingentes dimensiones de terreno de propiedad estatal. 

Por otro lado, la posesión es definida por Mejorada (2018), como aquel 

derecho real que pretende exonerar de la carga de ser titulares a quienes tienen 

el derecho de poseer, en conclusión, lo que se pretende es que, a partir de un 

derecho posesorio, se logre una titularidad tácita. 

Se debe conocer los conceptos relacionados al derecho a la propiedad, 

mismo que es un derecho real por excelencia, debido que esta faculta atributos 

al titular sobre la cosa. En ese sentido Heiland (2019) los atributos que 

corresponden al derecho a la propiedad se dividen en Ius Utendi; derecho de 

uso del bien que faculta al propietario de servirse del según sea su naturaleza; 

Ius Fruendi, el derecho del bien que faculta al propietario a disfrutar de sus frutos 

y productos; ius Abutendi, faculta al propietario a disponer del bien. 

Sobre la interacción del ámbito social en la propiedad, (Enrique Ghersi, 

2020) menciona tres planteamientos: Primer planteamiento, En América Latina 

enderecho a la propiedad corresponde a un atributo de la cosa, por tanto la cosa 

puede ser apropiada por alguien; Segundo Planteamiento, la del derecho 

existente, donde los pobres junto a las costumbres superan la producción 

normativa a través de mecanismos consuetudinarios, por ende la propiedad 

pertenece a los informales; tercer planteamiento, indica que la invasión es una 
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forma de adquirir la propiedad; en opinión, Perú mantiene modalidad de adquirir 

la propiedad no solo ha alcanzado estratos socioeconómicos bajos sino también 

por parte de los altos, con altos índices de invasiones en zonas costeras, áreas 

de extracción mineral, áreas de extracción y explotación de recursos y otros. 

Zarco et al., (2023) nos brinda una definición de propiedad como una 

función económica sobre no solo las tierras sino los recursos que contiene esta 

sobre la misma, “(…) derecho de propiedad motiva a los propietarios a 

desarrollar su Función Empresarial, promover las iniciativas empresariales o 

generar beneficios económicos para ellos”, la realidad mencionada se subsume 

en el tercer planteamiento del párrafo anterior, donde no solo existe un beneficio 

por parte del invasor con un fin de subsistencia por la evidente carencia 

económica, sino además, por aquellos que pretenden intereses lucrativos y 

extractivos. Es por ello que, para todos los estados democráticos, la constitución 

sirve como la norma legal positiva más alta, o el rango más alto que rige cómo 

se organiza un Estado, delineando la autoridad, la forma en que se ejerce esa 

potestad, los límites de los organismos estatales, delineando los deberes 

fundamentales y derechos ciudadanos. 

Sobre la reglamentación de las Leyes, Pizarro M (2019) Plantea dos 

sentidos; en el sentido material, la regulación de los principios está constituido 

por normas jurídicas que regulan la creación de leyes, y contemplana los 

órganos principales delnEstado y susncompetencias. En el sentido material la 

Constitución tiene tres contenidos; el primero, por el proceso de elaboración de 

las leyes; segundo, mediante las normas relativas a los órganos del Estado y su 

autoridad y tercero, a través de cómo se sienten las personas al estar sujetas a 

la supervisión del gobierno. Además en el sentido formal, podemos decir que la 

Constitución es un documento escrito que contiene las leyes fundamentales de 

lannación, la forma en que el gobiernoninteractúa con la sociedad y el sistema 

de derechos y obligaciones de cada individuo.  

Por otro lado, Sánchez M (2019), el termino Ley Proviene del latín lex 

desde el punto de vista jurídico son aquellas normas de obligatorio cumplimiento 

a fin de regular las conductas sociales. En conclusión se puede determinar que, 
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están dictadas por autoridades y cuya competencia se restringe a un lugar 

determinado, en mejora del orden liminar a la justicia; regulando el libre albedrio. 

Lanconstitución es la fuente principal delnderecho en medida que para 

su expedición necesita de un órgano legislativo. Por cuanto, no se cumpla los 

representantes de los órganos encargados del control, deberán sancionar a la 

persona o institución. 

Por cuanto el ReglamentondelnCongreso; La Constitución en su artículo 

94 precisa que el ReglamentondelnCongreso precisa las funciones del Congreso 

y la ComisiónnPermanente, La referida norma, que tienenfuerza de ley, 

establece lasnfunciones, obligaciones y derechos de los diputados, así como 

controla las prácticas parlamentarias. (Constitución.Política.del.Perú, 

.Articulo.94) En ese sentido, en Resoluciones Legislativas; por las cuales las 

normas se regulan en materias específicas y direcciona a algún alcance 

particular, como puede ser la modificación de un reglamento, o la aprobación de 

un tratado, así como las autorizaciones de salida del Presidente de la Republica. 

Asimismo, para Varsi R. (2019) el término ley en sí mismo posee las 

siguientes cualidades: obligación, impersonalidad, abstracción, permanencia y 

generalidad, por cuanto es obligatorio, es decir deben respetar y cumplir las 

reglas cuando hacerlo vaya en contra de su deseo; impersonales, cuando por la 

sencilla razón las reglas se establecen para un grupo de personas aunque estas 

fueren en contra de sus deseos o intereses; finalmente las leyes permanecen en 

el tiempo únicamente pueden ser subrogados, abolidos o sustituidos por nuevas 

leyes, perdiendo su vigencia. Por lo tanto a consideración, las reglas sirven como 

un medio para regular la conducta humana a fin de restringir la elección 

individual y promover la convivencia armoniosa dentro de una sociedad 

particular. Es por ello, que las personas a veces tienen que cumplir con las 

reglas, incluso cuando no se alinean con sus propios valores, ya que romperlas 

conlleva una sanción. 

A la inversa, y en un sentido más amplio lo plasma Carbajal H. (2021), 

la idea de Ley se relaciona con aquellas características consistentes e 

inmutables que son inherentes a las cosas y resultan de alguna fuente inicial. 

Por esta razón, incluso si las reglas son establecidas por un poder superior, no 
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obstante nos referimos a ellas como leyes, aunque también puedan tener un 

aspecto natural. Como no fueron formados por el hombre, sino que brotaron de 

la naturaleza y no responden a la voluntad humana, son los que controlan toda 

la creación y son irreversibles, eternos e inmutables. La regla de la Gravedad es 

una ilustración extremadamente obvia de una regla natural. Es por ello que 

dándole una perspectiva jurídica, en relación a la presente las leyes se describen 

por una declaración expeditiva de la autoridad, que en rango de jerarquía es 

menor a una Ley. Sin embargo, es considerado como una fuente del derecho 

administrativo, en la medida que proviene de los distintos niveles del Poder 

Ejecutivo.  

Ahora bien, con relación a la usurpación de los bienes del Estado el 

artículo 73° de nuestra Constitución, prescribe que los viene de dominio público 

son inalienables e imprescriptibles. Sobre tal aseveración parecería indicar que 

los bienes de dominio público no pueden ser objeto de prescripción adquisitiva. 

Es por ello que, bajo el delito de usurpación, el bien tutelado es el patrimonio del 

estado, por cuanto el agente del delito, con el uso de violencia, amenaza, engaño 

o abuso de confianza despoja a su victima del bien inmueble de su posesión.

Es así, que en su forma agravada este delito es denominado “trafico de 

terrenos”, el cual se encuentra regulado mediante el artículo 204° del C.P. el cual 

pese a encontrarse regulado por nuestro ordenamiento jurídico, se siguen 

perpetrando estos delitos. 

 En concordancia a ello, pese a la existencia la exigencia del capítulo VII 

de la Ley N.° 30230, y en los artículos 65°, 66° y 67°, que brinda facultades 

absolutas a todas la Procuradurías Publicas, conformadas por los gobiernos 

nacionales, regionales y locales en conjunto con el apoyo de la Policía Nacional 

del Perú. 

En palabras de Ancho (2022) citando a García, desde sus muchas 

connotaciones la define la usurpación como la arrogación de bienes ajenos o 

derechos que no le corresponden. Sobre el particular, podemos concluir que la 

usurpación sobre los bienes inmuebles, según el Código Penal debe ser 

perpetrada mediante violencia, engaño o abuso de confianza, despojando al otro 

de la posesión o la tenencia de inmueble o ejercicio de un derecho real.  
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III. METODOLOGÍA

3.1. Tipo y Diseño de la investigación 

3.1.1. Tipo de Investigación 

La investigación fue no experimental, básicandescriptiva, 

cualitativande campo o sobre el terreno,ntranseccional o 

transversal, y utilizó la técnica de la teoría fundamental. Ya que su 

objetivo principal es conocer los efectos de la falta de control de la 

Ley N.°29618 en la recuperación de bienes del Estado. Es decir, 

evaluaron las ramificaciones jurídicas y sociales de la falta de 

control de la referida ley, lo que resultó en la presentación de nueva 

información sobre el tema de estudio.  

De igual forma, es importante recalcar que la recolección 

de datos, tal como la define lvarez, A. (2020), tuvo un carácter 

prolectivo, ya que se realizó en un solo momento en relación con 

el tratamiento legal que actualmente brinda el ordenamiento 

constitucional peruano. sistema comparativo sobre el tema y los 

criterios aquí determinados.   

Según lvarez, A. (2020), la investigación básica ocurre 

cuando el estudio tiene como objetivo obtener nueva información 

de manera metódica, con la única finalidad de conllevar a un mejor 

entendimiento de una realidad especifica. 

Además, Sampieri E. et al. (2018) sobre el diseño no 

experimental detalla que no existe un manejo de variables, debido 

a que es de alcance descriptivo y se diferencia de los demás 

alcances en que especifica las propiedades de las variables, en 

tanto es necesario definir y medir las variables, todo ello 

dimensionando la cantidad y muestra del fenómeno o contexto 

estudiado. 

Según Escudero, C. et al. (2018), la investigación 

cualitativa.se define como aquella que reúneninformación no 

cuantificable, típicamente en el caso de comportamientos que 
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deben ser interpretados a posteriori, y cuyo objetivo principal es 

contribuir a las ciencias sociales profundizando e interpretando las 

interacciones humanas. 

El procedimiento de campo, también conocido como 

investigaciones in situ mediante observación y técnicas de 

observación, según el mismo autor, es aquel que aplica el método 

científico a la obtención de nuevo conocimiento dentro del área 

donde se está produciendo el fenómeno objeto de estudio 

mediante el cual se unen tanto el diseño investigativo , la captación 

de datos y la codificación junto a la definición de resultados. 

(Escudero, C. et al. 2018) 

3.1.2. Diseño.de Investigaciónn 

En otro sentido, elndiseño de estudiontransversal se 

caracteriza por ser observacional e individual, es decir, evalúa una 

o más variables en un momento determinado, como lo aclara

Sánchez, F. (2019).

Cabe señalar que este trabajo, que utiliza un enfoque 

cualitativo, se basará en la teoría fundamental porque se concentra 

en el desarrollo de la teoría desde una perspectiva fenomenológica 

al mismo tiempo que analiza datos, los clasifica y escribe una teoría 

que es relevante para el problema. siendo estudiado. R. Gaete 
(2014). 

Encontrar un medio para responder a las preguntas 

planteadas es un pasoncrítico en el proceso deninvestigación, que 

comienza con la declaración del problema y es seguido por las 

hipótesis que se probarán en el estudio. Este paso requiere un plan 

para recopilar los datos necesarios. Diseño de investigación es el 

término para esta táctica (Creswell, 2017). 
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3.2. Categorías, subcategorías y matriz dencategorización 

La categorización de la.investigación previa al problema a investigar y a raíz de 

la presencia de determinadas variables, para lo cual es necesario desagregar la 

variable por su definición nominal, teórica y operativa, es decir desagregar las 

dimensiones que la componen. una variable en categorías y subcategorías de 

ser. 

Además, se debe considera que durante el estudio de las variables o categorías 

los cuales no surgen del marco teórico, sino, es un conjunto de constructos 

empíricos sobre los cuales se quiere indagar en profundidad. 

Sobre lo dicho, la primera categoría de la presente será: “”, la cual se subdividió 

en dos Subcategorías: Ver tabla 1 

Como segunda categoría sobre la presente será: Ver tabla 2 

La categoría se utiliza entonces para asignar un valor a una frase o codificarla 

para los objetivos de una investigación y corresponde a las unidades de análisis. 

Mientras que la categoría está definida por las subcategorías. (Romero de.2005) 

En esensentido, la primerancategoría de la presenteninvestigación fue: 

“Implicancias de la ausencia de reglamentación de la Ley N.°29618”, la cual se 

subdividiónen dosnsubcategorías: “Jurisprudencia nacional (criterios)”, 

“Jurisprudencia comparada” y “técnica”. 

Como segunda categoría se tuvo: “Usurpaciónndenpredios dendominio privado 

estatal”, la cual se subdividió en tresnsubcategorías: “Proyección de las 

sentencias del TribunalnConstitucional”, “Jurisprudenciancomparada” y 

“Propuesta”. 

3.2.1. Escenariondenestudio 

El escenariondenestudio se enmarco sobre la base a 48 publicaciones 

relacionadas al tema investigado. También, se añadieron Leyes, jurisprudencias, 

Casaciones, y opiniones consultivas. Siendo las fuentes indexadas que no 

cumpliesen los criterios de exclusión de entre el año 2019 al 2023, no fueron 

considerados; no obstante, de forma excepcional y por considerarse fuentes 

primigenias relacionadas al tema de investigación, se encuentran exentas las 
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Leyes, Jurisprudencias, y casaciones de observancia; todo bien, que no existan 

disposiciones actuales que versen sobre similar materia. 

3.3. Participantes 

a) Población

La población es el conjunto de individuos, unidades, objetos, entre otros, con 

similares características, mismas que con sometidos a análisis a fin de propiciar 

datos que apoyen los resultados esperados. Se le considera como el objeto de 

toda investigación; debido que, de esta se extrae la información relevante para 

el estudio (Gonzales & Salazar, 2009). 

Sobre los participantes de la investigación consistió en reunir un grupo de 

personas afines a las actividades relacionadas a la investigación a fin de obtener 

datos importantes. Sobre el particular, esta investigación contó con la 

colaboración el Superintendente Nacional de Bienes Estatales, una Abogada 

Consejera Regional de Lambayeqye, Abogados .especialista.de la.Oficina de 

Asesoría.Jurídica – OAFnde la.Superintendencia.Nacional de Bienes.Estatales 

– SBN, Abogados de la Procuraduría Publica – PP de lanSBN y Abogado de la

Dirección de Normas y Capacitación de la SBN, a quienes se les entrevistó para

la recolección de los.datos.cualitativos.

Además, se analizaron 48 publicaciones relacionadas al tema investigado. 

También, se añadieron Leyes, jurisprudencias, Casaciones. 

Tabla 1 

Población objeto de estudio 

Población Cantidad 

Abogados 

Total 

7 

7 

Nota. Se tiene una población de abogados especialistas en bienes estatales. 

En la presente investigación se trabajó con la muestra no probabilística 

intencional, (Scharager & Reyes, 2001) quiénes precisaron que, este muestreo 
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es conocido, además, como muestras dirigidas, pues la elección de elementos 

no está sujeta netamente a la probabilidad, sino, a las condiciones que facultan 

realizar la muestra; es decir, el investigador está encargado de seleccionar 

adecuadamente la muestra, buscando que ella sea representativa y beneficiosa 

para la investigación, pues radica en verificar situaciones características en una 

población determinada. 

b) Muestra

La muestra se extrae de la población; es decir, es el grupo de personas 

equivalente a una parte del total, la misma que servirá de apoyo para el 

desarrollo de la investigación (González & Salazar, 2009). 

La muestra del presente estudio fue de 6 abogados especialistas en gestión de 

predios estatales, Abogada Consejera Regional que destacan en importantes 

cargos del sector público y privado 

Tabla 2 

Muestra objeto de estudio (abogados) 

Especialidad Población Cantidad 

Oficina de 
Asesoría 
Jurídica - SBN 

Procuraduría 
Pública - SBN 

Coordinador 
en 
Normatividad - 
SBN 

Consejera 
Regional 
especialista en 
Derecho 
Registral 

Abogados Especialistas 

Total 

          3 

2 

1 

1 

7 
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Nota: La muestra está conformada por abogados especialistas servidores de la SBN 

En cuanto a las consideraciones establecidas para la investigación, se identificó: 

a) Muestra de expertos, que seguidamente se describe:

• 07 abogados especialistas.

b) Muestra documental,

• 48 publicaciones relacionadas al tema investigado, jurisprudencias, leyes,

doctrinas.

3.4. Técnica e instrumentos de recolección de datos. 
Durante el proceso de análisis documental y la entrevista, las técnicas usadas 

primero conceptualizándolas como aquel proceso intelectual en cuyo fin radica 

el describir y procesar los documentos, consecuentemente con el tratamiento de 

los mismos. (Useche, M. et al, 2019). 

Asimismo, Useche, M. et al, (2019) sobre esta exploración exhaustiva de textos 

y documentos sobre el tema en particular, usa una técnica para clasificar y 

conseguir la información sobre la variable en medida de las técnicas abordadas, 

con el fin de profundizar los conocimientos del tema y la variable en términos de 

integración y corroboración critica. 

Finalmente, se utilizó la técnica de análisis documental, que es definida por 

(Rizo, 2015) como el análisis de la bibliográfica y los recursos documentales 

disponibles en diversas fuentes de información sobre un determinado tema con 

la finalidad de interpretarlo y sintetizarlo; es por ello, que la investigación 

documental permitió el análisis y estudio detallado de evidencias escritas, 

mismas que facilitaron la generación de información relevante en el desarrollo 

de la tesis. Asimismo, como instrumento se empleó la guía de análisis 

documental que, según (Gutiérrez, R., 2015), facilita la sistematización de la 

información de forma objetiva 
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Tabla 3 

Instrumentos y técnicas empleadas 

TÉCNICAS INSTRUMENTOS 

Entrevista Guía de entrevista 

Análisis documental Guía de análisis documental 

3.5. Procedimientos 

El procedimiento aplicado para la recolección y análisis de los datos, de 

segmento de la siguiente manera: 1) Etapa preliminar, donde se elaboraron los 

instrumentos que serían aplicados y sus respectivas validaciones por expertos; 

2) Etapa de campo, en la cual se recopiló información a través de la aplicación

de la entrevista a profesionales especialistas en la materia, mediante la

indagación documental de relevancia nacional e internacional que provengas de

fuentes del derecho y revistas de fuentes indexadas; 3) Etapa analítica, a través

de la interpretación de los resultados obtenidos de las entrevistas y la guía de

análisis documental; 4) Etapa divulgativa, donde se presentados los principales

resultados obtenidos los cuales sustentan las conclusiones de la presente

investigación.

Así también, es necesario indicar que para la interpretación de resultados e 

interpretaciones se aplicó el procedimiento llamado “triangulación”, la cual en 

palabras de Aguilar & Barroso (2015) es  la ampliación de múltiples métodos de 

una misma investigación, recopilando diversas informaciones, y contrastando los 

resultados de manera que se identifican las semejanzas y diferencias, 

contrastándolas y comparando las ideas y antecedentes sobre las técnicas de 

investigación aplicadas. 

En ese sentido a través del procedimiento estandarizado cuya finalidad es la de 

recabar información en una muestra de sujetos, en representación a la muestra 

de interés de la investigación; y el cuestionario se halla delimitado por las 

preguntas que la componen la misma que se basó desde la observación de la 

realidad problemática, sobre el modo de recolección de la información, y siendo 
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que se empleó la técnica de análisis documental, y como instrumento la guía de 

análisis de documentos. De ahí que, este último estuvo referido a las siguientes 

unidades de análisis: 48 revistas indexadas, concertación de opiniones 

consultivas.  

Es necesario precisar que, cada ficha documentaria o guía de análisis 

documental esbozada en el párrafo anterior, se compuso por categorías y 

subcategorías y su respectivo análisis e interpretación debido.  

Podemos entender a las categorías como aquellos datos.cualitativos, pues este 

no es un procesonmatemático, sino que requiere deninterpretación y la 

construcción de conceptos concatenados y esquematizados bajo un modelo 

explicativo, mediante la creatividad y pensamiento crítico a fin de abordar 

distintas perspectivas (Useche, M. et al, 2019). 

Cabe indicar, que para la recolección de la información se realizó mediante la 

investigación de material bibliográfico, fundamentalmente proveniente de 

fuentes indexadas, encontradas mediante el buscador Mylofht propiedad de esta 

casa de estudios; así como también, de otras fuentes provenientes de otras 

casas de estudios, todo ello en razón a la administración de doctrina, opiniones 

consultivas, estudios previos y jurisprudencia nacional. Lo mencionado se rigió 

en base a la bitácora de análisis elaborada en la presente. 

Por otro lado, se entrevistó a especialistas en diversos ámbitos de los que 

estudia la presente, con el uso de la entrevista y el cuestionario del mismo, 

estudiando los datos de cada variable.  

Asimismo, senelaborarón tablas para la presentación de los datos cualitativos 

obtenidos, los cuales fueron analizadas en el acápite de resultados y discusión, 

limitados al objeto de estudio de la presenten investigación.  

Finalmente, se culminó con lasnconclusiones, nrecomendaciones y propuesta 

que amerita para el desarrollo de lantesis. 

3.6. Rigor Científico 

Son aquellos criterios quense utilizan comúnmente para evaluar lancalidad 

científicande un estudio cualitativo en base a su rigor metodológico, mediante 
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cualidades como la independencia, .credibilidad, .auditabilidad y.transferibilidad. 

(Salgado, A. 2017). 

Es por ello que, estos deben cumplir criterios de confiabilidad y validez, debido 

al aporte que significa dentro de la investigación. En ese sentido, Sanchez, 

Gonazales & Esmeral (2020), precisan que la credibilidad como uno de los 

aspectos a considerar para que una investigación cumpla con el rigor científico, 

ya que a este aspecto consiste en diferenciar numerosos paradigmas a fin de 

buscar datos cualitativos que se aproximen a la realizándose de forma detallada 

y profunda. 

Sobre el particular la fiabilidad de los datos científicos abordados que gozan de 

las cualidades antes mencionadas, debido a que fueron validados a juicio de 

expertos; como también, se utilizó el programa turnitin como una herramienta 

para verificar la originalidad y credibilidad del contenido de la investigación, a fin 

de cumplir con un porcentaje menor 15 % de semejanza a otras investigaciones. 

Finalmente, es pertinente indicar que la tratativa sobre la cual fue elaborada la 

presente, sucedió en merito a los constructos teóricos y/o conceptuales sobre el 

objeto denestudio, a través de la categorización y su posterior análisis, misma 

que siguió cada una de las recomendaciones y pautas exigidas por la 

Universidad César Vallejo para la redacción de investigaciones, lo que también 

implica la correcta aplicación de las normas APA, que permitan elaborar una 

investigación de gran relevancia académica, con argumentos redactados claros 

y coherentes. 

finalmente, es pertinente indicar que la tratativa sobre la cual fue elaborada la 

presente, sucedió en merito a los constructos teóricos y/o conceptuales sobre el 

objeto denestudio, a través de la categorizaciónny su posterior análisis. 

3.7. Método de análisis de información 

En relación al método, este incluye al método de investigación, así  como todos 

los instrumentos utilizados para la recopilación de la información fundamental 

para el estudio, Garg (2019) señala que la confiabilidad y la validez de los 

resultados depende de un correcto diseño del estudio el cual derive en 

resultados objetivos fiables y reproducibles; con un adecuado comportamiento; 
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en cuya recopilación de datos corresponda al análisis e interpretación. En 

sentido contrario, el que estos métodos sean defectuosos hace que la 

investigación carezca de fiabilidad conllevando al error. Por otro lado, Mishra y 

Alok (2017) refieren que el método de investigación es aquel que incluye 

técnicas empleadas para la realización de la investigación mientras que la 

metodología es aquella que se enfoca en resolver el problema de fondo. 

Cabe mencionar, que la investigación se realizó aplicando el método cualitativo 

que comprende un análisis descriptivo de la información recopilada, misma que 

se interpretó y correlacionó con la finalidad de acercar a una respuesta fiable a 

la problemática general, y para cada uno de los objetivos preestablecidos. 

3.8. Aspectos éticos 

En lo referido por Moscoso & Días (2018) indican que las consideraciones éticas 

son fundamentales en el desarrollo de toda investigación; por cuanto deben estar 

presentes del principio de su elaboración hasta la culminación y divulgación de 

los resultados; en esa misma línea Salazar & Abrahantes (2018) señalan sobre 

la ética en la investigación científica, ya que se inicia con la investigación, 

brindando soluciones o responder a una problemática en especifica con la 

finalidad de contribuir al conocimiento humano y social, buscado a través del 

método científico. 

Es por ello, que este acápite denota su importancia en relación a que la ética 

como valor debe encontrarse intrínseca a toda investigación, desde la veracidad 

en su planificación hasta la ejecución de la misma. Por ende, las fuentes de dicha 

información deben provenir de revistas indexadas que verifique la calidad de las 

mismas para el futuro desarrollo del proyecto, las mismas que deben de ser 

correctamente citadas de acuerdo a las normas APAnséptimanedición; siendo 

el investigador, .en este caso mi persona, la cual se preocupó durante el 

desarrollo en el ínfimo cumplimiento.de todos los parámetros académicos 

propuestos por la universidad, y sobre todo me ceñí a los lineamientos del 

Acuerdo Nacional de Integridad Científica, en pro de las buenas prácticas como 

pilar en la realización de todo proceso en la que obre una actividad científica. 

En resumen, los aspectos éticos que encuadran la originalidad de la presente 

con fines académicos; garantizando que toda la información contenida en la 
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presente, es autentica y verdadera, en vista de los datos cualitativos producto 

de la ejecución de los instrumentos debidamente validados por el juicio de 

expertos. 

Finalmente, es preciso indicar que se ha tomado cuidado en relación al derecho 

de los autores, en relación a los estudios previos, jurisprudencia y 

doctrinanexaminados, los mismos que han sido garantizados por el programa 

Turnitin,nmotivo por el cual se adjunta el Anexo 4 el resultado de similitud. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN

4.1. RESULTADOS 
Con respecto al resultado presentado en la presente investigación, se tuvo a 

bien emplear los métodos de recopilación de datos, tales como: entrevista de 

cuestionario, sobre los cuales se contó con la contribución de abogados 

especialistas en Gestión de Predios del SNBE, y la guía de análisis documenta, 

mediante la cual se recopiló información necesaria a fin de contribuir con el 

marco legal comparado. En concordancia a ello, se procedió a delimitar los datos 

obtenidos mediante tablas según el objetivo abordado. 

En referencia a los objetivos específicos de la presente, se aplicó el cuestionario 

de entrevistó, y se plasmó los mencionados resultados por medio de las tablas 

subsiguientes: 
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Tabla 1:  

Opinión sobre el ámbito de protección de la Ley N.°29618 sobre los predios de dominio privado. 

Pregunta 1: Según su opinión: ¿La Ley Nº29618 protege de manera eficaz a los inmuebles de dominio privado de su propiedad frente al 
delito de usurpación ejercida por personas naturales o jurídicas? Explique su respuesta 

Entrevistado 1° Entrevistado 2° Entrevistado 3° Entrevistado 4° 

Cabe precisar que, la falta de 
conocimiento y aplicación de la 
Ley N.º 29618, por parte de 
algunos operadores de justicia, 
en los delitos de usurpación de 
predios de domino estatal, hace 
que la citada ley sea inoperante 
en la protección de los predios 
antes descritos. 

. 

A pesar de que la Ley N.°29618 
proporciona al Estado 
protección legal para sus 
terrenos, es evidente en 
múltiples instancias fiscales 
que sus operadores no la 
consideran de manera 
adecuada 

No, ya que la Ley N.°29618, solo 
establece que se presume al 
Estado poseedor de todos los 
inmuebles de su propiedad y que 
son imprescriptibles; sin 
embargo, no establece 
mecanismo para la defensa de 
estos inmuebles frente al delito 
de usurpación  

La Ley N.°29618 resulta eficaz en la 
medida que es el estado quien por 
presunción es poseedor de todos 
los inmuebles de su propiedad, 
pudiendo invocar cualquier norma 
(civil o penal) para su defeña.  
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Entrevistado 5° Entrevistado 6° Entrevistado 7° 

Ley N.°29618, Ley que declara 
imprescriptibles los bienes 
inmuebles de dominio privado 
estatal, considero que no 
protege de manera eficaz al 
Estado en cuestiones de 
Usurpación de la propiedad 
Estatal, ello puede evidenciarse 
en la labor cotidiana debido que 
a partir de la entrada en vigencia 
de la ley, específicamente el 25 
de noviembre de 2010, la 
invasión a la propiedad estatal se 
ha continuado sistematizando a 
través de bandas criminales de 
trafico de terrenos y otros 
(generalmente Zona de playas o 
dominio restringido), dentro del 
territorio nacional. 

La Ley N.°29618 no protege de manera eficaz a los inmuebles de 
dominio privado estatal frente al delito de usurpación ejercida por 
personas naturales o jurídicas. Ello se evidencia por el hecho de 
que, desde la entrada en vigencia de la indicada ley, el 25 de 
noviembre de 2010, la invasión de predios estatales no ha cesado, 
sino que, por falta de recursos, asesoramiento y/o 
desconocimiento se ha continuado expandiendo de forma 
sistemática y vertiginosa a lo largo del territorio nacional, como es 
de público conocimiento. 

Ello se explica fundamente por dos factores. El primero de ellos 
radica en el hecho de que no existe una política legislativa uniforme 
ni clara de defensa de los predios estatales. Por un lado, se tiene 
un primer bloque legislativo destinado a proteger los predios 
estatales, y por ende, a disuadir las invasiones. Dentro de este 
bloque encontramos a: (a) la Ley N.°29618, objeto de consulta, que 
declara la imprescriptibilidad de los pedios estatales; (b) el artículo 
204 del Código Penal que contiene una tipificación de supuestos 
de usurpación agravada contra el patrimonio estatal; (c) los 
artículos 65 y 66 de la Ley N.°30230, que contemplan el 
mecanismo de recuperación extrajudicial de predios estatales, 
entre otros. 

No obstante, en contradicción al bloque anterior, encontramos 
previsto un régimen de formalización de posesión informal, 
mediante el cual el Estado se autoimpone el deber de titular 

La Ley N.°29618, Ley que establece la 
presunción de que el Estado es 
poseedor de los inmuebles de su 
propiedad y declara imprescriptibles 
los bienes inmuebles de dominio 
privado estatal, promulgada con fecha 
24 de noviembre de 2010, mismo 
marco normativo que contiene dos 
artículos y una Disposición 
Complementaria Final relacionada a la 
inaplicabilidad de la ley sobre 
propiedad de comunidades 
campesinas y nativas; y Disposición 
complementaria Transitoria, que 
dispone que los que se encuentren 
ocupando antes de la entrada en 
vigencia de la ley y cumplan con los 
requisitos de la Ley N.°29151, Ley 
General del Sistema Nacional de 
Bienes Estatales, y su reglamento 
puede acogerse a los mecanismos de 
venta. 
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gratuitamente a quienes invadieron predios estatales mediante 
asentamientos humanos. El problema de esta legislación es que, 
lejos de prever un régimen excepcional, desde hace décadas se 
ha venido prorrogando la fecha de inicio de la posesión del 
asentamiento humano que permite generar el beneficio de la 
titulación gratuita a su favor. Así, la última modificación tuvo lugar 
con la Ley N.°31056, que una vez más amplió el plazo de 
formalización pasando a beneficiar a los asentamientos humanos 
que hayan invadido predios estatales hasta el 31 de diciembre de 
2015. 

Con estas ampliaciones se evidencia una política legislativa del 
Congreso populista, antitécnica y nefasta, y por la cual quienes 
tengan un interés en invadir predios estatales y los traficantes de 
terrenos reciben un incentivo perverso: invade predios estatales 
ahora, porque con el pasar de tiempo, las futuras legislaciones que 
amplíen el plazo de formalización permitirán que la invasión sea 
formalizada por el propio Estado. Es bajo esta forma de legislar, 
que se termina propiciando las invasiones de predios estatales; el 
segundo factor que contribuye a perpetrar la invasión de predios 
estatales es la aún insuficiente ejecución de políticas, programas 
y proyectos de vivienda social. En efecto, el Estado no ha sido 
capaz de satisfacer la desbordante demanda de vivienda de los 
sectores de la ciudadanía de menos ingresos. De allí que, al no 
tener una alternativa formal para acceder a la vivienda, este sector 
termina optando por la informalidad, lo que es aprovechado por las 
mafias dedicadas a la organización de 
invasiones y tráfico de terrenos. 

Sobre la pregunta en particular, y 
habiendo detallado previamente los 
alcances normativos de la Ley en 
cuestión, es de indicar que con la Ley 
N.°29618, brinda protección jurídica a 
los bienes de dominio privado estatal; 
sin embargo, ello no es debidamente 
aplicada por algunos de los operadores 
de justicia que son vistas en las 
disposiciones fiscales en el delito de 
usurpación, toda vez, que no es 
tomada en cuenta la presunción de la 
posesión que tiene el Estado sobre sus 
bienes inmuebles, lo que conllevaría a 
que invasión a la propiedad estatal se 
ha continuado sistematizando a través 
de bandas criminales de trafico de 
terrenos y otros, en el territorio 
nacional 
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Interpretación: 

A partir de las entrevistas llevadas a cabo, se obtuvo como resultado, que la todos los entrevistados coinciden que la Ley N.°29618 no 
protege de manera eficaz los predios de dominio privado estatal, sin embargo el entrevistado 4° precisa que esta Ley resulta eficaz ya que 
cumple con el objetivo de dar como poseedor presunto al Estado de todos sus predios inmuebles de su propiedad. 

Al respecto, conviene hacer ciertas apreciaciones particulares realizadas por cada uno de los entrevistados; el entrevistado 1° indica que la 
ineficacia puede deberse a una falta de conocimiento en la aplicación de la Ley N.°29618, en ese sentido el entrevistado 2°, 3° y 4° coinciden 
en que, los operadores coinciden que la citada ley no brinda herramientas adecuadas a fin de garantizar la adecuada protección de los 
predios estatales hecho que se evidencia también por lo descrito  por Chuquivilca (2019) quien concluye que, los órganos jurisdiccionales, 
son muchas veces renuentes a adoptar modificaciones normativas que prescribe que la citada Ley al momento de resolver los procesos 
judiciales, las cuales muchas veces declaran fundada en favor de los particulares quienes por posesión y posterior demanda de prescripción 
se hacen con la titularidad, pese a existir una Ley que restringe la procedencia de dichos bienes muebles sobre de dominio estatal., otro 
argumento que respalda la ineficacia de la citada Ley N.°29618 es referida por el entrevistado 5° que menciona que desde la entrada en 
vigencia de la ley la invasión a la propiedad estatal ha continuado sistematizándose a través de bandas criminales de trafico de terrenos y 
otros (generalmente Zona de playas o dominio restringido), dentro del territorio nacional, en esa línea el entrevistado 6° precisa la invasión 
de predios estatales no ha cesado, sino que, por falta de recursos, asesoramiento y/o desconocimiento se ha continuado expandiendo de 
forma sistemática y vertiginosa a lo largo del territorio nacional, como es de público conocimiento, así también precisa que ello puede deberse 
a una ausencia de política uniforme ya que por un lado encontramos un bloque enfocado en recuperar y disuadir las usurpaciones de predios 
a través de la Ley N.°29618, el articulo 302° del Código Penal y la Ley N.°30230 que prescribe la recuperación extrajudicial y en 
contraposición el estado se autoimpone un régimen de formalización de la posesión informal, mediante el cual el Estado conviene en 
formalizar posesiones de origen ilegal, siendo el problema la prórroga de un régimen excepcional de titulación gratuita, en efecto, todo ello 
de la mano a la ineficiencia del Estado en satisfacer la necesidad creciente de vivienda que precisa la población peruana, finalmente el 
entrevistado 7° precisa que la ineficacia se observa cuando esta Ley no es tomada en cuenta la presunción de la posesión que tiene el 
Estado sobre sus bienes inmuebles, lo que conllevaría a que invasión a la propiedad estatal se ha continuado sistematizando a través de 
bandas criminales de trafico de terrenos y otros, en el territorio nacional, esto concuerda con Paucar (2019) quien además indica que se 
sigue persistiendo en usurpar terrenos del Estado, pese a la existencia de la citada norma; todo ello en consideración al masivo aumento 
demográfico y la migración de población a las urbes por necesidad básica de vivienda 

 Fuente: Entrevista aplicada a especialistas. 
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Tabla 2: 

Opinión referente a si la ausencia de reglamentación de la Ley N.°29618 representa un obstáculo en la protección de 
predios usurpados al estado. 

Pregunta 2: Según su opinión: ¿La ausencia de reglamentación de la Ley N.°29618 puede ser un obstáculo para que el 
Estado pueda proteger de manera eficaz a los inmuebles de dominio privado de su propiedad frente al delito de usurpación? 
Explique su respuesta. 

Entrevistado 1° Entrevistado 2° Entrevistado 3° Entrevistado 4° 

Al respecto la ausencia de la 
reglamentación de la Ley N.º 
29618 podría ser una 
cortapisa, toda vez que, un 
reglamento especifica la 
aplicación norma jurídica, en 
el presente caso podría 
precisar si la citada ley es 
aplicable a todas las 
materias, (penal, civil, 
contencioso administrativo, 
constitucional). 

La ausencia de reglamentación de la Ley N.°29618 
podría representar un obstáculo para que el Estado 
proteja de manera eficaz a los inmuebles de 
dominio privado contra el delito de usurpación. La 
reglamentación de una ley es crucial para 
establecer procedimientos claros y proporcionar 
detalles sobre cómo se deben aplicar las 
disposiciones legales en la práctica. 

Sin una reglamentación clara, podría haber 
ambigüedades en cuanto a la interpretación y 
aplicación de la ley, lo que podría generar 
dificultades para que las autoridades tomen 
medidas adecuadas contra la usurpación de 

Si, toda vez que la 
Ley N.°29618 solo 
tiene dos artículos, 
siendo necesaria 
una mayor 
regulación, sobre 
todo en defeña de 
sus inmuebles 
frente al delito de 
usurpación. 

 De cierta manera 
si, si bien la Ley 
mantiene vigencia, 
si dificulta su 
cumplimiento y 
crea inseguridad 
jurídica. 
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propiedades del Estado. Además, la 
reglamentación suele establecer los mecanismos 
específicos para la ejecución de la ley, la asignación 
de responsabilidades y los recursos disponibles 
para hacer cumplir sus disposiciones. 

Entrevistado 5° Entrevistado 6° Entrevistado 7° 

Claramente, resulta un 
obstáculo en la labor de la 
Procuraduría ya que dificulta 
una correcta protección de la 
propiedad estatal; debido a 
ello, muchas veces los 
predios recuperados 
nuevamente son usurpados, 
lo que demuestra algún vacío 
normativo dentro de la Ley, 
que fácilmente podría ser 
materia de una correcta 
reglamentación de la Ley 
N.°29618. 

El objetivo directo de la Ley N.° 26918 es declarar imprescriptibles los 
predios estatales 
de dominio privado. Dicha regla viene operando a cabalidad ya que los 
jueces de la República vienen denegando las demandas de prescripción 
adquisitiva de particulares 
 sobre predios estatales de dominio privado, más aún cuando la 
legitimidad constitucional de la indicada ley ha sido ratificada por el 
Tribunal Constitucional. 

Por lo tanto, considero que la Ley N.°29618 viene cumpliendo con el rol 
que le corresponde, y no advierto ningún aspecto de dicha ley que 
amerite ser reglamentado. 

Más bien, para mejorar la eficacia de la protección de los predios 
estatales de dominio 
privado, considero que son necesarias otro tipo de acciones, siendo las 
siguientes: 

Claramente, resulta un 
obstáculo en la labor de la 
Procuraduría ya que 
dificulta una correcta 
protección de la propiedad 
estatal; debido a ello, 
muchas veces los predios 
nuevamente son 
usurpados, que fácilmente 
podría ser materia de una 
correcta reglamentación 
de la Ley N.°29618. 
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(a) Instaurar y ejecutar una política legislativa uniforme y clara de
defensa de los predios estatales, lo cual implica dejar de prorrogar el
plazo de formalización de la
posesión informal previsto en la legislación de la materia.

(b) Ejecutar eficazmente políticas, programas y proyectos de vivienda
social, a cargo
del Estado, de forma tal que se logre cubrir esta demanda social, en un
grado
significativo.
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Interpretación: 

De acuerdo a los resultados reunidos a partir de la entrevistas, el entrevistado 1° indica que la citada norma puede ser 
considerada una cortapisa, toda vez que, un reglamento especifica la aplicación norma jurídica, en el presente caso podría 
precisar si la citada ley es aplicable a todas las materias, (penal, civil, contencioso administrativo, constitucional, así mismo el 
entrevistado 2° y 3°precisan que el obstáculo seria dificultar que las autoridades tomen medidas adecuadas contra la usurpación 
de propiedades del Estado. Además, la reglamentación suele establecer los mecanismos específicos para la ejecución de la 
ley, la asignación de responsabilidades y los recursos disponibles para hacer cumplir sus disposiciones, el entrevistado 4° indica 
que el obstáculo podría deberse a la insipiente cantidad de artículos que integran esta Ley, en ese sentido también el 
entrevistado 5° indica que muchas veces los predios recuperados nuevamente son usurpados, lo que demuestra algún vacío 
normativo dentro de la Ley, que fácilmente podría ser materia de una correcta reglamentación de la Ley N.°29618, por otro lado 
el entrevistado 6° considera que la Ley N.°29618 viene cumpliendo con el rol que le corresponde, y no advierte ningún aspecto 
de dicha ley que amerite ser reglamentado, sin embargo considera necesarias las siguientes acciones para poder resguardar 
los predios del Estado, a) Instaurar y ejecutar una política legislativa uniforme y clara de defensa de los predios estatales, lo 
cual implica dejar de prorrogar el plazo de formalización de la posesión informal previsto en la legislación de la materia; (b) 
Ejecutar eficazmente políticas, programas y proyectos de vivienda social, a cargo del Estado, de forma tal que se logre cubrir 
esta demanda social, en un grado significativo finalmente el entrevistado 7° considera que esta representa un claro obstáculo 
en la ejecución de la labor de recuperación de predios usurpados por parte de la Procuraduría, debido que estos predios 
recuperados son nuevamente usurpados. 

A excepción del entrevistado 6° todos concuerdan en que la ausencia de reglamentación genera un obstáculo en la defensa de 
los predios estatales, hecho que es corroborado con lo mencionado por (Gutiérrez, 2023) quien cita la conclusión del Pleno 
Jurisdiccional Nacional Civil y Procesal Civil 2016, el cual indica que puede declararse la prescripción adquisitiva sobre los 
bienes de dominio privado del Estado si antes de la entrada de vigencia de la Ley N.°29618, el poseedor ya ha cumplido con 
los requisitos para acceder a la prescripción”, si no cuenta con carácter vinculante, respalda los argumentos indicados por la 
Segunda sala Civil, el cual indica que las demandas de prescripción sobre los predios de dominio privado del estado han sido 
declaradas fundadas antes de la entrada en vigencia de la Ley N.°29618. 

Fuente: Entrevista aplicada a especialistas. 
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Tabla 3:  

Opinión referente a los factores que inciden en la ausencia de reglamentación de la Ley N.°29618. 

Pregunta 3: Según su opinión: ¿Cuáles son los factores que inciden en la ausencia de reglamentación en la Ley N.°29618? Explique 
su respuesta 

Entrevistado 1° Entrevistado 2° Entrevistado 3° Entrevistado 4° 

Uno de los factores que 
podrían incidir en la ausencia 
de la reglamentación de la 
Ley N.º 29618, es que la 
citada ley cuenta con tan solo 
dos artículos. 

La falta de reglamentación puede deberse a varios 
factores, tales como: prioridades legislativas, lo que 
posterga el proceso de elaboración de la 
reglamentación; recursos limitados, es decir, 
asignación insuficiente de recursos, tanto humanos 
como financieros; controversias y desacuerdos entre 
los legisladores o distintos sectores de la sociedad; 
falta de consenso entre los actores relevantes, como 
las partes interesadas, los expertos en la materia o los 
legisladores; cambios en la administración 
gubernamental, ya sea por elecciones u otros motivos;  
y, presiones externas, entiéndase que las presiones 
políticas, sociales o económicas, pueden influir en la 
decisión de postergar o no abordar la reglamentación 
de la ley. 

Que la ausencia de 
reglamentación impide 
una debida aplicación 
en la práctica de la Ley 
N.°29618, toda vez que 
si cuentan con 
procedimientos y 
mecanismos para 
concretar lo ordenado 
por la Ley. 

Inseguridad Jurídica 

Dificultad 
de su 
cumplimie
nto 
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En este caso concreto, se debe tener presente que la 
Ley N.°29618, cuenta con tan solo dos artículos, por lo 
que puede llevar más tiempo desarrollar la 
reglamentación correspondiente para abordar todos 
los aspectos de manera adecuada 

Entrevistado 5° Entrevistado 6° Entrevistado 7° 

Uno de ellos, podría ser el de 
conveniencia, generalmente 
muchos factores políticos 
concurren con los públicos los 
cuales generalmente se 
evidencian en un populismo 
desmedido, ello se puede ver 
reflejado en la contradicción 
de esta ley con la prevista 
mediante el régimen de 
formalización de la posesión 
informal, mediante el cual el 
Estado se autoimpone de 
forma gratuita a quienes en su 
momento usurparon 
propiedad Estatal, ello lejos 
de proveer una clara ventaja 

La reglamentación de las leyes no es necesaria en todos los casos. Solamente 
se justifica cuando existe algún aspecto de la ley que requiera alguna precisión, 
especificación o detalle para su debida implementación, ejecución y 
cumplimiento. Bajo tales premisas, no advierto ningún aspecto de la Ley 
N.°29618 que amerite ser reglamentado. 

Conforme al trabajo 
de investigación para 
obtener el grado de 
abogada, la cual se 
encuentra titulada "La 
Ley N.°29618 en los 
procesos judiciales de 
prescripción 
adquisitiva sobre 
bienes inmuebles de 
dominio privado de la 
SBN, 2019", se 
determinó que existen 
considerables 
números de procesos 
judiciales iniciados 
indebidamente por 
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al Estado representa una 
contradicción que 
probablemente puede ser 
bien resuelta a través de una 
clara reglamentación. 

Un segundo factor, es la 
preponderante también es la 
pobre producción de políticas 
públicas que motive la 
formalización, ya que exige 
una incesante necesidad de 
vivienda generalmente de 
sectores carentes de 
ingresos. 

Finalmente, Todo ello conlleva 
a una generalización de la 
ilegalidad, el tráfico 

de terrenos en la experiencia 
se ha vuelto en una forma de 
acceder a una vivienda, 
aunque informal, muchos 
sectores de la población 
terminan 

personas que indican 
ocupar predios de 
propiedad estatal 
amparado en un 
marco legal 
incorrecto. 

Bajo ese precepto, 
considero que es 
necesaria una 
reglamentación 
adecuada, tal y como 
manifesté en su 
momento: "(…) tal vez 
por el 
desconocimiento de 
la finalidad de la 
norma, razón por la 
cual, la SBN al ser 
parte del proceso se 
ve en la necesidad de 
recurrir a instancias 
mayores para que se 
pueda subsanar 
aquel error de hecho y 
derecho cometido, lo 
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apostando por las bandas 
organizadas y mafias que 
trafican con terrenos..  

cual genera inversión 
de tiempo y recursos", 
asimismo, son de la 
idea que estas 
demandas deberían 
de ser declaradas 
improcedentes de 
plano, pues contiene 
una pretensión física 
y jurídicamente 
imposible en 
aplicación de lo 
establecido en el 
inciso 5del artículo 
427° del CPC". 
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Interpretación: 

Los resultados obtenidos, reflejaron la opinión predominante indicando que citada ley cuenta con tan solo dos artículos, impide una 
debida aplicación en la práctica de la Ley N.°29618, toda vez que si cuentan con procedimientos y mecanismos para concretar lo 
ordenado por la Ley, genera inseguridad jurídica, factores políticos que generan contradicción normativa de la citada Ley con otras que 
fomentan la formalización informal que podría ser resuelta con una reglamentación clara, precisan los entrevistados 1°, 3°,4° y 5°, en 
ese sentido el entrevistado 2° añade que otros factores pueden ser: las prioridades legislativas, lo que posterga el proceso de elaboración 
de la reglamentación; recursos limitados, es decir, asignación insuficiente de recursos, tanto humanos como financieros; controversias y 
desacuerdos entre los legisladores o distintos sectores de la sociedad;  falta de consenso entre los actores relevantes, como las partes 
interesadas, los expertos en la materia o los legisladores; cambios en la administración gubernamental, ya sea por elecciones u otros 
motivos;  y, presiones externas, entiéndase que las presiones políticas, sociales o económicas, pueden influir en la decisión de postergar 
o no abordar la reglamentación de la ley; asimismo considera que el contar con tan solo dos artículos puede dificultar su reglamentación
por ende conllevar más tiempo su realización, ello también se refuerza con lo dicho por el entrevistado 7° quien considera que es
necesaria una reglamentación adecuada, tal y como manifestando: "(…) tal vez por el desconocimiento de la finalidad de la norma, razón
por la cual, la SBN al ser parte del proceso se ve en la necesidad de recurrir a instancias mayores para que se pueda subsanar aquel
error de hecho y derecho cometido, lo cual genera inversión de tiempo y recursos", asimismo, son de la idea que estas demandas
deberían de ser declaradas improcedentes de plano, pues contiene una pretensión física y jurídicamente imposible en aplicación de lo
establecido en el inciso 5del artículo 427° del CPC".

En contrario, el entrevistado 6° precisa que la reglamentación de las leyes no es necesaria en todos los casos. Solamente se justifica 
cuando existe algún aspecto de la ley que requiera alguna precisión, especificación o detalle para su debida implementación, ejecución 
y cumplimiento. Bajo tales premisas, no advierto ningún aspecto de la Ley N.°29618 que amerite ser reglamentado. 

Fuente: Entrevista aplicada a especialistas. 



44 

INTERPRETACIÓN GENERAL DEL OBJETIVO ESPECÍFICO N.°1: 

En consideración a las entrevistas realizadas se puede diferenciar los distintos factores que inciden en la ausencia de reglamentación 

de la Ley N.°29618, el primero y a consideración de este autor es la política, como ha sido posible dilucidar dentro de las 

contribuciones realizadas por los entrevistados, podemos identificar que este factor resulta muy importante, más aún cuando se trata 

de un recurso necesario y útil para todo como lo es la vivienda. En razón a ello, es común ver campañas políticas, en cuyo eslogan 

resalta el otorgar títulos de propiedad a asentamientos cuyos origines resultan en ilegales a esta posesionando propiedad estatal, 

ello pueda ser apreciable en la Tabla 2 entrevistado 6°, donde menciona que una de las razones de la ausencia de reglamentación 

puede deberse a una política contrapuesta, ello quiere decir que si bien el estado implementa una política coercitiva sobre la 

apropiación ilegal de predios estatales, esta no se condice con las campañas de formalización a la propiedad informar y su prorroga 

de vigencia constante.  

En razón a ello, se puede entender que la salida más sencilla para el Estado resulta en implementar políticas contrapuesta, una que 

por un lado proteja la propiedad estatal y otra que resuelva la creciente necesidad social de vivienda de la población, es por ello 

que, podría no existir a futura una política que reglamente o que proponga más consistencia sobre la citada Ley, ya que 

probablemente una correcta reglamentación otorga al Estado un respaldo solido ante las posesiones ilegales e impida la ejecución 

de programas de vivienda social los cuales proscriben una posesión previa a fin de formalizarse. 

Referente al objetivo específico N.° 1: Develar si el Estado Peruano viene realizando una defensa eficaz de sus predios 

usurpados.  
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Tabla 4:  

Opinión referente a la defeña eficaz de los predios usurpados 

Pregunta 4: Según su opinión: ¿El Estado Peruano viene realizando una defensa eficaz de sus predios usurpados? Explique su 
respuesta. 

Entrevistado 1° Entrevistado 2° Entrevistado 3° Entrevistado 4° 

Hay que tener en cuenta que 
en el delito de usurpación lo 
que se protege es la posesión 
(mediana o inmediata), en ese 
sentido el Estado peruano a 
través de sus Procuradurías 
Publicas, vienen fomentando 
la aplicación del Art. 1 de la 
Ley N.º 29618 “presunción de 
la posesión” en los delitos de 
usurpación de predios de 
dominio estatal, a efectos de 
que la citada defensa cada 
vez sea de mayor eficacia. 

El Estado peruano, a
través de sus 
Procuradurías Públicas,
promueve activamente la
aplicación del Artículo 1 de
la Ley Nº 29618, que
establece la "presunción de
la posesión",
específicamente en los 
casos de delitos 
relacionados con la
usurpación de predios de 
dominio estatal.  

No, toda vez que las ocupaciones y 
posesiones indebida predios de 
propiedad del Estado ocurren 
constantemente, y los mecanismos 
tales como procesos de desalojo son 
difíciles de ejecutar. 

Si bien se viene realizando la 
defensa; sin embargo los medios y/o 
órganos de apoyo limitan la 
efectividad como por ejemplo la 
Procuraduría de las municipalidades 
destinan recursos considerables 
para su proceder. 
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El objetivo es mejorar 
la eficacia de esta 
defensa, permitiendo 
que la presunción de 
la posesión facilite y 
fortalezca los 
argumentos legales 
en los casos de 
usurpación de bienes 
públicos, a fin de 
robustecer la 
capacidad del Estado 
para abordar y 
prevenir la usurpación 
de propiedades 
estatales y así 
respaldar los 
esfuerzos legales y 
judiciales en la 
recuperación de estos 
bienes. 
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Entrevistado 5° Entrevistado 6° Entrevistado 7° 

Si bien es cierto que el 
incesante incremento de las 
ocupaciones ilegales se ha 
incrementado, esto también 
ha ido de la mano con la 
persistente recuperación de 
predios estatales de manera 
eficaz, por parte los gobiernos 
regionales, sin embargo 
algunas limitantes como las 
normativas sobre la citada Ley 
N.°29618, puede dificultar esa 
tarea 

Desde mediados del siglo XX, la invasión de predios estatales 
en el Perú ocurre de forma sistemática y vertiginosa a lo largo 
del territorio nacional, como es de público conocimiento. 

Ello obedece a algunos aspectos inmediatos, como la falta de 
asignación de presupuesto y personal a los órganos 
encargados de ejercer la cautela, recuperación y defensa de 
la propiedad estatal, siendo las respectivas entidades 
públicas propietarias a través de sus unidades de 
organización competentes, la PNP, el Ministerio Público, las 
municipalidades, entre otros. Ello origina que los predios 
estatales no se encuentran cercados ni bajo guardianía, y que 
la respuesta frente a las invasiones en algunos casos sea 
tardía. 

Sin perjuicio de lo anterior, el mecanismo de la recuperación 
extrajudicial de la propiedad estatal, instaurado por la Ley N.° 
30230, ha significado un importante avance en la defensa de 
la propiedad estatal, como una herramienta útil y fundamental 
que la SBN viene utilizando, promoviendo y difundiendo entre 
los gestores de la propiedad estatal, en su calidad de en Ente 
Rector del SNBE. 

Considero que pese a existir una Ley poco 
definida, el Estado representado por la 
Superintendencia Nacional de Bienes 
Estatales viene desarrollando su labor de 
protección de la propiedad estatal de 
forma adecuada, ello no significa que 
todos las entidades y órganos de justicia 
realicen esa misma labor de forma proba, 
ello se puede evidenciar en que los 
órganos jurisdiccionales de manera 
renuente no le brindan un adecuado 
tratamiento normativo a la ley, por lo que 
en algunos casos se declaran fundadas 
las demandas de prescripción adquisitiva 
sobre un bien de dominio estatal a favor 
de los particulares, pese a la existencia de 
una ley que restringe a que proceda tal 
figura, Resoluciones que serán señaladas 
a continuación: Resolución N.° 56, recaída 
en el expediente ni 00323-2012-0-2601-
JR-CI-01, la cual indica en el punto 3.4. 
Precisa uno de los apelantes que "[...] 
solicita se revoque la resolución apelada y 
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se ordene al A Quo emitir nueva 
sentencia, al considerar que: Existe 
infracción normativa por inaplicación del 
artículo 2° de la Ley 29618; además por la 
inaplicación del artículo 73° de la 
Constitución; En virtud, al análisis de la 
sentencia recurrida, en el caso en 
concreto en su décimo segundo, la sala 
precisa que "en conclusión, habiendo el 
Juez de primera instancia incurrido en 
errores de hecho y de derecho al emitir 
sentencia, corresponder revocar la 
resolución venida en grado, y en 
consecuencia declarar infundada la 
pretensión postulada". 
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Interpretación: 

Se recabó de acuerdo con los datos recopilados, el entrevistado 1° precisó que hay tener en cuenta que en el delito de usurpación 
lo que se protege es la posesión (mediana o inmediata), en ese sentido el Estado peruano a través de sus Procuradurías Publicas, 
vienen fomentando la aplicación del Art. 1 de la Ley N.º 29618 “presunción de la posesión” en los delitos de usurpación de predios 
de dominio estatal, a efectos de que la citada defensa cada vez sea de mayor eficacia; así también en ese sentido, el entrevistado 
2° menciona que el objetivo de la reglamentación es mejorar la eficacia de esta defensa, permitiendo que la presunción de la 
posesión facilite y fortalezca los argumentos legales en los casos de usurpación de bienes públicos, a fin de robustecer la capacidad 
del Estado para abordar y prevenir la usurpación de propiedades estatales y así respaldar los esfuerzos legales y judiciales en la 
recuperación de estos bienes, el entrevistado 4° indica que si bien se viene realizando la defensa los medios y/o órganos de apoyo 
limitan la efectividad como por ejemplo la Procuraduría de las municipalidades destinan recursos considerables para su proceder, 
añadiendo a ello en entrevistado 5° menciona que existen algunas limitantes como las normativas sobre la citada Ley N.°29618, 
puede dificultar esa tarea.  

La posición interesante del entrevistado 6°, que precisa que desde mediados del siglo XX, la invasión de predios estatales en el 
Perú ocurre de forma sistemática y vertiginosa a lo largo del territorio nacional, como es de público conocimiento, tales como la 
falta de asignación de presupuesto y personal a los órganos encargados de ejercer la cautela, recuperación y defensa de la 
propiedad estatal, siendo las respectivas entidades públicas propietarias a través de sus unidades de organización competentes, 
la PNP, el Ministerio Público, las municipalidades, entre otros. Ello origina que los predios estatales no se encuentran cercados ni 
bajo guardianía, y que la respuesta frente a las invasiones en algunos casos sea tardía, todo ello pese a existir el mecanismo de 
la recuperación extrajudicial de la propiedad estatal, instaurado por la Ley N.° 30230, ha significado un importante avance en la 
defensa de la propiedad estatal, como una herramienta útil y fundamental que la SBN viene utilizando, promoviendo y difundiendo 
entre los gestores de la propiedad estatal, en su calidad de en Ente Rector del SNBE. 

Por otro lado, en entrevistado 7° indica que los operadores jurisdiccionales manera renuente no le brindan un adecuado tratamiento 
normativo a la ley, por lo que en algunos casos se declaran fundadas las demandas de prescripción adquisitiva sobre un bien de 
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dominio estatal a favor de los particulares, pese a la existencia de una ley que restringe a que proceda tal figura, Resoluciones que 
serán señaladas a continuación: Resolución N.° 56, recaída en el expediente N.° 00323-2012-0-2601-JR-CI-01, la cual indica en 
el punto 3.4. Precisa uno de los apelantes que "[...] solicita se revoque la resolución apelada y se ordene al A Quo emitir nueva 
sentencia, al considerar que: Existe infracción normativa por inaplicación del artículo 2° de la Ley 29618; además por la inaplicación 
del artículo 73° de la Constitución; En virtud, al análisis de la sentencia recurrida, en el caso en concreto en su décimo segundo, 
la sala precisa que "en conclusión, habiendo el Juez de primera instancia incurrido en errores de hecho y de derecho al emitir 
sentencia, corresponder revocar la resolución venida en grado, y en consecuencia declarar infundada la pretensión postulada". 

En sentido negativo, el entrevistado 3° quien indica que las ocupaciones y posesiones indebidas de predios de propiedad del 
Estado ocurren constantemente, y los mecanismos tales como procesos de desalojo son difíciles de ejecutar, finalmente precisar 
que si bien el entrevistado 3° indica que no se ha ejecutado una defeña eficaz de los predios del Estado, todos de forma similar 
indican que ello puede deberse a una mala ampliación de la Ley N.°29628 a consecuencia de una falta de reglamentación. 

Fuente: Entrevista aplicada a especialistas. 
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Tabla 5:  

Opinión referente a las implicancias de la ausencia de reglamentación frente a la recuperación de predios usurpados. 

Pregunta 5: Según su opinión: ¿Cuáles son las implicancias de la ausencia de reglamentación en la Ley N.°29618 frente a la 
recuperación de bienes usurpados? Explique su respuesta 

Entrevistado 1° Entrevistado 2° Entrevistado 3° Entrevistado 4° 

Conforme a nuestra respuesta a la 
pregunta número dos, la ausencia 
de la reglamentación de la Ley N.º 
29618 podría ser una cortapisa, 
en la manera correcta en la 
aplicación de la citada ley por 
parte de los operadores de 
justicia. 

Una 
reglamentación 
completa y bien 
elaborada no solo 
contribuiría a 
mejorar la 
protección de los 
inmuebles 
privados frente a la 
usurpación, sino 
que también 
establecería las 
bases para un 
marco legal más 
sólido y eficiente. 

Que no se cuentan con 
mecanismos y procedimientos 
necesarios para poder recuperar 
la posesión de los bienes del 
Estado materia de usurpación.  

Riesgo de efectividad ante un 
proceso judicial, pues no contaría 
con respaldo jurídico. 
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Entrevistado 5° Entrevistado 6° Entrevistado 7° 

Considero que la poca claridad 
que representa la Ley N.°29618 
en su aplicación fomenta que 
aquellas personas con mala fe 
pretendan justificar su posesión 
ilegitima, a fin de alcanzar la 
propiedad de esta clase de bienes 
por la vía de la prescripción 
adquisitiva de dominio. 

La Ley N.°29618 viene cumpliendo con el rol que le 
corresponde: los jueces de la República vienen 
denegando las demandas de prescripción adquisitiva 
de particulares sobre predios estatales de dominio 
privado. De allí que no considero que su falta de 
reglamentación sea la que contribuya a la insuficiente 
recuperación de predios estatales usurpados 

Considero que son las siguientes 
como detallo a continuación: 

Si bien es cierto, al finalidad de la Ley 
N.°29618 tiene por finalidad al 
protección de la propiedad estatal 
frente a los actos de invasión u 
ocupaciones ilegales precepto legal 
que fue creado para combatir con 
estas conductas, al misma que deberá 
de ser aplicable a todos los procesos 
judiciales iniciados luego de su 
entrada en vigencia; asimismo, se 
determinó que esta norma incide de 
manera directa en el defensa jurídica 
del Estado, en los procesos judiciales 
de prescripción adquisitiva sobre 
bienes de dominio privado estatal, la 
cual viene siendo empleada como un 
arma que tiene el Estado para 
persuadir aquellas personas que 
pretendan justificar su posesión 
iniciadas de mala fe, afín de alcanzar 
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la propiedad de esta clase de bienes 
por la vía de la prescripción adquisitiva 
de dominio, empero, implica la 
necesidad de recurrir a instancias 
mayores, a fin de obtener una 
adecuada aplicación de la norma.  

La renuencia por parte de los 
operadores de justicia en no brindar 
un adecuado tratamiento normativo a 
las disposiciones legales contenidas 
en la Ley N.°29618, al momento de 
resolver los procesos judiciales de 
prescripción adquisitiva en las que se 
encuentran implicados los bienes 
inmuebles de dominio privado estatal, 
las cuales declaran fundadas las 
demandas de prescripción adquisitiva 
de dominio a favor de los particulares, 
pese a la existencia de una ley que 
restringe a proceda dicha figura sobre 
esta clase de bienes, a consecuencia 
a ello, la SBN en representación del 
Estado, ve la necesidad de recurrir a 
instancias mayores a fin de darse una 
adecuada aplicación de la norma; la 
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cual va a implicar una inversión de 
tiempo y recursos, situación que 
genera un perjuicio en la defensa 
jurídica empleada por el Estado, y en 
la protección de sus bienes. 

La declaración de prescripción 
adquisitiva de un bien inmueble de 
dominio privado estatal a favor de un 
ocupante ilegal por la falta de 
reglamentación de la Ley N.°29618, 
afectaría la propiedad estatal, 
desvirtuando sus fines y naturaleza, 
puesto que se perdería la oportunidad 
de ellos en la ejecución de mejoras 
para beneficios sociales. 
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Interpretación: 

Se recabó de acuerdo con los datos recopilados, el entrevistado 1° indica que la poca claridad que representa la Ley N.°29618 en su 
aplicación fomenta que aquellas personas con mala fe pretendan justificar su posesión ilegitima, a fin de alcanzar la propiedad de 
esta clase de bienes por la vía de la prescripción adquisitiva de dominio, como también el entrevistado 2° no solo contribuiría a mejorar 
la protección de los inmuebles privados frente a la usurpación, sino que también establecería las bases para un marco legal más 
sólido y eficiente el 3° y 4° prescriben que no se cuentan con mecanismos y procedimientos necesarios para poder recuperar la 
posesión de los bienes del Estado materia de usurpación Riesgo de efectividad ante un proceso judicial, pues no contaría con respaldo 
jurídico; el entrevistado 5° y 7° indica que la renuencia por parte de los operadores de justicia en no brindar un adecuado tratamiento 
normativo a las disposiciones legales contenidas en la Ley N.°29618, al momento de resolver los procesos judiciales de prescripción 
adquisitiva en las que se encuentran implicados los bienes inmuebles de dominio privado estatal, las cuales declaran fundadas las 
demandas de prescripción adquisitiva de dominio a favor de los particulares, pese a la existencia de una ley que restringe a proceda 
dicha figura sobre esta clase de bienes, a consecuencia a ello, la SBN en representación del Estado, ve la necesidad de recurrir a 
instancias mayores a fin de darse una adecuada aplicación de la norma; la cual va a implicar una inversión de tiempo y recursos, 
situación que genera un perjuicio en la defensa jurídica empleada por el Estado, y en la protección de sus bienes, en ese sentido la 
ausencia de reglamentación incide de manera directa en el defensa jurídica del Estado, en los procesos judiciales de prescripción 
adquisitiva sobre bienes de dominio privado estatal, la cual viene siendo empleada como un arma que tiene el Estado para persuadir 
aquellas personas que pretendan justificar su posesión iniciadas de mala fe, afín de alcanzar la propiedad de esta clase de bienes 
por la vía de la prescripción adquisitiva de dominio, empero, implica la necesidad de recurrir a instancias mayores, a fin de obtener 
una adecuada aplicación de la norma.  

Sin embargo, el entrevistado 6° indica que la Ley N.°29618 viene cumpliendo con el rol que le corresponde: los jueces de la República 
vienen denegando las demandas de prescripción adquisitiva de particulares sobre predios estatales de dominio privado. De allí que 
no considero que su falta de reglamentación sea la que contribuya a la insuficiente recuperación de predios estatales usurpados. 

Fuente: Entrevista aplicada a especialistas. 
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INTERPRETACIÓN GENERAL DEL OBJETIVO ESPECÍFICO N.° 2: 

A partir de las entrevistas efectuadas a especialistas, se destaca que predominantemente una de las estrategias más usadas por 

las procuradurías de todas las entidades que conforman el SNBE necesitan mecanismos y procedimientos claros para poder 

recuperar la posesión de los predios usurpados, estableciendo un marco legal sólido y eficiente, en cuyo mecanismo usado frente 

recuperación extrajudicial de la propiedad estatal, instaurado por la Ley N.° 30230, ha significado un importante avance en la defensa 

de la propiedad estatal, como una herramienta útil y fundamental que la SBN viene utilizando, promoviendo y difundiendo entre los 

gestores de la propiedad estatal.  

Sin embargo, dichos mecanismos antes mencionados no son suficientes con la finalidad de mantener el resguardo de los predios 

estatales ante una eventual judicialización del predio, es así que los entrevistados en su mayoría destacan el respaldo jurídico que 

otorga la Ley N.°29618 al momento de un eventual proceso judicial. Por otro lado genera un perjuicio en la defensa jurídica empleada 

por el Estado, y en la protección de sus bienes, en ese sentido la ausencia de reglamentación incide de manera directa en el defensa 

jurídica del Estado, en los procesos judiciales de prescripción adquisitiva sobre bienes de dominio privado estatal, la cual viene 

siendo empleada como un arma que tiene el Estado para persuadir aquellas personas que pretendan justificar su posesión iniciadas 

de mala fe, afín de alcanzar la propiedad de esta clase de bienes por la vía de la prescripción adquisitiva de dominio, empero, implica 

la necesidad de recurrir a instancias mayores, a fin de obtener una adecuada aplicación de la norma. Esto guarda relación con lo 

mencionado por (Paucar, 2019) indica además que se sigue persistiendo en usurpar terrenos del Estado, pese a la existencia de la 

citada norma; todo ello en consideración al masivo aumento demográfico y la migración de población a las urbes por necesidad 

básica de vivienda, quienes en desconocimiento se posesionan de forma directa con el sueño de lograr prescribir estos bienes 
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GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL DE LEGISLACIÓN COMPARADA 

Tabla 6. 

 Legislación comparada: tratamiento normaGvo por país sobre la propiedad estatal 

PAÍS BASE LEGAL POSTURA PRECEPTOS NORMATIVOS (TIPO) 

PERÚ Constitución.Pol
-ítica.del.Perú,
.Articulo 73°

Nros. 015-2001-
AI/TC, .016-
2001-AI/TC .y 
.004-2002-AI/TC 

Ley N.°29618 

Ley 2951 

Ley N.°31056 

Esta norma rige normas de derecho 
público otorgando a los predios de 
dominio público del Estado la 
condición de inalienables, 
inembargables e imprescriptibles. 

Define los Bienes de Dominio 
Público del Estado, con las mimas 
características otorgadas por la 
constitución. 

Declara Imprescriptibles los bienes 
de dominio privado Estatal. 

Ley General del SNBE 

Amplía el régimen temporal 
extraordinario de formalización. 

Artículo 73 Bienes de dominio y uso público Los bienes de 
dominio público son inalienables e imprescriptibles. Los bienes 
de uso público pueden ser concedidos a particulares conforme 
a ley, para su aprovechamiento económico. Ley N.°30230 Ley 
que establece medidas tributarias, simplificación de 
procedimientos y permisos para la promoción y dinamización de 
la inversión en el país, por otro lado las sentencias acumuladas 
Nros. 015-2001-AI/TC, .016-2001-AI/TC .y .004-2002-AI/TC lo 
siguiente: “Los bienes en posesión de.entidades públicas, con 
título.público, son comprendidos bajo el.nomen de 
dominio.público. Lo que hace que un.bien del.estado tenga 
dicha.condición en su.afectación destinados a un servicio.y/o 
uso público”. Además, se definió al dominio.público.como: 
“aquella forma de.propiedad.especial, afectada al uso y servicio 
de la comunidad u otro interés que satisfaga los intereses y fines 
públicos (…)” (fundamento 29) 
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Colombia 

Articulo 36° 

Articulo 4° y 5° 
de la del 
Decreto Ley 902 
del 2017  

Articulo 65° de 
la del Decreto 
Ley 902 del 
2017  

Ley N.°1564 de 
2012  

Articulo 329 
C.P.C

Decreto Ley 902 
de 2017 

Sobre los predios “baldíos” es decir 
eriazos y sobre los cuales no recae 
ninguna inscripción registral, o en 
abandono por parte del Estado, los 
predios de dominio público 
persiguen la misma línea de 
imprescriptibles como la normativa 
peruana, sin embargo a diferencia 
de la normativa peruana en sus 
artículos 4° y 5°; asimismo, el 
articulo N.° 329 establece los 
preceptos de los predios usados 
para la función social, 
encontrándose en esta categoría los 
bienes fiscales o patrimoniales del 
Estado destinados al servicio 
público, por ende el 
aprovechamiento se origina de una 
intención o interés particular, ya sea 
para vivienda, explotación de 
cualquier tipo u otro 
aprovechamiento cuya finalidad no 
cuente con un fin social. 

Artículo 4° del Decreto Ley del 2017; por el cual se adoptan 
medidas para facilitar la implementación de la Reforma Rural 
Integral contemplada en el Acuerdo Final en materia de tierras, 
específicamente el procedimiento para el acceso y formalización 
y el Fondo de Tierras, son sujetos de acceso a tierra y 
formalización a título gratuito los campesinos, trabajadores, 
asociaciones o las organizaciones del sector agrario; Artículo 5° 
del Decreto Ley del 2017, “Son sujetos de acceso a tierra y 
formalización a título parcialmente gratuito las personas 
naturales o jurídicas que no tengan tierra o que tengan tierra en 
cantidad insuficiente”; Artículo 65° de la del Decreto Ley 902 del 
2017, prescribe según el plan de ordenamiento territorial y 
recogiendo la información recaudada se formara un expediente 
de cada predio identificado y se integraran al proceso único, los 
procedimiento de tierras que estén en curso sobre cada predio; 
Articulo 329 C.P.C prescribe que la violación a los recursos 
naturales por parte de extranjeros de forma no autorizada 
incurrirá en prisión de 4 a 8 años. Decreto Ley 902 de 2017, entre 
los cuales el estado colombiano adopta medidas para facilitar la 
implementación de la reforma rural integral contemplada en el 
acuerdo final de tierras. 
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Brasil Constitución 
Política de Brasil 
de 1988 numeral 
3° del articulo 
183 y parágrafo 
191 

Ley 601 de 
1850 

Decreto 9769 de 
1946 

Ley 6383 de 
1976 

La constitución la constitución 
brasileña señala que los inmuebles 
públicos no pueden ser adquiridos 
por  usucapión es así que las tierras 
devolutas por cuanto las tierras 
devolutas al ser públicas no poder 
constituirse bajo este modo de 
adquirir la titularidad esto constituido 
mediante el numeral 2 del artículo 20 
que dispone lo siguiente: “terras 
devolutasnindispensáveis.à.defesa
ndasnfronteiras, das fortificações e 
construções 
militares,mdasnviasnfederaismdem
comunicação e à preservação 
ambiental”. 

Constitución Política de Brasil de 1988 numeral 3° del articulo 
183 y parágrafo 191, prescribe la posesión desde un punto de 
vista socialista indicando “aquellos que posean un área urbana 
de hasta 250 metros cuadrados por cinco años ininterrumpidos 
en cuales los use como vivienda o morada para sí y su familia, 
pueden adquirir el dominio, anterior a ella 601 de 1850, que 
determina en legales las posesiones de tierras desocupadas por 
el imperio por la simple posesión tranquila, Así también el Ley 
N.° 6383 de 1976 
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INTERPRETACIÓN: 
Es preciso hacer mención de forma integradora de cada uno de los marcos normativos planteados relacionados a propiedad estatal 
en el ámbito de estudio de los países latinoamericanos, en Perú podemos identificar las sentencias acumuladas  Nros. 015-2001-
AI/TC, .016-2001-AI/TC .y .004-2002-AI/TC lo siguiente: “Los bienes en posesión de.entidades públicas, con título.público, son 
comprendidos bajo el.nomen de dominio.público. Lo que hace que un.bien del.estado tenga dicha.condición en su.afectación 
destinados a un servicio.y/o uso público”.  
Además, se definió al dominio.público.como: “aquella forma de.propiedad.especial, afectada al uso y servicio de la comunidad u otro 
interés que satisfaga los intereses y fines públicos (…)” (fundamento 29); al respecto, se debe mencionar que los bienes de dominio 
público tienen utilidad social, aunque de forma indirecta o meditara no están destinados al uso público, ello en consideración del 
tribunal debe ser consignado a conseguir el bienestar generar al igual que los bienes de dominio público, puesto que pertenecen al 
Estado; Sobre lo anterior, es importante mencionar el análisis elaborado por Ivette E.et al., (2020) que menciona: “resaltan entre 
otros que el Estado chileno dentro de un orden de intervención dentro de la propiedad estatal  dentro de diligencias de expropiaciones 
indirectas y el trato diferenciado entre un inversionista y ciudadano, en cuyos casos gozan de ciertas excepciones con la finalidad 
de poder desarrollar sus inversiones con utilidad.  
En esa línea, en Colombia, mediante el Decreto Ley 902 de 2017 el Estado colombiano propuso la recuperación de tierras baldías 
a través de la Agencia Nacional de Tierra (ANT) por cuanto la antes mencionada Ley impide la prescripción de tierras en lo siguiente 
“El juez rechazara de plano cuando la pretensión declare la pertenencia de bienes de uso público, fiscales, adjudicables o baldíos 
(…)”.  
Es así, que en Perú al igual que Colombia y los predios “baldíos”, solo pueden adquirirse bajo adjudicación mediante ciertos requisitos 
exigibles por ley, en el caso peruano estos a través de la Ley de Bienes Estatales, está regulado mediante procedimientos contenidas 
dentro de la Directiva 00002-2022/SBN tanto los procedimientos de compraventa o subasta pública, las mismas que contienes 
requisitos específicos y excluyentes para la adquisición de la propiedad. (Ley General.del.Sistema de.Bienes.Estatales reglamento 
de la.Ley N.°29151 Título 1 Núm. 2); sobre lo anterior, en Brasil el termino de “tierras devolutas” se asemeja al concepto de “terrenos 
baldíos” en Colombia, y predios “eriazos” en Perú, el caso brasileño partido desde un punto social establecida por Ley 601 de 1850 
que aún es vigente en la actualidad la cual fue complementada con el Decreto 9769 de 1946 añadiendo al concepto de tierras 
devolutas también a las que no son propiedad privada, más tarde esto se modificaría mediante la ley 6383 de 1976 que impidió la 
usucapión sobre predios de propiedad pública, en cambio estableció el otorgamiento de licencia de posesión, lo que en Perú seria 
el “certificado de posesión” que en cuatro años conferiría el derecho del poseedor a adquirir el inmueble por el mínimo referenciado 
en la “planilha referencial de precoz”, por cuanto la posesión paso a ser un requisito.esencial para la.adquisición de propiedad.estatal 
por los privados, tan solo con el mero pago de un precio mínimo referencial.  
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Sin embargo, esto se mantendría hasta la promulgación de la Ley 6969 que establecía la prescripción de tierras devolutas al termino 
de cinco años, finalmente, adjudicación de terrenos baldíos y el posterior despojo en Colombia, quienes hacen mención  que en 
Colombia el derecho es uno de los detonantes de la violencia que favorece el despojo de tierras o su abandono forzado, mucho de 
los cuales son a consecuencia de una inexistente normativa que regule el acceso al uso de propiedad y el despojo de tierras. Es por 
ello evidente, que el problema de una escasa normativa propicia en muchos casos el uso inadecuado del derecho. 
Estado chileno dentro de un orden de intervención dentro de la propiedad estatal  dentro de diligencias de expropiaciones indirectas 
y el trato diferenciado entre un inversionista y ciudadano, en cuyos casos gozan de ciertas excepciones con la finalidad de poder 
desarrollar sus inversiones con utilidad.  
En esa línea, en Colombia, mediante el Decreto Ley 902 de 2017 el Estado colombiano propuso la recuperación de tierras baldías 
a través de la Agencia Nacional de Tierra (ANT) por cuanto la antes mencionada Ley impide la prescripción de tierras en lo siguiente 
“El juez rechazara de plano cuando la pretensión declare la pertenencia de bienes de uso público, fiscales, adjudicables o baldíos 
(…)”. Es así, que en Perú al igual que Colombia y los predios “baldíos”, solo pueden adquirirse bajo adjudicación mediante ciertos 
requisitos exigibles por ley, en el caso peruano estos a través de la Ley de Bienes Estatales, está regulado mediante procedimientos 
contenidas dentro de la Directiva 00002-2022/SBN tanto los procedimientos de compraventa o subasta pública, las mismas que 
contienes requisitos específicos y excluyentes para la adquisición de lanpropiedad. (Ley General.del.Sistema de.Bienes.Estatales 
reglamento de la.Ley N.°29151 Título 1 Núm. 2) 
Sobre lo anterior, en Brasil el termino de “tierras devolutas” se asemeja al concepto de “terrenos baldíos” en Colombia, y predios 
“eriazos” en Perú, el caso brasileño partido desde un punto social establecida por Ley 601 de 1850 que aún es vigente en la 
actualidad la cual fue complementada con el Decreto 9769 de 1946 añadiendo al concepto de tierras devolutas también a las que 
no son propiedad privada, más tarde esto se modificaría mediante la ley 6383 de 1976 que impidió la usucapión sobre predios de 
propiedad pública, en cambio estableció el otorgamiento de licencia de posesión, lo que en Perú seria el “certificado de posesión” 
que en cuatro años conferiría el derecho del poseedor a adquirir el inmueble por el mínimo referenciado en la “planilha referencial 
de precoz”, por cuanto la posesión paso a ser un requisito.esencial para la.adquisición de propiedad.estatal por los privados, tan 
solo con el mero pago de un precio mínimo referencial. Sin embargo, esto se mantendría hasta la promulgación de la Ley 6969 que 
establecía la prescripción de tierras devolutas al termino de cinco años 

Fuente: Elaboración del autor. 
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GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL DE JURISPRUDENCIA COMPARADA 

Tabla 8. 

Análisis de Casos judicializados contra el Estado sobre materia Usucapión. 

EXPEDIENTE MATERIA DE LITIS PRIMERA INSTANCIA SEGUNDA INSTANCIA 

 00323 – 2014 -
0 -2601 – JR – 

CI – 01 
(Resolución 

N.°44) 

La asociación manifiesta que 
viene poseyendo el inmueble 
materia de litis ubicado en 
Tumbes, que formo parte en un 
ámbito mayor área de propiedad 
del Estado (Ministerio de 
Defensa), en cuyo inmueble a 
fecha actual existen 140 viviendas 
construidas de material noble y de 
la región contando con agua y luz, 
y que han tomado posesión del 
inmueble desde el año 1991. 

Juzgado precisa, además, que la 
usucapión sobre inmuebles de 
dominio privado del Estado ha 
sido modificada a partir de la 
entrada en vigencia de la Ley 
N.°29618, finalmente los 

El Juzgado concluye que la 
demanda del actor debe estimarse, 
pues a consideración de este se ha 
cumplido con los requisitos de la 
prescripción adquisitiva de dominio 
del inmueble ordenando, la 
cancelación de los asientos 
registrales C1, C2, y C3, hoy 
partida electrónica N.° 02001464 
para que se inscriba a favor de la 
Asociación accionante. 

El juzgado considera que la solicitud de
donación de inmueble en su momento
realizada por la Asociación al Estado, no
hace más que reconocer a este último su
derecho real absoluto (propiedad) que
ejerce sobre el inmueble, por cuanto la
asociación no posee ese animus domini
que declara la prescripción adquisitiva de
dominio pues su posesión y los actos 
posesorios ha sido autorizada por el
propietario del terreno, siendo la decisión
del superior colegiado la de declaran
infundada la pretensión formulada,
revocando la sentencia que declara
fundada la prescripción adquisitiva de
dominio contra el Estado. 
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emplazados, Ministerio de 
Defensa, considera que el actor 
no ha acreditar los medios de 
autos por cuanto, se tiene como 
titular registral al Estado; El 
litisconsorte la Superintendencia 
Nacional de Bienes Estales y el 
denunciado Gobierno Regional de 
Tumbes, anuncian que la 
demanda no prosperaría porque 
la Ley N.°29618 enuncia la 
imposibilidad de que terceros 
aduzcan poseer predios en favor 
Estado, por tanto inaplicable el 
adquirir titularidad por medio de la 
Usucapión. 
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 02097-2010-0-
1308-JR-CI-01 

Se solicita se declare a los 
recurrentes como propietario de 
un terreno denominado “Pampas 
Gemelas”, provincia de Huaura, 
debido que estos sostienen tener 
la propiedad desde 1998 
transferida con justo título, como 
argumentos la parte demandada 
Superintendencia Nacional de 
Bienes Estatales indicando que el 
predio materia de litis no se 
encuentra inscrito por tanto no 
cuenta con antecedentes 
registrales razón por la cual es el 
Estado el propietario del bien 
materia de Litis por cuanto e 
oponen a la prescripción del 
demandante. 

Con los argumentos vertidos 
resuelven declarar fundada la 
demanda contra la 
Superintendencia Nacional de 
Bienes Estatales y declarando en 
consecuencia como propietarios a 
los demandantes del predio 
“Pampas Gemelas”, ordenando la 
Primera Inmatriculación de 
Dominio, y se ordene la primera 
inscripción de dominio a nombre de 
los recurrentes, finalmente se 
ordene de ser el caso la 
cancelación del asiento registral en 
el que eventualmente figure el 
estado como propietario del predio. 

La apelación interpuesta por la 
Superintendencia Nacional de Bienes 
Estatales contra la sentencia que 
declara fundada la demanda de 
Usucapión, indicando que los medios 
probatorios actuados por la parte 
demandante solo indican la existencia 
del predio materia de litis no 
acreditando la posesión continua, 
asimismo en la parte demandada 
(SBN) advierte que sobre el predio no 
obra construcción alguna, revocando la 
sentencia que declara propietarios a los 
demandantes, reformándola y 
declarándola infundada en todos sus 
extremos. 

00395-2010-0-
3102-JR-CI-02 

Demanda de Prescripción 
Adquisitiva de Dominio, 
interpuesta por Jorge Segundo 
Moral Ganoza, contra la empresa 
Petróleos del Perú S.A, la 
Superintendencia Nacional de 
Bienes Estatales y la 

La sala indica en el fundamento 17 
que bajo consideración del Tribunal 
Constitucional el predio materia de 
litis corresponde al dominio privado 
del Estado, por cuanto considera 
que es posible de ser prescrito, 
decidiendo declarar fundada la 

Mediante Resolución 36 la sentencia 
apelada, precisando entre otros que no 
se actuaron los medios probatorios 
debidamente, así también dichos 
predios que recaerían bajo titularidad 
del Estado no ha sido de evaluación la 
Ley N.°29618, indicando además que la 
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Municipalidad de El Alto, 
solicitando se le declare 
propietario del bien inmueble 
consistente en un lote de terreno 
de 81,550.51 m2, inscrito en la 
Partida Electrónica 11009758, 
terreno ubicado al sur del Distrito 
de El Alto, Provincia de Talara, 
Departamento de Piura, por el 
Sector Nor Este de Cabo Blanco a 
la altura de la zona “El Varadero 

prescripción contra la 
Superintendencia Nacional de 
Bienes Estatales. 

posesión no recaería sobre el predio 
estimado en la pretensión sino que ello 
sería a una ínfima área del terreno total, 
no acreditando el cumplimiento de los 
requisitos de posesión, en ese sentido 
revocaron la sentencia contenida en la 
resolucion 24, reformándola y 
declarándola infundada la prescripción 
adquisitiva de dominio. 
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00157-2011-0-
3102-JR-CI-02 

Demanda prescripción adquisitiva 
de dominio, del terreno ubicado 
en la provincia de talara, inmueble 
cuya titularidad correspondería a 
Petróleos del Perú S.A. y que por 
prescripción de la Ley N.° 26221, 
Ley Orgánica de hidrocarburos 
corresponde ahora a la 
Superintendencia Nacional de 
Bienes Estatales  

Sobre la valoración normativa de la 
Sala indica que los bienes de 
derecho privado contrario sensu no 
gozan de las inmunidades 
reservadas a los bienes de dominio 
público, señalado además que 
tampoco el predio materia de litis 
no se halla inmerso en la zona de 
dominio restringido en virtud a los 
dispuesto en el segundo párrafo del 
artículo 2 de la Ley N.° 26856 
situación que se condice con el 
acta de inspección judicial 
presentada, en ese sentido la Sala 
resuelve declarar fundada la 
demanda de prescripción 
adquisitiva de dominio contra la 
Superintendencia Nacional de 
Bienes Estatales y otros,. 

La sentencia apelada, con los 
argumentos, de que sus aseveraciones 
estaban orientadas a la improcedencia, 
en virtud de la imprescriptibilidad de 
bienes de dominio privado del Estado, 
dado que por mandato legal contenida 
en la Ley N.°29618, no cabe la 
declaración judicial de predios estatales 
o predios que se encuentren dentro del
Sistema Nacional de Bienes Estatales,
revocando la sentencia contenida que
declara fundado la prescripción
adquisitiva contra la Superintendencia
Nacional de Bienes Estatales, y
reformándola declarándola infundada.

Fuente: Elaborado por el autor. 
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INTERPRETACIÓN GENERAL DEL OBJETIVO ESPECÍFICO N.° 3: 
Con respecto al análisis jurídico soslayado, por el juzgado  de primera instancia y la interpretación de este en torno a la aplicabilidad 

de los casos en concreto, las salas de primera instancia coinciden todos admiten la posibilidad de prescripción de bienes estatales 

de dominio privado estatal, en relación al caso N.°00323 – 2014 -0 -2601 – JR – CI – 01, el juzgado considera que se ha cumplido 

con los requisitos de la prescripción adquisitiva de dominio del inmueble ordenando, la cancelación de los asientos registrales C1, 

C2, y C3, hoy partida electrónica N.° 02001464 para que se inscriba a favor de la Asociación accionante, venos nuevamente tangible 

la inobservancia por parte del juzgado sobre la posesión fáctica que tiene el estado en la posesión de un predio de dominio privado 

estatal. Respecto al caso concreto relacionado al Expediente N.° 00323 – 2014 -0 -2601 – JR – CI – 01, resulta interesante lo 

dispuesto por el juzgado al pedir al Estado representado por la SBN inmatricule un predio no inscrito en favor de un particular ello si 

bien es cierto corresponde a un trámite efectuado por la Superintendencia de Bienes Nacionales, resulta incompatible con la Directiva 

N.° DIR-00008-2021/SBN “Disposiciones para la Primera Inscripción de Dominio de Predios del Estado”, en el tercer caso N.°00395-

2010-0-3102-JR-CI-02 precisa, que únicamente los predios de dominio público estatal, gozan de protección constitucional respecto 

a la “inalienabilidad, inembargabilidad e intranferibilidad”, finalmente el caso N.°00157-2011-0-3102-JR-CI-02, mas allá de las 

consideraciones técnicas precisadas por el juzgado respecto a la determinación de la Zona de Dominio Restringido, que por Ley 

constituye Dominio Público Estatal y por ende son de titularidad de la Superintendencia de Bienes Estatales en representación del 

Estado, finalmente el juzgado alude que la valoración normativa realizada al caso concreto mencionando que el derecho público no 

goza de las mismas prerrogativas de las que goza el derecho privado, ello se puede rebatir a palabras de Miguel Reale (1984), quien 

condice que el derecho público impone relaciones mientras que el derecho privado establece relación, lo que no guarda relación 

con la naturaleza de la Ley N.°29618. 

Fuente: elaboración del autor 
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Tabla 9.  

Propuesta de anteproyecto de reglamentación de la Ley N.°29618 

Pregunta 5: Según su opinión ¿Cuáles deberían ser los criterios a tener en cuenta para la reglamentación de la Ley Nº 
29618 para garantizar la recuperación eficaz de los bienes usurpados del Estado? Explique su respuesta? 

Entrevistado 1° Entrevistado 2° Entrevistado 3° Entrevistado 4° 

Uno de los criterios que podría 
abordar la reglamentación de la 
Ley N.º 29618, podría ser, la 
aplicación del Artículo 1° 
presunción de la posesión en los 
delitos de usurpación de terrenos 
del Estado 

Considero que se 
deben considerar 
los factores 
señalados en la 
respuesta a la 
pregunta 3 del 
presente 
cuestionario 

Establecer procedimientos para 
la recuperación de bienes del 
Estado, estos deben ser 
extrajudiciales para evitar 
dilaciones innecesarias  

- Supervisar su
adecuado
cumplimiento

- Habilitación legislativa
de actuación
inmediata.
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Entrevistado 5° Entrevistado 6° Entrevistado 7° 

Se podría decir que sí, aunque 
como tal Si bien es cierto esta es 
una potestad del Poder Ejecutivo, 
considero necesaria su 
reglamentación misma que 
debería considerar alcances 
como ámbito de aplicación, 
definir a que considera por 
ejemplo el Articulo 1° del citado 
marco normativo al mencionar 
“De su propiedad”, es decir si un 
predio no se encuentra inscrito 
debidamente en Registros 
Públicos, ¿no sería aún de su 
propiedad?; en ese sentido, debe 
considerarse la procedencia la 
prescripción adquisitiva de un 
bien de dominio privado del 
Estado si es que la prescripción 
se consolidó antes de la entrada 
en vigencia de la Ley N.°29618. 

Como mencioné anteriormente, no advierto ningún 
aspecto de la Ley N.°29618 que amerite ser 
reglamentado. 

Considero que podría ser materia de 
reglamentación el Articulo °1 de la 
citada Ley, que contemple su ámbito 
de aplicación en las distintas 
materias sobre las cuales se 
desarrolla, esta además debe 
proveer un marco normativo que 
facilite y brinde un adecuado 
respaldo jurídico a fin de efectivizar 
un proceso judicial. 
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Interpretación: 

Se recabó de acuerdo con los datos recopilados, sobre la base de los criterios considerados por los entrevistados 1°, 3°, 4°, 5° y 
7° son las siguientes: i) la aplicación del artículo 1° presunción de la posesión en los delitos de usurpación de terrenos del Estado; 
ii) otorgar independencia del proceso de recuperación a fin de resguardarla de problemas recursos limitados, es decir, asignación 
insuficiente de recursos, tanto humanos como financieros; controversias y desacuerdos entre los legisladores o distintos sectores 
de la sociedad;  falta de consenso entre los actores relevantes, como las partes interesadas, los expertos en la materia o los 
legisladores; cambios en la administración gubernamental, ya sea por elecciones u otros motivos; iii) Establecer procedimientos 
para la recuperación de bienes del Estado, estos deben ser extrajudiciales para evitar dilaciones innecesarias; iv) Supervisar su 
adecuado cumplimiento y Habilitación legislativa de actuación inmediata; v) debe dilucidar lo siguiente: al mencionar “De su 
propiedad”, es decir si un predio no se encuentra inscrito debidamente en Registros Públicos, ¿no sería aún de su propiedad?; en 
ese sentido, debe considerarse la procedencia la prescripción adquisitiva de un bien de dominio privado del Estado si es que la 
prescripción se consolidó antes de la entrada en vigencia de la Ley N.°29618; vi) Ámbito de aplicación en las distintas materias 
sobre las cuales se desarrolla, esta además debe proveer un marco normativo que facilite y brinde un adecuado respaldo jurídico 
a fin de efectivizar un proceso judicial; el entrevistado 2° Consideró que, se deben considerar los factores señalados en la respuesta 
a la pregunta 3 del presente cuestionario; y con relación al entrevistado 6°, no respondió. 

Siguiendo esa línea, resulta fundamental agregar la motivación que representa la reglamentación de la Ley N.°29618 y el contraste 
que alcanzaría está en relación al ámbito de protección que brindaría a los predios estatales como son así como lo menciona 
Pimiento, E (2020) menciona que esta contribuye a reducir el tráfico de terrenos estatales, y en ese sentido limitar e impedir el 
asentamiento en zonas ilegales; sobre ello, se llega a la conclusión de la evidente aplicación de dicha norma como un mecanismo 
de defensa jurídica a fin de proteger predios estatales invadidos, evitando así, la perdida de ingentes dimensiones de terreno de 
propiedad estatal. 

Fuente: Entrevista aplicada a los especialistas
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4.2. DISCUSIÓN 

A fin de abordar de forma conjunta cada sección de la presente, se ha creído 

conveniente examinar la información cualitativa recopilada. Se ha considerado 

tanto los antecedentes nacionales e internacionales. Así también, los resultados 

generados han sido minuciosamente cotejados a través de teorías y enfoques 

conceptuales pertinentes al tema que desarrolla la presente, como también, los 

hallazgos de las entrevistas realizadas a los especialistas y la guía de análisis 

documental provenientes de doctrina de fuentes indexadas. Es conveniente 

precisar, que este enfoque empleado ha facultado el explorar de manera 

minuciosa las diversas dimensiones de nuestro estudio, enriqueciendo la 

discusión con una base sólida en evidencia empírica y teórica. 

Sobre la presente, los antecedentes relevantes para la presente investigación, 

consideramos las siguientes ideas  

Para abordar de manera integral la sección de discusión, hemos examinado con 

atención la información cualitativa recopilada. Se han considerado tanto los 

antecedentes a nivel internacional como nacional, resaltando la ausencia de 

estudios previos a nivel local. Además, los resultados obtenidos han sido 

minuciosamente cotejados con teorías y enfoques conceptuales pertinentes, así 

como con los hallazgos de las entrevistas a especialistas y la guía de análisis 

documental de doctrina. Este enfoque nos ha facultado para explorar de manera 

exhaustiva las diversas dimensiones de nuestro estudio, enriqueciendo la 

discusión con una base sólida de evidencia empírica y teórica. 

Referente a los antecedentes relevantes para la investigación, consideramos 

las siguientes ideas: 

Tanto a nivel internacional y nacional, relevantes al tema tratado; García (2020) 

en relación a la determinación de baldíos y su posterior enajenación en 

Colombia. Señalan que, en Colombia, la ley es uno de los catalizadores de la 

violencia que favorece la enajenación de tierras o su abandono forzado, gran 

parte de la cual es resultado de la falta de regulación a la que acceden los 

gobiernos al uso de la propiedad y la enajenación de tierras. tierra. De ello se 
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deduce que ni Colombia ni nuestra nación están exentas del tema de la falta de 

recursos normativos que muchas veces se traduce en el mal uso de la ley; así 

también, mostrándonos la realidad chilena Suset (2022) también menciona que 

la seguridad jurídica en torno a la propiedad se persigue sobre uno de los valores 

inalienables de cualquier estado de derecho, los cuales se sustentan en los 

poderes públicos, garantizando el derecho individual, situación que es similar a 

la peruana, cuya particularidad radica en la emisión constante de certificados de 

posesión otorgados con frecuencia por los municipios de turno, a lo que no 

escapa el mejoramiento de la propiedad estatal, en ese sentido por Ivette E.et 

al., (2020) que menciona que entre otros que el Estado chileno dentro de un 

orden de intervención dentro de la propiedad estatal dentro de diligencias de 

expropiaciones indirectas y el trato diferenciado entre un inversionista y 

ciudadano, en cuyos casos gozan de ciertas excepciones con la finalidad de 

poder desarrollar sus inversiones con utilidad; por otro lado en Colombia, 

Wigging (2021) en su investigación realizada sobre la adjudicación de terrenos 

baldíos y el posterior despojo en Colombia, hacen mención que en Colombia el 

derecho es uno de la violencia que favorece el despojo de tierras o su abandono 

forzado, mucho de los cuales son a consecuencia de una inexistente normativa 

que regule el acceso al uso de propiedad y el despojo de tierras. Es por ello 

evidente, que el problema de una escasa normativa propicia en muchos casos 

el uso inadecuado del derecho no solo es el caso de Perú, Brasil o Colombia, 

sino también la realidad Latinoamericana; en relación a la apropiación de bienes 

públicos nos dice Rajput 2021), revela la disyuntiva entre las aspiraciones de 

apropiación de bienes públicos y la diferenciación social la que cuenta con un 

componente macrosocial, y a la vez legal, donde familias se exponen a la 

ocupación precaria de lugares sin planificación urbana junto a las consecuencias 

relacionadas como inexistencia de servicios básicos entre otros; a nivel local 

Pimentel (2022) menciona sobre la requiere de dos elementos constituyentes, 

uno físico que se materializa cuando se ejerce la condición física sobre un bien 

y el elemento volitivo que se traduce en la voluntad de poseer o animus dominio, 

es así que la Ley N.°29628 cuando presume la posesión estatal sin la exigencia 

de una posesión física del bien, atribuyéndose consecuencias jurídicas sobre 

una situación inexistente, pese a ello el CC. Indica en su artículo 895 del C.C. la 

existencia necesaria del derecho posesorio, por cuanto no simplemente basta 
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con planificación, sino con el ejercicio pleno de tal derecho; Sobre la usurpación 

de predios de propiedad estatal, Paucar (2019) indica sobre el delito de 

usurpación sobre los predios de propiedad estatal han ido en aumento pese a 

existir la Ley N.°29618, en su mayoría promovidas por personas inescrupulosas 

y bandas organizadas en el tráfico de terreno, asimismo menciona, que el 

Ministerio Público no toma en cuenta la presunción del delito de usurpación de 

terrenos de dominio estatal conforme lo indica el Artículo 1° de la Ley N.°29618 

, pues sobre esta base el bien jurídico tutelado es la posesión y por tanto el sujeto 

pasivo debe estar ejerciendo tal situación directamente sobre el bien inmueble. 

Lo mencionado puede ser corroborado mediante el Comunicado Oficial N.° 001-

2017-SBN donde evidencia tales efectos usados por personas inescrupulosas y 

bancas dedicadas al tráfico de terrenos. En relación a la Ley N.°29618, el 

despacho fiscal opina que dicha norma se aplicaría si el poseedor no haya 

cumplido con el plazo prescriptorio antes de la entrada en vigencia de la norma, 

considerando en ese sentido acreditado el requisito de temporalidad antes de la 

entrada en vigencia de la Ley N.°29618; en esa línea Chuquivilca (2020) quien 

concluye que, los órganos jurisdiccionales, son muchas veces renuentes a 

adoptar modificaciones normativas que prescribe que la citada Ley al momento 

de resolver los procesos judiciales, las cuales muchas veces declaran fundada 

en favor de los particulares quienes por posesión y posterior demanda de 

prescripción se hacen con la titularidad, pese a existir una Ley que restringe la 

procedencia de dichos bienes muebles sobre de dominio estatal. Es así que, a 

modo de conclusión la SBN debe hacer necesario el fomento en la aplicación de 

la norma en merito que no genere un perjuicio en la defensa jurídica estatal, y 

en consecuencia sobre la protección de los bienes inmuebles de propiedad 

estatal. 

En relación a lo anterior, y la postura adoptada para la presente coincide con 

todos los estudios previos realizados a nivel nacional e internacional. Sin 

embargo, es pertinente hacer algunas diferenciaciones contextuales citadas 

precisamente por los autores de las citas desglosadas líneas arriba, por un lado 

Garcia y Suset, coinciden en referencia al perfeccionamiento del derecho a la 

propiedad, ello se debe que muchas posesiones en la mayoría de veces no logra 

pasar a una titularidad plena del poseedor, ello se puede ver reflejado en la 
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realidad peruana, en donde por lo general las ocupaciones ilegales están 

suscitadas en los bordes periféricos de las grandes urbes, conllevando al 

asentamiento sobre suelos no idóneos, es decir sobre suelo arqueológico, 

restringido o zona de riesgo. Es así, que este perfeccionamiento al que se refiere 

Garcia, es la concreción de la posesión como refiere Poczynok a través del 

instrumento de poseer la tierra  que a través del reconocimiento de sus 

denunciadores la justica letrada reconoce su titularidad; hecho que por lo general 

es difícil de alcanzar, y generalmente brindando falsas esperanzas a sus 

poseedores a través de constancias que certifican una posesión que por lo 

general se realiza en zonas no habitables. 

Ahora bien, del medio nacional podemos indicar que concordamos con lo 

aseverado por Paucar y Chuquivilca, quienes postulan que en tanto el delito 

de usurpación ha ido en aumento, puesto que existe una interpretación distinta 

de la Ley N.°29618 y el bien judicio tutelado, mismo hecho que es corroborado 

por Chuquivilca, quien detalla que en sede judicial las demandas de 

prescripción adquisitiva contra el estado estos órganos jurisdiccionales, fallan en 

contra del estado, reconociendo la titularidad del usurpador, ambas conclusiones 

apuntan a una falta de concreción de la Ley objeto de estudio. 

Con relación al Objetivo Especifico 1° “Conocer los factores que inciden en la 

ausencia de reglamentación en la Ley N.°29618”, pregunta N.°1, todos los 

entrevistados coinciden que la Ley N.°29618 no protege de manera eficaz los 

predios de dominio privado estatal, sin embargo el entrevistado 4° precisa que 

esta Ley resulta eficaz ya que cumple con el objetivo de dar como poseedor 

presunto al Estado de todos sus predios inmuebles de su propiedad. Al respecto, 

conviene hacer ciertas apreciaciones particulares realizadas por cada uno de los 

entrevistados; el entrevistado 1° indica que la ineficacia puede deberse a una 

falta de conocimiento en la aplicación de la Ley N.°29618, en ese sentido el 

entrevistado 2° y 3° coinciden en que, los operadores coinciden que la citada ley 

no brinda herramientas adecuadas a fin de garantizar la adecuada protección de 

los predios estatales, otro argumento que respalda la ineficacia de la citada Ley 

N.°29618 es referida por el entrevistado 5° que menciona que desde la entrada 

en vigencia de la ley la invasión a la propiedad estatal ha continuado 
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sistematizándose a través de bandas criminales de trafico de terrenos y otros 

(generalmente Zona de playas o dominio restringido), dentro del territorio 

nacional, en esa línea el entrevistado 6°, precisa la invasión de predios estatales 

no ha cesado, sino que, por falta de recursos, asesoramiento y/o 

desconocimiento se ha continuado expandiendo de forma sistemática y 

vertiginosa a lo largo del territorio nacional, como es de público conocimiento, 

así también precisa que ello puede deberse a una ausencia de política uniforme 

ya que por un lado encontramos un bloque enfocado en recuperar y disuadir las 

usurpaciones de predios a través de la Ley N.°29618, el artículo 302° del Código 

Penal y la Ley N.°30230 que prescribe la recuperación extrajudicial y en 

contraposición el estado se autoimpone un régimen de formalización de la 

posesión informal, mediante el cual el Estado conviene en formalizar posesiones 

de origen ilegal, siendo el problema la prórroga de un régimen excepcional de 

titulación gratuita, en efecto, todo ello de la mano a la ineficiencia del Estado en 

satisfacer la necesidad creciente de vivienda que precisa la población peruana, 

finalmente el entrevistado 7° precisa que la ineficacia se observa cuando esta 

Ley no es tomada en cuenta la presunción de la posesión que tiene el Estado 

sobre sus bienes inmuebles, lo que conllevaría a que invasión a la propiedad 

estatal se ha continuado sistematizando a través de bandas criminales de trafico 

de terrenos y otros, en el territorio nacional.  

Finalmente, indicar que la tesis postulada en la presente concuerda con lo 

precisado por los entrevistados, es así que si bien es cierto que esta Ineficiencia 

se debe a una ausencia de reglamentación, ello no conlleva a encasillar todo el 

origen del problema en ello, sino también, en otros factores circunstanciales que 

podrían aplicarse a muchas otras leyes tales como: carentes recursos 

económicos, desconocimiento normativo y una política uniforme, mismos que 

conllevan a fomentar una cultura de la ilegalidad donde una política voluble a 

cambios populistas, puede varia de forma vertiginosa la aplicabilidad o no de 

alguna norma, y en específico de la Ley N.°29618 en cuyo caso busca proteger 

los predios estatales, sin embargo, de forma contraria existen planes de 

titulación de habilita al posesor ilegal la titulación, es por ello que sin una política 

uniforme el aumento vertiginoso de las ocupaciones ilegales tan solo ira en 

aumento. 
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Con relación a la pregunta N.°2, que cuestiona si la ausencia de reglamentación 

representa un obstáculo en la protección eficaz de los predios inmuebles del 

Estado el entrevistado 1° indica que la citada norma puede ser considerada una 

cortapisa, toda vez que, un reglamento especifica la aplicación norma jurídica, 

en el presente caso podría precisar si la citada ley es aplicable a todas las 

materias, (penal, civil, contencioso administrativo, constitucional, así mismo el 

entrevistado 2° y 3°precisan que el obstáculo seria dificultar que las autoridades 

tomen medidas adecuadas contra la usurpación de propiedades del Estado. 

Además, la reglamentación suele establecer los mecanismos específicos para 

la ejecución de la ley, la asignación de responsabilidades y los recursos 

disponibles para hacer cumplir sus disposiciones, el entrevistado 4° indica que 

el obstáculo podría deberse a la insipiente cantidad de artículos que integran 

esta Ley, en ese sentido también el entrevistado 5° indica que muchas veces los 

predios recuperados nuevamente son usurpados, lo que demuestra algún vacío 

normativo dentro de la Ley, que fácilmente podría ser materia de una correcta 

reglamentación de la Ley N.°29618, por otro lado el entrevistado 6° considera 

que la Ley N.°29618 viene cumpliendo con el rol que le corresponde, y no 

advierte ningún aspecto de dicha ley que amerite ser reglamentado, sin embargo 

considera necesarias las siguientes acciones para poder resguardar los predios 

del Estado, a) Instaurar y ejecutar una política legislativa uniforme y clara de 

defensa de los predios estatales, lo cual implica dejar de prorrogar el plazo de 

formalización de la posesión informal previsto en la legislación de la materia; (b) 

Ejecutar eficazmente políticas, programas y proyectos de vivienda social, a 

cargo del Estado, de forma tal que se logre cubrir esta demanda social, en un 

grado significativo finalmente el entrevistado 7° considera que esta representa 

un claro obstáculo en la ejecución de la labor de recuperación de predios 

usurpados por parte de la Procuraduría, debido que estos predios recuperados 

son nuevamente usurpados. 

Discrepamos con el entrevistado 6° quien al precisar que no observa ningún 

aspecto de la Ley N.°29618 que amerite ser reglamentada, situación que puede 

ser aclarada con lo mencionado en el Informe Temático N.°54/2021-2022 

elaborado por el Congreso de la Republica prescribe existe un grupo de ellas 

que en su propio texto señalan la necesidad de que se expida un reglamento a 
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fin de precisar o complementar determinados aspectos relativos a su aplicación, 

asimismo precisa Los reglamentos que precisan, desarrollan o complementan 

una ley son los denominados reglamentos ejecutivos o secundan legem, la 

expedición este tipo de normas es potestad exclusiva del Poder Ejecutivo, y en 

específico del presidente de la República, es por ello que sobre todos los 

antecedentes previos postulados por los trabajos de investigación de 

Chuquivilca y Paucar sobre la mencionada Ley, indican una ausencia normativa 

la cual en su debido momento fue objeto de estudio, en merito a ello, la presente 

busca dilucidar la necesidad de reglamentación del mencionado cuerpo legal. 

Al respecto de la pregunta N.°3, la opinión predominante indicando que citada 

ley cuenta con tan solo dos artículos, impide una debida aplicación en la práctica 

de la Ley N.°29618, toda vez que si cuentan con procedimientos y mecanismos 

para concretar lo ordenado por la Ley, genera inseguridad jurídica, factores 

políticos que generan contradicción normativa de la citada Ley con otras que 

fomentan la formalización informal que podría ser resuelta con una 

reglamentación clara, precisan los entrevistados 1°, 3°,4° y 5°, en ese sentido el 

entrevistado 2° añade que otros factores pueden ser: las prioridades legislativas, 

lo que posterga el proceso de elaboración de la reglamentación; recursos 

limitados, es decir, asignación insuficiente de recursos, tanto humanos como 

financieros; controversias y desacuerdos entre los legisladores o distintos 

sectores de la sociedad;  falta de consenso entre los actores relevantes, como 

las partes interesadas, los expertos en la materia o los legisladores; cambios en 

la administración gubernamental, ya sea por elecciones u otros motivos;  y, 

presiones externas, entiéndase que las presiones políticas, sociales o 

económicas, pueden influir en la decisión de postergar o no abordar la 

reglamentación de la ley; asimismo considera que el contar con tan solo dos 

artículos puede dificultar su reglamentación por ende conllevar más tiempo su 

realización, ello también se refuerza con lo dicho por el entrevistado 7° quien 

considera que es necesaria una reglamentación adecuada, tal y como 

manifestando: "(…) tal vez por el desconocimiento de la finalidad de la norma, 

razón por la cual, la SBN al ser parte del proceso se ve en la necesidad de 

recurrir a instancias mayores para que se pueda subsanar aquel error de hecho 

y derecho cometido, lo cual genera inversión de tiempo y recursos", asimismo, 
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son de la idea que estas demandas deberían de ser declaradas improcedentes 

de plano, pues contiene una pretensión física y jurídicamente imposible en 

aplicación de lo establecido en el inciso 5 del artículo 427° del CPC". 

En contrario, el entrevistado 6° precisa que la reglamentación de las leyes no es 

necesaria en todos los casos. Solamente se justifica cuando existe algún 

aspecto de la ley que requiera alguna precisión, especificación o detalle para su 

debida implementación, ejecución y cumplimiento. Bajo tales premisas, no 

advierto ningún aspecto de la Ley N.°29618 que amerite ser reglamentado. 

Al respecto, discrepo sobre lo mencionado por el entrevistado 6°, ya que el 

argumento citado para justificar la no necesidad de reglamentación es basado 

en la necesidad de detalle, implementación, ejecución y cumplimiento. Bajo tales 

premisas podemos indicar que la Ley N.°29618 aplica todos los requisitos 

mencionados, mismos que fueron trabajados a través de la Guía de Análisis 

Documental, en el cual se analizaron casos judiciales relevantes en torno a la 

mencionada Ley y análisis jurídico soslayado, por el juzgado  de primera 

instancia y la interpretación de este en torno a la aplicabilidad de los casos en 

concreto, las salas de primera instancia coinciden todos admiten la posibilidad 

de prescripción de bienes estatales de dominio privado estatal, en relación al 

caso N.°00323 – 2014 -0 -2601 – JR – CI – 01, el juzgado considera que se ha 

cumplido con los requisitos de la prescripción adquisitiva de dominio del 

inmueble ordenando, la cancelación de los asientos registrales C1, C2, y C3, 

hoy partida electrónica N.° 02001464 para que se inscriba a favor de la 

Asociación accionante, venos nuevamente tangible la inobservancia por parte 

del juzgado sobre la posesión fáctica que tiene el estado en la posesión de un 

predio de dominio privado estatal.  

Respecto al caso concreto relacionado al Expediente N.° 00323 – 2014 -0 -2601 

– JR – CI – 01, resulta interesante lo dispuesto por el juzgado al pedir al Estado

representado por la SBN inmatricule un predio no inscrito en favor de un

particular ello si bien es cierto que este procedimiento corresponde a un trámite

efectuado por la Superintendencia de Bienes Nacionales, resulta incompatible

con la Directiva N.° DIR-00008-2021/SBN “Disposiciones para la Primera

Inscripción de Dominio de Predios del Estado” debido que este procedimiento se
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inicia de oficio y en cuya titularidad primigenia corresponde por Ley al Estado, 

en el tercer caso N.°00395-2010-0-3102-JR-CI-02 precisa, que únicamente los 

predios de dominio público estatal, gozan de protección constitucional respecto 

a la “inalienabilidad, inembargabilidad e intranferibilidad”, finalmente el caso 

N.°00157-2011-0-3102-JR-CI-02, más allá de las consideraciones técnicas 

precisadas por el juzgado respecto a la determinación de la Zona de Dominio 

Restringido, que por Ley constituye Dominio Público Estatal y por ende son de 

titularidad de la Superintendencia de Bienes Estatales en representación del 

Estado, finalmente el juzgado alude que la valoración normativa realizada al 

caso concreto mencionando que el derecho público no goza de las mismas 

prerrogativas de las que goza el derecho privado. 

Sobre el tratamiento correspondido por los plenos jurisdiccionales corresponde 

citar a Chuquivilca (2020), quien concluye que, los órganos jurisdiccionales, son 

muchas veces renuentes a adoptar modificaciones normativas que prescribe 

que la citada Ley al momento de resolver los procesos judiciales, las cuales 

muchas veces declaran fundada en favor de los particulares quienes por 

posesión y posterior demanda de prescripción se hacen con la titularidad, pese 

a existir una Ley que restringe la procedencia de dichos bienes muebles sobre 

de dominio estatal.  

Finalmente, a través de los argumentos expresados, se puede corroborar la 

amplísima necesidad de reglamentación de la citada norma, hecho que no solo 

ha sido materia de investigación de la presente, sino además similares estudios 

previos como los de Chuquivilca y Paucar quienes además formaron parte de la 

población entrevistada. 

Sobre el Objetivo Especifico 2° “Develar si el Estado Peruano viene realizando 

una defensa eficaz de sus predios usurpados”, pregunta N.°4, se cuestiona si el 

Estado Peruano viene realizando una defeña eficaz de los predios, el 

entrevistado 1° precisó que hay tener en cuenta que en el delito de usurpación 

lo que se protege es la posesión (mediana o inmediata), en ese sentido el Estado 

peruano a través de sus Procuradurías Publicas, vienen fomentando la 

aplicación del Art. 1 de la Ley N.º 29618 “presunción de la posesión” en los 

delitos de usurpación de predios de dominio estatal, a efectos de que la citada 



80 

defensa cada vez sea de mayor eficacia; así también en ese sentido, el 

entrevistado 2° menciona que el objetivo de la reglamentación es mejorar la 

eficacia de esta defensa, permitiendo que la presunción de la posesión facilite y 

fortalezca los argumentos legales en los casos de usurpación de bienes 

públicos, a fin de robustecer la capacidad del Estado para abordar y prevenir la 

usurpación de propiedades estatales y así respaldar los esfuerzos legales y 

judiciales en la recuperación de estos bienes, el entrevistado 4° indica que si 

bien se viene realizando la defensa los medios y/o órganos de apoyo limitan la 

efectividad como por ejemplo la Procuraduría de las municipalidades destinan 

recursos considerables para su proceder, añadiendo a ello en entrevistado 5° 

menciona que existen algunas limitantes como las normativas sobre la citada 

Ley N.°29618, puede dificultar esa tarea.  

La posición interesante del entrevistado 6°, que precisa que desde mediados del 

siglo XX, la invasión de predios estatales en el Perú ocurre de forma sistemática 

y vertiginosa a lo largo del territorio nacional, como es de público conocimiento, 

tales como la falta de asignación de presupuesto y personal a los órganos 

encargados de ejercer la cautela, recuperación y defensa de la propiedad 

estatal, siendo las respectivas entidades públicas propietarias a través de sus 

unidades de organización competentes, la PNP, el Ministerio Público, las 

municipalidades, entre otros. Ello origina que los predios estatales no se 

encuentran cercados ni bajo guardianía, y que la respuesta frente a las 

invasiones en algunos casos sea tardía, todo ello pese a existir el mecanismo 

de la recuperación extrajudicial de la propiedad estatal, instaurado por la Ley N.° 

30230, ha significado un importante avance en la defensa de la propiedad 

estatal, como una herramienta útil y fundamental que la SBN viene utilizando, 

promoviendo y difundiendo entre los gestores de la propiedad estatal, en su 

calidad de en Ente Rector del SNBE. 

Por otro lado, en entrevistado 7° indica que los operadores jurisdiccionales 

manera renuente no le brindan un adecuado tratamiento normativo a la ley, por 

lo que en algunos casos se declaran fundadas las demandas de prescripción 

adquisitiva sobre un bien de dominio estatal a favor de los particulares, pese a 

la existencia de una ley que restringe a que proceda tal figura, Resoluciones que 
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serán señaladas a continuación: Resolución N.° 56, recaída en el expediente N.° 

00323-2012-0-2601-JR-CI-01, la cual indica en el punto 3.4. Precisa uno de los 

apelantes que "[...] solicita se revoque la resolución apelada y se ordene al A 

Quo emitir nueva sentencia, al considerar que: Existe infracción normativa por 

inaplicación del artículo 2° de la Ley 29618; además por la inaplicación del 

artículo 73° de la Constitución; En virtud, al análisis de la sentencia recurrida, en 

el caso en concreto en su décimo segundo, la sala precisa que "en conclusión, 

habiendo el Juez de primera instancia incurrido en errores de hecho y de 

derecho al emitir sentencia, corresponder revocar la resolución venida en grado, 

y en consecuencia declarar infundada la pretensión postulada". 

En sentido negativo, el entrevistado 3° quien indica que las ocupaciones y 

posesiones indebidas de predios de propiedad del Estado ocurren 

constantemente, y los mecanismos tales como procesos de desalojo son difíciles 

de ejecutar, finalmente precisar que si bien el entrevistado 3° indica que no se 

ha ejecutado una defeña eficaz de los predios del Estado, todos de forma similar 

indican que ello puede deberse a una mala ampliación de la Ley N.°29628 a 

consecuencia de una falta de reglamentación. 

Situación que es ejemplificada por (Paucar, 2019) quien indica que además que 

se sigue persistiendo en usurpar terrenos del Estado, pese a la existencia de la 

citada norma; todo ello en consideración al masivo aumento demográfico y la 

migración de población a las urbes por necesidad básica de vivienda; conforme 

cita Paucar, el Informe N.°54/2013-2014-Departamento de investigación y 

Documentación Parlamentaria de Congreso de la República, quienes en 

desconocimiento se posesionan de forma directa con el sueño de lograr 

prescribir estos bienes, sin considerar la mencionada Ley, y el agravante penal 

en el delito de usurpación cuando se trate de predios del Estado. 

Puedo indicar que concuerdo con todos los entrevistados, si bien es cierto la 

defensa de un predio estatal en su totalidad no solo se debe a la loable tarea 

que desarrolle su defensora la Procuraduría Publica, sino también se encuentra 

estrechamente determinada por la decisión del juzgador, si bien es cierto que la 

mayoría de los entrevistados destaca la labor de las Procuradurías de las 

entidades que conforman la SBNE, esto se corrobora con que la totalidad de 
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entrevistados destaque deficiencias, errores de aplicación y presupuestarias, 

hechos que podrían ser fácilmente incluidos en una futura reglamentación de la 

citada norma.  

Asimismo, sobre la pregunta 5°, acuerdo con los datos recopilados, el 

entrevistado 1° indica que la poca claridad que representa la Ley N.°29618 en 

su aplicación fomenta que aquellas personas con mala fe pretendan justificar su 

posesión ilegitima, a fin de alcanzar la propiedad de esta clase de bienes por la 

vía de la prescripción adquisitiva de dominio, como también el entrevistado 2° 

no solo contribuiría a mejorar la protección de los inmuebles privados frente a la 

usurpación, sino que también establecería las bases para un marco legal más 

sólido y eficiente el 3° y 4° prescriben que no se cuentan con mecanismos y 

procedimientos necesarios para poder recuperar la posesión de los bienes del 

Estado materia de usurpación Riesgo de efectividad ante un proceso judicial, 

pues no contaría con respaldo jurídico; el entrevistado 5° y 7° indica que la 

renuencia por parte de los operadores de justicia en no brindar un adecuado 

tratamiento normativo a las disposiciones legales contenidas en la Ley N.°29618, 

al momento de resolver los procesos judiciales de prescripción adquisitiva en las 

que se encuentran implicados los bienes inmuebles de dominio privado estatal, 

las cuales declaran fundadas las demandas de prescripción adquisitiva de 

dominio a favor de los particulares, pese a la existencia de una ley que restringe 

a proceda dicha figura sobre esta clase de bienes, a consecuencia a ello, la SBN 

en representación del Estado, ve la necesidad de recurrir a instancias mayores 

a fin de darse una adecuada aplicación de la norma; la cual va a implicar una 

inversión de tiempo y recursos, situación que genera un perjuicio en la defensa 

jurídica empleada por el Estado, y en la protección de sus bienes, en ese sentido 

la ausencia de reglamentación incide de manera directa en el defensa jurídica 

del Estado, en los procesos judiciales de prescripción adquisitiva sobre bienes 

de dominio privado estatal, la cual viene siendo empleada como un arma que 

tiene el Estado para persuadir aquellas personas que pretendan justificar su 

posesión iniciadas de mala fe, afín de alcanzar la propiedad de esta clase de 

bienes por la vía de la prescripción adquisitiva de dominio, empero, implica la 

necesidad de recurrir a instancias mayores, a fin de obtener una adecuada 

aplicación de la norma.  
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Sobre el particular del entrevistado 6° quien indica que la Ley N.°29618 viene 

cumpliendo con el rol que le corresponde: los jueces de la República vienen 

denegando las demandas de prescripción adquisitiva de particulares sobre 

predios estatales de dominio privado. De allí que no considero que su falta de 

reglamentación sea la que contribuya a la insuficiente recuperación de predios 

estatales usurpados. 

Al respecto, discrepo con lo postulado por el entrevistado 6° al referir que los 

jueces de la República, vienen negando demandadas de prescripción 

adquisitiva, y a partir de ello considerar la necesidad de reglamentación, Si bien 

es cierto que la aproximación de este estudio no basa su objeto en determinar 

el número de demandas negadas de prescripción sobre predios de titularidad 

estatal, conforme se puede apreciar las sentencias descritas a través del objetivo 

N.°3 que desarrolla la necesidad de reglamentación, en razón a una mala 

aplicación por parte del jugador, lo que se materializa en declarar fundadas las 

demandas de prescripción adquisitiva de dominio, siendo la instancia superior la 

encargada de subsanar tal error, es por ello, que sobre los hechos antes 

mencionados la necesidad de reglamentación de la Ley N.°29618. 

Respecto del objetivo específico N.°3, y en atención al análisis jurídico 

soslayado, por el juzgado  de primera instancia y la interpretación de este en 

torno a la aplicabilidad de los casos en concreto, las salas de primera instancia 

coinciden todos admiten la posibilidad de prescripción de bienes estatales de 

dominio privado estatal, en relación al Caso N.°00323 – 2014 -0 -2601 – JR – CI 

– 01, el juzgado considera que se ha cumplido con los requisitos de la

prescripción adquisitiva de dominio del inmueble ordenando, la cancelación de

los asientos registrales C1, C2, y C3, hoy partida electrónica N.° 02001464 para

que se inscriba a favor de la Asociación accionante, venos nuevamente tangible

la inobservancia por parte del juzgado sobre la posesión fáctica que tiene el

estado en la posesión de un predio de dominio privado estatal. Respecto al caso

concreto relacionado al Caso  N.° 00323 – 2014 -0 -2601 – JR – CI – 01, resulta

interesante lo dispuesto por el juzgado al pedir al Estado representado por la

SBN inmatricule un predio no inscrito en favor de un particular ello si bien es

cierto corresponde a un trámite efectuado por la Superintendencia de Bienes
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Nacionales, resulta incompatible con la Directiva N.° DIR-00008-2021/SBN 

“Disposiciones para la Primera Inscripción de Dominio de Predios del Estado”, 

en el tercer Caso N.°00395-2010-0-3102-JR-CI-02 precisa, que únicamente los 

predios de dominio público estatal, gozan de protección constitucional respecto 

a la “inalienabilidad, inembargabilidad e intranferibilidad”, finalmente el caso 

N.°00157-2011-0-3102-JR-CI-02, más allá de las consideraciones técnicas 

precisadas por el juzgado respecto a la determinación de la Zona de Dominio 

Restringido, que por Ley constituye Dominio Público Estatal y por ende son de 

titularidad de la Superintendencia de Bienes Estatales en representación del 

Estado, finalmente el juzgado alude que la valoración normativa realizada al 

caso concreto mencionando que el derecho público no goza de las mismas 

prerrogativas de las que goza el derecho privado. 

En ese sentido, me encuentro en desacuerdo por lo prescrito por los juzgados 

de primera instancia, quienes fallan a favor de la prescripción pese a preexistir 

la Ley N.°29618 misma que es inobservada, en mérito a diversos fundamentos 

inconclusos, en sentido positivo, me encuentro de acuerdo con lo reformulado 

por el juzgado de segunda instancia, quienes al observar la inaplicación 

resaltante de la Ley ordenan declarar infundada la demanda.  

Finalmente, es preciso acotar que los fundamentos y antecedentes analizados, 

corroboran la necesidad de reglamentación en mérito a los errores de aplicación 

ejecutados por los juzgadores al inaplicar un cuerpo legar, toda vez que una 

correcta reglamentación otorga una mayor seguridad jurídica y promueve un 

estado saludable.  

Con relación Objetivo Especifico 4° “Proponer un anteproyecto de 

reglamentación de la Ley N.°29618 para garantizar la recuperación de los bienes 

usurpados”, pregunta N.°6, mediante el cual se consultó a los expertos criterios 

a tener en cuenta en la reglamentación de la Ley N.°29618, a fin de garantizar 

la recuperación de predios del Estado de acuerdo con los datos recopilados, 

sobre la base de los criterios considerados por los entrevistado 1°-5° y 7° son 

las siguientes: i) la aplicación del Artículo 1° presunción de la posesión en los 

delitos de usurpación de terrenos del Estado; ii) otorgar independencia del 

proceso de recuperación a fin de resguardarla de problemas recursos limitados, 
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es decir, asignación insuficiente de recursos, tanto humanos como financieros; 

controversias y desacuerdos entre los legisladores o distintos sectores de la 
sociedad;  falta de consenso entre los actores relevantes, como las partes 

interesadas, los expertos en la materia o los legisladores; cambios en la 

administración gubernamental, ya sea por elecciones u otros motivos; iii) 

Establecer procedimientos para la recuperación de bienes del Estado, estos 

deben ser extrajudiciales para evitar dilaciones innecesarias; iv) Supervisar su 

adecuado cumplimiento y Habilitación legislativa de actuación inmediata; v) debe 

dilucidar lo siguiente: al mencionar “De su propiedad”, es decir si un predio no 

se encuentra inscrito debidamente en Registros Públicos, ¿no sería aún de su 

propiedad?; en ese sentido, debe considerarse la procedencia la prescripción 

adquisitiva de un bien de dominio privado del Estado si es que la prescripción se 

consolidó antes de la entrada en vigencia de la Ley N.°29618; vi) Ámbito de 

aplicación en las distintas materias sobre las cuales se desarrolla, esta además 

debe proveer un marco normativo que facilite y brinde un adecuado respaldo 

jurídico a fin de efectivizar un proceso judicial; en relación al entrevistado 6°, no 

respondió. 

Ello se puede corroborar mediante el informe temático realizada por el área de 

investigación y seguimiento presupuestal, la misma que detallo que de un total 

de 849 leyes emitidas por este órgano durante los años 2016 y 2021, un número 

de 152 necesitan de forma particular ser reglamentada, sin embargo el 53% del 

total de leyes emitidas se encuentran pendientes de ser reglamentadas. (Informe 

Temático N.°42/2021-2022 pp.07-08), todo ello expresa que pese a haberse 

promulgado leyes la reglamentación no siempre se efectúa. 

En razón a ello, se tiene por conveniente proponer un anteproyecto de 

reglamentación de la Ley N.°29618, el cual integre los aportes brindados por los 

especialistas, a fin de contribuir a ejemplificar los aspectos que deben incluirse 

en una futura reglamentación, mismo que se encuentra en el Anexo 8 de la 

presente. 
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V. CONCLUSIONES

PRIMERO, La Ineficiencia de la Ley N.°29618 se debe a que al no tener 
reglamentación, hecho que ha sido probado por la conclusión de los 
entrevistados, asimismo se revela otros factores tales como como: carentes 
recursos económicos, desconocimiento normativo y una política uniforme, 
mismos que conllevan a fomentar una cultura de la ilegalidad donde una política 
voluble a cambios populistas, puede varia de forma vertiginosa la aplicabilidad o 
no de alguna norma, y en específico de la Ley N.°29618 en cuyo caso busca 
proteger los predios estatales, sin embargo, de forma contraria existen planes 
de titulación de habilita al posesor ilegal la titulación, es por ello que sin una 
política uniforme el aumento vertiginoso de las ocupaciones ilegales tan solo iría 
en aumento. 

SEGUNDO, Conforme a los expedientes analizados Expediente N.°00323 – 
2014 -0 -2601 – JR – CI – 01, N.°00395-2010-0-3102-JR-CI-02, N.°00157-2011-
0-3102-JR-CI-02 y N.°00323 – 2014 -0 -2601 – JR – CI – 01; mismos que
corroboran la necesidad de reglamentación de la citada Ley hechos que
corroboran la necesidad de reglamentación en merito a los errores de aplicación
ejecutados por los juzgadores al inaplicar un cuerpo legar, toda vez que una
correcta reglamentación otorga una mayor seguridad jurídica que promueva un
Estado saludable.

TERCERO, Si bien es cierto la defensa de un predio estatal en su totalidad no 
solo se debe a la loable tarea que desarrolle su defensora, la Procuraduría 
Publica, sino también, se encuentra estrechamente determinada por la decisión 
del juzgador, si bien es cierto, la mayoría de los entrevistados destaca la labor 
de las Procuradurías de las entidades que conforman la SBNE, las deficiencias 
se corroboran con que la totalidad de entrevistados destaque deficiencias, 
errores de aplicación y presupuestarias, hechos que podrían ser fácilmente 
incluidos en una futura reglamentación de la citada norma. 

CUARTO, Deben considerarse los siguientes aspectos en una futura 
reglamentación : i) la aplicación del Artículo 1° presunción de la posesión estatal 
en los delitos de usurpación de terrenos del Estado; ii) otorgar independencia 
del proceso de recuperación a fin de resguardarla de problemas recursos 
limitados, es decir, asignación insuficiente de recursos, tanto humanos como 
financieros; controversias y desacuerdos entre los legisladores o distintos 
sectores de la sociedad;  falta de consenso entre los actores relevantes, como 
las partes interesadas, los expertos en la materia o los legisladores; cambios en 
la administración gubernamental, ya sea por elecciones u otros motivos; iii) 
Establecer procedimientos para la recuperación de bienes del Estado, estos 
deben ser extrajudiciales para evitar dilaciones innecesarias; iv) Supervisar su 
adecuado cumplimiento y habilitación legislativa de actuación inmediata. 
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VI. RECOMENDACIONES

PRIMERO, Se recomienda al Congreso de la República, instaurar una política 
legislativa uniforme, que permita el acceso a las personas de menos recursos a 
una vivienda formal, evitando contradicciones normativas como la sucedida 
entre la Ley N.°29618, Ley que declara la imprescriptibilidad de predios 
estatales, y la ley N.°31056, Ley que amplía los plazos de formalización de 
terrenos ocupados por posesiones informales y dicta medidas para la 
formalización, situación que impide una lectura uniforme de la posición del 
Estado como tal respecto a la usurpación sus predios, que por el contrario de 
fomentar orden respecto a la ejecución de viviendas, fomenta la ilegalidad en la 
forma de adquirir la propiedad. 

SEGUNDO, Se recomienda a la Presidencia de la República, reglamentar la Ley 
N.°29618 a fin de poder proteger de manera idónea los predios y que sobre ellos 
el Estado pueda ejecutar una política integral y uniforme, ejecutando 
eficazmente proyectos de vivienda social, todo ello de la mano con una correcta 
reglamentación de la Ley N.°29618 que contribuya proteger de forma idónea los 
predios estatales, el cual permita distinguir los alcances de esta, contribuyendo 
a reducir el número de tráfico de terrenos evitando que personas de menos 
recursos incurrir en delitos de usurpación; en ese sentido se propone el siguiente 
anteproyecto de reglamentación que consta en Anexo 8 de la presente.  

TERCERO, Se recomienda al Ministerio de Vivienda Construcción y 
Saneamiento, fomentar políticas públicas, programas o proyectos de vivienda 
social, que efectivamente satisfagan la creciente demanda de vivienda, 
especialmente en los sectores de vivienda de menos ingresos, hecho que 
permitirá a miles de familias poder acceder a vivienda de manera formal en 
cumplimiento, impidiendo de esta forma la conformación de mafias dedicadas al 
tráfico de terrenos. 

CUARTO, Se recomienda a la Superintendencia Nacional de Bienes Estatales, 
continuar con su labor de ente rector, fomentando realizando capacitaciones y 
difundiendo la normativa relacionadas a la gestión de predios estales, 
asegurarse de aplicar indefectiblemente la Ley N.°29151, que establece el 
Sistema Nacional de Bienes Estatales, Ley  N.°29618, que declara la 
imprescriptibilidad de los predios estatales y Ley 30230, que contempla los 
mecanismos de recuperación extrajudicial, Eso incluye a las entidades, 
gobiernos locales y Regionales que conforman el SNBE; así también, a la policía 
nacional de Perú quien tiene la función de brindar apoyo e investigar a los 
responsables de las usurpaciones sobre los bienes del Estado. 



88 

REFERENCIAS  

Abrahantes (2018) “La ética de la investigación científica y su inclusión en las 

ciencias de la salud”, en Acta Médica del Centro, vol. 12, n.º 2, 2018, pp. 

213 a 227, disponible en 

[http://www.revactamedicacentro.sld.cu/index.php/amc/article/view/880/

1157]. 

Aguilar & Barroso (2015) La triangulación de datos como estrategia en 

investigación educativa Pixel-Bit. Revista de Medios y Educación, núm. 

47, julio, 2015, pp. 73-88 Universidad de SevillaSevilla, España. 

Recuperado de: http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=36841180005. 

Alcázar A. (2022). De lo privado a lo público. La función social de la propiedad 

en el reajuste de terrenos. EBSCOHost. 

https://web.p.ebscohost.com/ehost/detail/detail?vid=2&amp;sid=9bed7

348-3e97-4a0c-99aa- 

Álvarez R. (2020). Clasificación de las investigaciones. Universidad de Lima, 

Facultad de Ciencias Empresariales y Económicas, Carrera de Negocios 

Internacionales. 

https://repositorio.ulima.edu.pe/handle/20.500.12724/10818 

Ancho, M. (2022). El bien jurídico protegido en el delito de usurpación agravada 

de los terrenos del Estado, regulado en el artículo 204.4 del Código 

Penal. Escuela de Postgrado PUCP, recuperado de: 

https://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/20.500.12404/23

308/Ancho_Crocco_Bien_jur%c3%addico_protegido1.pdf?sequence=1

&isAllowed=y 

Brushan Mishra, S., Alok, S.(2017) “Handbook of Research Methodology: A 

Compendium for Scholars & Researchers” . Educreation Publishing. 

India. 

Carbajal, H. et al. (2021). Análisis sobre la legislatura sobre la prescripción de 

bienes y la relación con las funciones de la superintendencia de bienes 

http://www.revactamedicacentro.sld.cu/index.php/amc/article/view/880/1157
http://www.revactamedicacentro.sld.cu/index.php/amc/article/view/880/1157
http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=36841180005
https://repositorio.ulima.edu.pe/handle/20.500.12724/10818
https://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/20.500.12404/23308/Ancho_Crocco_Bien_jur%c3%addico_protegido1.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/20.500.12404/23308/Ancho_Crocco_Bien_jur%c3%addico_protegido1.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/20.500.12404/23308/Ancho_Crocco_Bien_jur%c3%addico_protegido1.pdf?sequence=1&isAllowed=y


89 

estatales en Chincha 2019. 

http://repositorio.autonomadeica.edu.pe/bitstream/autonomadeica/1260

/1/CA RBAJAL HUARCAYA NATALY ESPERANZA-ACASIETE 

HERRERA AYRTON BRYAN.pdf 

Cchencho, A. (2020) El derecho a la propiedad en la declaración de los derechos 

del hombre y del ciudadano. Horizonte de la Ciencia ed.10 pp.63-73. 

https://doi.org/ 10.26490/uncp.horizonteciencia.2020.19.588  

Chuquivilca, D. (2019) La Ley N.°29618 en los procesos judiciales de 

prescripción adquisitiva sobre bienes inmuebles de dominio privado de 

la SBN, 2019. 

https://repositorio.ucv.edu.pe/handle/20.500.12692/68113?show=full 

Congreso de la República (2021). Informe Temático. La Potestad Reglamentaria 

del Poder Ejecutivo. 

Constitución Política del Perú [Const.]. Art. 118, inciso 2. (29 de diciembre de 

1993). http://www.pcm.gob.pe/wp-

content/uploads/2013/09/Constitucion-Pol%C3%ADtica-del-Peru-

1993.pdf 

Creswell, J. (2017). Investigación alitativa y Diseño Investigativo 

https://academia.utp.edu.co/seminario-investigacion-

II/files/2017/08/INVESTIGACION-CUALITATIVACreswell.pdf 

DeCarlo, M. (s.f). Técnicas de entrevista cualitativa. LibreTexts. 

Directiva 00002-2022/SBN. (05 de enero 2022). Disposiciones para la 

compraventa directa de predios estatales. 

https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/aprueban-la-directiva-n-

dir-00002-2022sbn-disposiciones-p-resolucion-no-0002-2022sbn-

2028079-1/ 

Escudero, C. et al. (2018) Técnicas y métodos cualitativos para la investigación 

científica, Universidad Tecnica de Machala-  Ecuador, ISBN: 978-9942-

24-092-7, recuperado de: 

https://repositorio.ucv.edu.pe/handle/20.500.12692/68113?show=full
http://www.pcm.gob.pe/wp-content/uploads/2013/09/Constitucion-Pol%C3%ADtica-del-Peru-1993.pdf
http://www.pcm.gob.pe/wp-content/uploads/2013/09/Constitucion-Pol%C3%ADtica-del-Peru-1993.pdf
http://www.pcm.gob.pe/wp-content/uploads/2013/09/Constitucion-Pol%C3%ADtica-del-Peru-1993.pdf
https://academia.utp.edu.co/seminario-investigacion-II/files/2017/08/INVESTIGACION-CUALITATIVACreswell.pdf
https://academia.utp.edu.co/seminario-investigacion-II/files/2017/08/INVESTIGACION-CUALITATIVACreswell.pdf
https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/aprueban-la-directiva-n-dir-00002-2022sbn-disposiciones-p-resolucion-no-0002-2022sbn-2028079-1/
https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/aprueban-la-directiva-n-dir-00002-2022sbn-disposiciones-p-resolucion-no-0002-2022sbn-2028079-1/
https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/aprueban-la-directiva-n-dir-00002-2022sbn-disposiciones-p-resolucion-no-0002-2022sbn-2028079-1/


90 

http://repositorio.utmachala.edu.ec/bitstream/48000/12501/1/Tecnicas-

y-MetodoscualitativosParaInvestigacionCientifica.pdf 

Escurdero, C. (2018) .Técnicas y métodos cualitativos para la investigación 

científica. Editorial UTMHC. 

http://repositorio.utmachala.edu.ec/bitstream/4Sanchez Montenegro, C. 

E. (2019). Imprescriptibilidad de bienes de dominio privado del Estado

[Universidad Católica Santo Toribio de Mogrovejo].

https://core.ac.uk/reader/344691757

Expediente N.°015-2001-AI/TC,. N.º 016-2001-AI/TC, N.º 004-2002-AI/TC. 

demandas acumuladas que señala que Los bienes en posesión 

de.entidades públicas, con título.público, son comprendidos bajo 

el.nomen de dominio.público. 

https://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2004/00015-2001-AI%2000016-

2001-AI%2000004-2002-AI.html 

Gaete, R. (2014) Reflexiones sobre las bases y procedimientos de la Teoría 

Fundamentada Ciencia, Docencia y Tecnología, vol. XXV, núm. 48, 

mayo, 2014, pp. 149-172 Universidad Nacional de Entre Ríos. 

https://www.redalyc.org/pdf/145/14531006006.pdf 

Garcia M. et al (2020) “Los bienes baldíos en Colombia y las “terras 
devolutas” en Brasil. Estudio comparado sobre el derecho a la 
propiedad” Revista Eurolatinoamericana de Derecho Administrativo, 

vol. 7, núm. 2, 2020, Julio-Diciembre, pp. 1-30 Universidad Nacional del 

Litoral Santa Fe, Argentina 

https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=655969232004  

Garcia, L. (2020). Los bienes baldíos en Colombia y las “terras devolutas” en 

Brasil. Estudio comparado sobre el derecho a la propiedad. Revista 

Eurolatinoamericana de Derecho Administrativo, vol. 7, núm. 2, 2020, 

Julio-Diciembre, pp. 1-30 https://doi.org/10.14409/redoeda.v7i2.9558  

http://repositorio.utmachala.edu.ec/bitstream/48000/12501/1/Tecnicas-y-MetodoscualitativosParaInvestigacionCientifica.pdf
http://repositorio.utmachala.edu.ec/bitstream/48000/12501/1/Tecnicas-y-MetodoscualitativosParaInvestigacionCientifica.pdf
https://core.ac.uk/reader/344691757
https://www.redalyc.org/pdf/145/14531006006.pdf
https://doi.org/10.14409/redoeda.v7i2.9558


91 

Garg, R., Aggarwal, H., Centobelli, P., & Cerchione, R. (2019). Extracting 

Knowledge from Big Data for Sustainability: A Comparison of Machine 

Learning Techniques. Sustainability, 11(23), 6669 

Ghersi, E. (2020).Derecho & Economía: Reflexiones en torno al concepto 

Derechos de Propiedad. Revista de la Facultad de Jurisprudencia, 110-

129. 

Gonzales & Salazar (2009) Influencia de la Metodología en el resultado de 

investigación social Universidad de Zaragoza recuperado de: Influencia 

de la metodología en el resultado ...Dialnethttps://dialnet.unirioja.es › 

descarga › articulo 

González, R., & Salazar, F. (2009). Aspectos básicos del estudio de muestra y 

población para la elaboración de los proyectos de investigación. 

Repositorio Institucional de la Universidad de Oriente, 1 - 75. 

http://ri2.bib.udo.edu.ve:8080/jspui/handle/123456789/2421 

Gutiérrez, R. A. (2015). Tesis: La identidad cultural como contenido transversal 

en el diseño de los proyectos de aprendizaje de Instituciones Educativas 

de la UGEL de Lima. Repositorio de la PUCP. 

https://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/20.500.12404/67

85/GUTIERREZ_RAMIREZ_ADRIANO_IDENTIDAD.pdf?sequence=1&

isAllowed=y 

Gutiérrez,R. (2023). Prescripción adquisitiva de dominio de predio estatal de 

dominio privado análisis del expediente Nº00925-2017-0-0401-JR-CI-05 

[Trabajo de suficiencia profesional, Universidad del Pacífico]. 

Repositorio de la Universidad del Pacífico. 

https://hdl.handle.net/11354/3996 

Hannah, U. (2020). Recuperación y Expulsión. Fronteras de la Expansión de la 

Ciudad y la Pérdida de Espacios Públicos y Comunitarios en los Frentes 

Marítimos de la Laguna de Abiyán. EBSCOHost. 

https://web.p.ebscohost.com/ehost/detail/detail?vid=11&amp;sid=9bed

7348-3e97-4a0c-99aa-

https://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=&cad=rja&uact=8&ved=2ahUKEwjN87nR7-GCAxWCJ7kGHWXJCLcQFnoECCgQAQ&url=https%3A%2F%2Fdialnet.unirioja.es%2Fdescarga%2Farticulo%2F170267.pdf&usg=AOvVaw1bSaGj8Ba2uRr_7uXP4WwP&opi=89978449
https://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=&cad=rja&uact=8&ved=2ahUKEwjN87nR7-GCAxWCJ7kGHWXJCLcQFnoECCgQAQ&url=https%3A%2F%2Fdialnet.unirioja.es%2Fdescarga%2Farticulo%2F170267.pdf&usg=AOvVaw1bSaGj8Ba2uRr_7uXP4WwP&opi=89978449
https://www.google.com/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=&cad=rja&uact=8&ved=2ahUKEwjN87nR7-GCAxWCJ7kGHWXJCLcQFnoECCgQAQ&url=https%3A%2F%2Fdialnet.unirioja.es%2Fdescarga%2Farticulo%2F170267.pdf&usg=AOvVaw1bSaGj8Ba2uRr_7uXP4WwP&opi=89978449


92 

5ac9a95a25be@redis&amp;bdata=Jmxhbmc9ZXMmc2l0ZT1laG9zdC1

saXZl#AN=144500172&amp;db=a9h 

Heiland, G. (2019). Property Rights Brought to Light: Principles and 

Misconceptions. Appraisal Journal. 87 (3), 190-201. Recuperado de: 

http://eds.b.ebscohost.com/eds/pdfviewer/pdfviewer?vid=3&sid=46a64

b6db8c5-4f94-9066-5cf5e3e47a05%40pdc-v-sessmgr06 

https://laley.pe/2022/09/05/titulacion-de-predios-rurales-y-posesion-por-martin-

mejorada/ 

Ivette E.et al., (2020) La Posesión Frente Al Derecho De Propiedad: Un Debate 

Sobre Vigencia Y Pertinencia Sin Resolver. Revista eleuthera, vol. 20, 

2019, Enero-Junio, pp. 135-154 Universidad de Caldas. 

https://doi.org/10.17151/eleu.2019.20.8 

Ley N.°29618 (24 de noviembre de 2010). Ley que establece la presunción de 

que el Estado es poseedor de los inmuebles de su propiedad y declara 

imprescriptibles los bienes inmuebles de dominio privado estatal. 

https://www.leyes.congreso.gob.pe/Documentos/Leyes/29618.pdf 

Manrrique, R. (2019) La inmatriculación de predios en mérito a la declaración 

notarial de prescripción adquisitiva de dominio 

https://tesis.pucp.edu.pe/repositorio/bitstream/handle/20.500.12404/16

239/MANRIQUE_CHAVEZ_RENOIR_KATIA%20%281%29.pdf?seque

nce=1&isAllowed=y 

Mejorada Chauca, M. (2018). Propiedad constitucional, a propósito de la fe 

pública registral. Themis-Revista de Derecho, (67), 233-237. 

Recuperado de: 

http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/themis/article/view/14471/15083 

MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS (2019). Guía de Técnica 

Legislativa para la elaboración de Proyectos Normativos de las 

Entidades del Poder Ejecutivo. Cuarta edición, corregida, aumentada y 

actualizada. Primera reimpresión. 

http://eds.b.ebscohost.com/eds/pdfviewer/pdfviewer?vid=3&sid=46a64b6db8c5-4f94-9066-5cf5e3e47a05%40pdc-v-sessmgr06
http://eds.b.ebscohost.com/eds/pdfviewer/pdfviewer?vid=3&sid=46a64b6db8c5-4f94-9066-5cf5e3e47a05%40pdc-v-sessmgr06
https://www.leyes.congreso.gob.pe/Documentos/Leyes/29618.pdf
http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/themis/article/view/14471/15083


93 

Moscoso & Días (2018) Aspectos éticos en la investigación cualitativa con niños 

Ethical aspects in qualitative research with children  Aspectos éticos na 

pesquisa qualitativa com crianças  Revista Latinoamericana de Bioética, 

vol. 18, núm. 1, pp. 51-67, 2018 Universidad Militar Nueva Granada 

Paucar, B. (2019). La presunción de la posesión en el delito de usurpación de 

terrenos del Estado – 2018. 

https://repositorio.ucv.edu.pe/bitstream/handle/20.500.12692/60981/Pa

ucar_VRA-SD.pdf?sequence=1&isAllowed=y 

Petit, E. (1980). Tratado Elemental de Derecho Romano. Buenos Aires, 

Argentina: Albatros. 

Pimentel, L. (2022). Imprescriptibilidad de los Bienes Inmuebles de dominio 

privado estatal y la inconstitucionalidad de la Ley N.°29618 – Perú. 

https://repositorio.untumbes.edu.pe/bitstream/handle/20.500.12874/636

09/TESIS%20-

%20PIMENTEL%20RAMIREZ.pdf?sequence=1&isAllowed=y 

Pimiento, E (2020) Reflexiones en torno a la división de los bienes públicos en 

el Código Civil Revista de Derecho Privado, núm. 21, julio-diciembre, 

2011, pp. 207-232 Universidad Externado de Colombia 

Bogotá, Colombia 

https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=417537595010 

Pizarro, J. (2019). Prevalencia de la función social de la propiedad por usucapión 

de bienes inmuebles de dominio privado del Estado ante la incongruente 

prohibición de su imprescriptibilidad (Huacho: 2015-2017) [Universidad 

Nacional José Faustino Sánchez Carrión]. 

http://repositorio.unjfsc.edu.pe/bitstream/handle/UNJFSC/3417/JIMENA 

DEL ROSARIO PIZARRO MARTÍNEZ.pdf?sequence=1&isAllowed=y  

Planiol, M., & Ripert, G. (1997). Derecho Civil. Tomo 8. México: Harla. 

https://repositorio.ucv.edu.pe/bitstream/handle/20.500.12692/60981/Paucar_VRA-SD.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://repositorio.ucv.edu.pe/bitstream/handle/20.500.12692/60981/Paucar_VRA-SD.pdf?sequence=1&isAllowed=y


94 

Poczynok, C. (2021). Los Procesos civiles como fuente para el estudio de las 

luchas por los derechos de propiedad de la tierra (Buenos Aires, 1776-

1822) Varia Historia, vol. 37, núm. 74, pp. 393-427  

Ponce, P. (2020) Afectación de la propiedad privada por la incautación de bienes 

y otras medidas cautelares reales en la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. Revista Derecho del Estado 

num.47, pp. 287-317. 

Rajput, N. (2021). Blockchain and Governance: Theory, Applications and 

Challenge. Knovel. 

https://app.knovel.com/web/view/khtml/show.v/rcid:kpBBHWCV05/cid:kt

012X1ZS1/viewerType:khtml//root_slug:blockchain-business-

how/url_slug:blockchain-governance?b-

q=Blockchain%20and%20Governance&amp;include_synonyms=no&a

mp;sort_on=default&amp;view=collapsed&amp;zoom=1&amp;page=1&

amp;q=Blockchain%20and%20Governance 

Rizo, M. J. (2015). Técnicas de Investigación Documental. Universidad Nacional 

Autónoma de Nicaragua. 

https://repositorio.unan.edu.ni/12168/1/100795.pdf 

Rosaenz, M. (2022) Pagar o no pagar, ¿esa es la cuestión? Consumo de bienes 

y servicios públicos en asentamientos de Buenos Aires y Rio de Janeiro 

Civitas - Revista de Ciências Sociais, vol. 22, e41588, 2022 Pontifícia 

Universidade Católica do Rio Grande do Sul. DOI: 

https://doi.org/10.15448/1984-7289.2022.1.41588  

Salgado, A. 2017. Investigación cualitativa: diseños, evaluación del rigor 

metodológico y retos liber. [online]. 2007, vol.13, n.13, pp.71-78. ISSN 

1729-4827 recuperado de : 

http://www.scielo.org.pe/scielo.php?pid=S1729-

48272007000100009&script=sci_abstract 

http://www.scielo.org.pe/scielo.php?pid=S1729-48272007000100009&script=sci_abstract
http://www.scielo.org.pe/scielo.php?pid=S1729-48272007000100009&script=sci_abstract


95 

Sampieri, H. et al. (2018).Metodología de la investigación: las rutas: cuantitativa 

y cualitativa y mixta. México: Mc Graw Hill- educación, 2018. 

http://repositorio.uasb.edu.bo/handle/54000/1292 

Sánchez M. (2019) Fundamentos epistémicos de la investigación cualitativa y 

cuantitativa: Consensos y disensos. 

http://www.scielo.org.pe/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S2223-

25162019000100008 

Sanchez, C. (2021) Estrategias De Recuperación de predios baldíos En La 

Ciudad De Toluca. Prospectiva De Ordenamiento Urbano. Revista de 

Direito da Cidade, vol. 13, no 4. ISSN 2317-7721. pp.1783-1802 

https://habitat3.org/the-new-urban-agenda 

Scharager, J., & Reyes, P. (2001). Muestreo no probabilístico. Pontífica 

Universidad Católica de Chile. chrome-

extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://d1wqtxts1xzle7.cl

oudfront.net/31715755/muestreo-libre.pdf?1392395541=&response-

content-

disposition=inline%3B+filename%3DMetodologia_de_la_Investigacion_

Escuela.pdf&Expires=1687989497&Signature=a2 

Silva-Fernandez, R. (2019). la posesión frente al derecho de propiedad: un 

debate sobre vigencia y pertinencia sin resolver. Revista eleuthera, vol. 

20, 2019, Enero-Junio, pp. 135-154 Universidad de Caldas. 

https://doi.org/10.17151/eleu.2019.20.8  

Suset, H. (2022). El aseguramiento del derecho de propiedad. Notas para una 

efectiva protección a los terceros adquirentes de inmuebles. Revista de 

Derecho Privado, núm. 42, 2022, pp. 147-177 Universidad Externado de 

Colombia  

Tascón, M. (2020). Análisis crítico de las políticas públicas que garantizan la 

propiedad de la tierra de la mujer rural. Revista IUSTA, núm. 54, 

https://doi.org/10.15332/25005286.6556  

http://repositorio.uasb.edu.bo/handle/54000/1292
http://www.scielo.org.pe/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S2223-25162019000100008
http://www.scielo.org.pe/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S2223-25162019000100008
https://habitat3.org/the-new-urban-agenda


96 

Useche, M. et al. (2019). Técnicas E Instrumentos De Recolección De Datos 

Cuali-Cuantitativos 

https://repositoryinst.uniguajira.edu.co/bitstream/handle/uniguajira/467/

88.%20Tecnicas%20e%20instrumentos%20recolección%20de%20dat

os.pdf?sequence=1 

Varsi, E. (2019). Tratado de Derechos Reales (Fondo Edit). 

https://repositorio.ulima.edu.pe/bitstream/handle/20.500.12724/10164/V

arsi_derechos_reales_posesion_propiedad.pdf?sequence=4&isA 

Wigging, J. (2021). Property and Estates Management. Knovel. 

https://app.knovel.com/web/view/khtml/show.v/rcid:kpFMDRE001/cid:kt

012IV0X6/viewerType:khtml//root_slug:facilities-managers-

desk/url_slug:property-estates-management?b-

q=Property%20and%20Estates%20Management&amp;include_synony

ms=no&amp;sort_on=default&amp;view=collapsed&amp;zoom=1&amp

;page=1&amp;q=Property%20and%20Estates% 

https://app.knovel.com/web/view/khtml/show.v/rcid:kpFMDRE001/cid:kt012IV0X6/viewerType:khtml//root_slug:facilities-managers-desk/url_slug:property-estates-management?b-q=Property%20and%20Estates%20Management&amp;include_synonyms=no&amp;sort_on=default&amp;view=collapsed&amp;zoom=1&amp;page=1&amp;q=Property%20and%20Estates%25
https://app.knovel.com/web/view/khtml/show.v/rcid:kpFMDRE001/cid:kt012IV0X6/viewerType:khtml//root_slug:facilities-managers-desk/url_slug:property-estates-management?b-q=Property%20and%20Estates%20Management&amp;include_synonyms=no&amp;sort_on=default&amp;view=collapsed&amp;zoom=1&amp;page=1&amp;q=Property%20and%20Estates%25
https://app.knovel.com/web/view/khtml/show.v/rcid:kpFMDRE001/cid:kt012IV0X6/viewerType:khtml//root_slug:facilities-managers-desk/url_slug:property-estates-management?b-q=Property%20and%20Estates%20Management&amp;include_synonyms=no&amp;sort_on=default&amp;view=collapsed&amp;zoom=1&amp;page=1&amp;q=Property%20and%20Estates%25
https://app.knovel.com/web/view/khtml/show.v/rcid:kpFMDRE001/cid:kt012IV0X6/viewerType:khtml//root_slug:facilities-managers-desk/url_slug:property-estates-management?b-q=Property%20and%20Estates%20Management&amp;include_synonyms=no&amp;sort_on=default&amp;view=collapsed&amp;zoom=1&amp;page=1&amp;q=Property%20and%20Estates%25
https://app.knovel.com/web/view/khtml/show.v/rcid:kpFMDRE001/cid:kt012IV0X6/viewerType:khtml//root_slug:facilities-managers-desk/url_slug:property-estates-management?b-q=Property%20and%20Estates%20Management&amp;include_synonyms=no&amp;sort_on=default&amp;view=collapsed&amp;zoom=1&amp;page=1&amp;q=Property%20and%20Estates%25
https://app.knovel.com/web/view/khtml/show.v/rcid:kpFMDRE001/cid:kt012IV0X6/viewerType:khtml//root_slug:facilities-managers-desk/url_slug:property-estates-management?b-q=Property%20and%20Estates%20Management&amp;include_synonyms=no&amp;sort_on=default&amp;view=collapsed&amp;zoom=1&amp;page=1&amp;q=Property%20and%20Estates%25


ANEXOS 
Anexo N.°1: Matriz de consistencia 

Título:  “Implicancias sobre la ausencia de reglamentación en la Ley N.°29618 en la recuperación de bienes usurpados” 

Formulación del 
Problema 

Objetivos 
Hipótesis 
(Supuesto 

Categórico) 

Categorías Definición 
Conceptual 

Sub-
Categorías 

Metodología 

Problema 
General 
¿Cuáles son las 
implicancias que 
genera la 
ausencia de 
reglamentación 
de la Ley 
N.°29618 en la 
recuperación de 
bienes 
usurpados? 

Problema E 1 
¿La Ley N.°29618 
protege de 
manera eficaz los 

Objetivo General  
Analizar las 
implicancias que 
genera la ausencia 
de reglamentación 
de la Ley N.°29618 
en la recuperación 
de bienes 
usurpados. 

Objetivo E-1 
Conocer los 
factores que 
inciden en la 
ausencia de 
reglamentación de 
la Ley N.°29618. 

Supuesto 
Categórico General 

Si existe la necesidad 
de reglamentar la Ley 
N.°29618, en la 
medida que esta no 
provee de claridad en 
su uso, conllevando a 
generar problemas 
legales ya que 
muchos juidicios de 
prescrición son 
perdidos en perjuicio 
del Estado, ello 
muchas veces 
sucede por la poca 

Categoría 1 
Ausencia de 
reglamentaci
ón de la Ley  

la constitución 
obliga y autoriza al 
presidente de la 
república, cumplir y 
hacer cumplir con 
todas sus 
potestades 
constitucionales, en 
ese sentido, una de 
ellas es la de 
reglamentar las 
leyes, para lo cual el 
citado autor definió 
dos escenarios: el 
primero, potestas de 
reglamentar leyes 
preexistentes y 
segundo, la 
expedición de 

Seguridad 
Juridica 

Bienes 
Estatales 

Usurpacióm 

Línea de 
Investigación  

Estudio sobre los 

actos del Estado y 

su regulación entre 

actores 

interestatales y en 

la relación público 

privado, Gestión 

Publica Política 

Tributaria y 

Legislación 

Tributaria 



inmuebles de su 
propiedad frente 
al delito de 
usurpación? 

Problema E 2 
¿La ausencia de 
reglamentación 
de la Ley 
N.°29618 puede 
ser un obstaculo 
prar el estado en 
la  
defensa del delito 
de usurpación?  
Problema E 3 
¿Cuáles son los 
factores que 
insiden en la 
ausencia de 
reglamentación 
de la Ley 
N.°29618?  
Problema E 4 

Objetivo E-2 
Develar si el 
Estado Peruano 
viene realizando 
una defenza eficaz 
de sus predios 
usurpados 

Objetivo E 3 
Identificar el 
tratamiento juridico 
de la prescripciónn 
de bienes 
inmuebles y 
estatales en el 
derecho 
comparado. 

Objetivo E 4 
Proponer un 
anterproyecto de 
reglamentación de 
la Ley N.°29618, 
para garantizar la 
recuperación de 

claridad que provee 
esta norma a sus 
operadores 
generando 
ambiguedades, lo que 
genera que las 
autoridades tomen 
medidas claras y 
adecuadas contra la 
usurpación, es por 
ello que una 
reglamentación clara, 
proveera de 
mecanismos 
especificos para la 
ejecución de esta 
Ley, la asignación de 
responsabilidades y 
otros recursos 
disponibles para 
hacer cumplir sus 
disposiciones. 

Categoría 2 
Usurpación 
de predios 
Estatales 

decretos y 
resoluciones.”. 

Sobre esto, 
Chirinos aclara que 
no es necesaria la 
reglamentación de 
todas las leyes, pese 
a ello, y sin perjuicio 
de lo anterior, como 
es sabido tanto el 
Poder Ejecutivo 
como el Poder 
Judicial, han 
evadido el 
cumplimiento de la 
Ley argumentado a 
ello la falta misma de 
reglamentación. 

Por otro lado, 
entendemos por 
Bienes Estatales a 
los 
bienes.destinados al 
uso.público, 
aquellos que 
sirven.de soporte 

Recuperación 
de predios 

reglamentación 

Prescripción 

Tipo de 
Investigación: 

Básica  

Diseño de 
Investigación: 
Teoría 

fundamentada 

Hermenéutico  

Enfoque de la 
Investigación  

Cualitativo 

Nivel de 
Investigación 
Descriptivo 

Población:   
7 abogados 

especialistas. 



¿Cuáles deberian 
ser los criterios a 
tener en cuenta 
para la 
reglamentación 
de la Ley 
N.°29618 y 
garantizar la 
recuperación 
eficaz de los 
bienes usurpados 
del Estado? 

los bienes 
usurpados. 

para.cualquier 
prestación de 
servicios públicos, 
bienes reservados.y 
afectados.en uso a 
la defensa.del pais, 
o cuya
concesión.compete
al Estado; y aquellos
que por su
naturaleza las leyes
especiales les han
designado
expresamente tal
condición

Método de 
Elección de 
Muestra  
No Probabilístico 

por Conveniencia. 

Técnicas:  
Entrevista 

Análisis 

documental 

Instrumentos:  
Guía de entrevista 

Guía de análisis 

documental. 



Anexo N.°02: Matriz de categorización 
CATEGORÍA PROBLEMÁTICA OBJETIVOS SUB-

CATEGORÍAS 

PREGUNTAS DE 
ENTREVISTA 

ESPECIALISTAS 
Aunsencia de Reglamentació la creciente 

necesidad de 
asegurar que la 

producción 
legislativa, esta no 

sólo sea una 
representación 

inoperante de los 
fines que busca 
influir, sino que 

también pueda ser 
funcional a esos 

fines, el tópico de las 
leyes no 

reglamentadas es de 
gran interés. Esto se 

debe a que una 
norma sin su 

adecuada regulación 
se vería restringida o 
ineficaz para lograr 
sus fines. Ello se 

Objetivo General 
Analizar las 

implicancias que 
genera la 

ausencia de 
reglamentación 

de la Ley 
N.°29618 en la 
recuperación de 

bienes 
usurpados. 

Implicancias 
de la ausencia 
de reglamento 

Según su opinión: ¿Cuáles 
son las implicancias de la 

ausencia de reglamentación 
en la Ley N.°29618 frente a la 

recuperación de bienes 
usurpados? Explique su 

respuesta.. 

Factores 

¿Cuáles son los factores que 
inciden en la ausencia de 
reglamentación en la Ley 
N.°29618? Explique su 

respuesta. 
. 

Dificultad de 
aplicación 

Según su opinión: ¿La 
ausencia de reglamentación 
de la Ley N.°29618 puede 
ser un obstáculo para que el 
Estado pueda proteger de 
manera eficaz a los 
inmuebles de dominio 
privado de su propiedad 
frente al delito de 
usurpación? Explique su 
respuesta. 

. 



puede corroborar 
mediante el informe 
temático realizada 

por el área de 
investigación y 

seguimiento 
presupuestal, la 

misma  
Usurpación de predios 

estatales 
que detallo que de 

un total de 849 leyes 
emitidas por este 

órgano durante los 
años 2016 y 2021, 
un número de 152 
necesitan de forma 

particular ser 
reglamentada, es 
decir un 18%, de 

ellos un total de 80, 
53% se encuentran 
pendientes de ser 
reglamentadas. 

(Informe Temático 

Objetivos 
Específicos 

1. Conocer los
factores que 
inciden en la 
ausencia de 
reglamentación 
en la Ley 
N.°29618 

Protección 
eficaz 

Según su opinión: ¿La Ley Nº 
29618 protege de manera 
eficaz a los inmuebles de 

dominio privado de su 
propiedad frente al delito de 

usurpación ejercida por 
personas naturales o 
jurídicas? Explique su 

respuesta 

2. Develar las
estrategias que
viene aplicando
el Estado
Peruano para la
recuperación
de sus bienes
usurpados.

Defensa eficaz 

Según su opinión: ¿El Estado 
Peruano viene realizando 
una defensa eficaz de sus 

predios usurpados? Explique 
su respuesta su respuesta. 



N.°42/2021-2022 
pp.07-08) 

la creciente 
necesidad de 

asegurar que la 
producción 

legislativa, esta no 
sólo sea una 

representación 
inoperante de los 
fines que busca 
influir, sino que 

también pueda ser 
funcional a esos 

fines, el tópico de las 
leyes no 

reglamentadas es de 
gran interés. Esto se 

debe a que una 
norma sin su 

adecuada regulación 
se vería restringida o 
ineficaz para lograr 
sus fines. Ello se 
puede corroborar 

mediante el informe 

3. Identificar el
tratamiento
jurídico de la
prescripción de
bienes
inmuebles
privados y
estatales en el
Derecho
Comparado. Defenza de 

predios 
usurpados 

Este objetivo se trabajó 
mediante la guía de análisis 

documental. 

Según su opinión: ¿El Estado 
Peruano viene realizando 
una defensa eficaz de sus 

predios usurpados? Explique 
su respuesta su respuesta. 



temático realizada 
por el área de 
investigación y 

seguimiento 
presupuestal, la 

misma que detallo 
que de un total de 
849 leyes emitidas 

por este órgano 
durante los años 
2016 y 2021, un 
número de 152 

necesitan de forma 
particular ser 

reglamentada, es 
decir un 18%, de 

ellos un total de 80, 
53% se encuentran 
pendientes de ser 
reglamentadas. 

(Informe Temático 
N.°42/2021-2022 

pp.07-08) 



ANEXO Nº 04 CARTA DE PRESENTACIÓN 

Trujillo, 27 de setiembre del 2023 

Dra. Madelane Guanilo Delgado 

Presente 

Asunto: Validación de instrumento a través de juicio de experto 

Me es grato dirigirme a usted para expresarle un cordial saludo; asimismo, hacerle de 
su conocimiento que, en calidad de estudiante de la Escuela de Derecho de la 
Universidad “César Vallejo”, en la sede Trujillo, promoción 2023-2, requiero validar los 
instrumentos con el cual podré recoger la información necesaria para poder 
desarrollar mi investigación. 

El título de mi investigación es: Implicancias sobre la ausencia de reglamentación 
en la Ley N.°29618 en la recuperación de bienes usurpados y es imprescindible 
contar con la aprobación de los instrumentos por parte de profesionales 
especializados a fin de aplicarlos posteriormente; por ello, se ha considerado 
conveniente recurrir a usted, ante su connotada experiencia en temas relacionados 
con esta línea de investigación. 

Segura de contar con su apoyo en calidad de experta se le alcanza el instrumento 
para que lo pueda validar. 

Conocedora de su alto espíritu altruista, agradezco su colaboración. 

Atentamente. 

_______________________
Rosales Ruiz Dudley Miguel 



VALIDACIÓN POR JUICIO DE  EXPERTOS DEL INSTRUMENTO DE 
INVESTIGACIÓN 

I. DATOS GENERALES. -
TITULO: Implicancias sobre la ausencia de reglamentación en la Ley 
N.°29618 en la recuperación de bienes usurpados 
Nombre del instrumento de 
evaluación 

Guía de entrevista 

Autora del instrumento Rosales Ruiz Dudley Miguel 
Apellidos y nombres del experto (a) Madelane Guanilo Delgado 
Título profesional del experto (a) Abogada 
Grado académico del experto (a) Doctora en Derecho 
Cargo e institución donde labora Docente UCV 

VALORACIÓN 
Deficiente Regular Bueno Muy bueno Excelente 

x 

II. ASPECTOS DE VALIDACIÓN. -
N.
° 

CRITERIOS INDICADORES 1 2 3 4 5 
D

ef
ic

ie
nt

e  

R
eg

ul
ar

 

Bu
en

o  

M
uy

 
bu

en
o  

Ex
ce

le
nt

e

1 Claridad Los ítems redactados están 
formulados con lenguaje 
apropiado sin ambigüedades y 
comprensible. 

x 

2 Objetividad Los ítems permiten mesurar las 
categorías y las subcategorías de 
acuerdo con las leyes y principios 
científicos 

x 

3 Actualidad El instrumento muestra vigencia 
acorde con la realidad social y 
legal de acuerdo con los objetivos 
y necesidades reales de la 
investigación. 

x 

4 Organización Los ítems traducen organización 
lógica y sistemática de acuerdo 
con los objetivos, categorías y 
subcategorías. 

x 

5 Suficiencia Toma en consideración los 
aspectos suficientes en la 
investigación y los ítems presentan 
suficiencia en cantidad y calidad. 

x 



6 Intencionalida
d 

Los ítems demuestran estar 
adecuados para el examen de 
contenido, comprobación y 
valoración de las categorías de la 
investigación. 

x 

7 Consistencia La información permite analizar, 
describir y explicar la realidad 
motivo de investigación y se 
respalda en fundamento técnico, 
científico y teórico. 

x 

8 Coherencia Los ítems expresan coherencia 
entre el problema, objetivos, 
categorías y subcategorías. 

x 

9 Metodología Los procedimientos o lineamientos 
fijados responden a una 
metodología y diseño aplicado 
para lograr probar la finalidad de la 
investigación. 

x 

10 Pertinencia El instrumento responde al 
momento oportuno y más 
adecuado a los componentes de la 
investigación y su adecuación al 
método científico. 

x 

Calificación 
0 

- 
20 21

- 
40

 
41

-
60

 
61

-
80

 
81

-
10

0

III. OPINION DE APLICABILIDAD. -
El instrumento es aplicable en razón que las categorías guardan relación con las
subcategorías e indicadores.
Puntuación:
De  0 a 20 – Deficiente – No aplicar

De 21 a 40 – Regular – No aplicar

De 41 a 60 – Bueno - Mejorar

De 61 a 80 – Muy bueno - Aplicar

De 81 a 100 – Excelente - Aplicar 

Trujillo, 27 de setiembre del 2023 

x 



 

 

 

ANEXO Nº 05 

CARTA DE PRESENTACIÓN 

 

Trujillo, 28 de setiembre del 2023 

Dra. María Eugenia Zevallos Loyaga 

Presente 

Asunto: Validación de instrumento a través de juicio de experto 

Me es grato dirigirme a usted para expresarle un cordial saludo; asimismo, hacerle de 

su conocimiento que, en calidad de estudiante de la Escuela de Derecho de la 

Universidad “César Vallejo”, en la sede Trujillo, promoción 2023-2, requiero validar los 

instrumentos con el cual podré recoger la información necesaria para poder 

desarrollar mi investigación. 

El título de mi investigación es: Implicancias sobre la ausencia de reglamentación 
en la Ley N.°29618 en la recuperación de bienes usurpados y es imprescindible 

contar con la aprobación de los instrumentos por parte de profesionales 

especializados a fin de aplicarlos posteriormente; por ello, se ha considerado 

conveniente recurrir a usted, ante su connotada experiencia en temas relacionados 

con esta línea de investigación. 

Segura de contar con su apoyo en calidad de experta se le alcanza el instrumento 

para que lo pueda validar. 

Conocedora de su alto espíritu altruista, agradezco su colaboración.  

      Atentamente. 

 

 

 

 

 

                                          _______________________                                                                                   
                                               Rosales Ruiz Dudley Miguel 
 

 



 

 

 
VALIDACIÓN POR JUICIO DE  EXPERTOS DEL INSTRUMENTO DE INVESTIGACIÓN 

IV. DATOS GENERALES. - 
TITULO: Implicancias sobre la ausencia de reglamentación en la Ley 
N.°29618 en la recuperación de bienes usurpados 
Nombre del instrumento de 
evaluación 

Guía de entrevista 

Autor del instrumento Rosales Ruiz Dudley Miguel 
Apellidos y nombres del experto (a) María Eugenia Zevallos Loyaga 
Título profesional del experto (a) Abogada 
Grado académico del experto (a) Doctora en Derecho 
Cargo e institución donde labora Docente UCV 

VALORACIÓN 
Deficiente Regular Bueno Muy bueno Excelente 
    x 

 
V. ASPECTOS DE VALIDACIÓN. -                   

N.
° 

CRITERIOS INDICADORES 1 2 3 4 5 

D
ef

ic
ie

nt
e 

R
eg

ul
ar

 

Bu
en

o 

M
uy

 
bu

en
o 

Ex
ce

le
nt

e 

1 Claridad Los ítems redactados están 
formulados con lenguaje 
apropiado sin ambigüedades y 
comprensible. 

    x 

2 Objetividad Los ítems permiten mesurar las 
categorías y las subcategorías de 
acuerdo con las leyes y principios 
científicos 

    x 

3 Actualidad El instrumento muestra vigencia 
acorde con la realidad social y 
legal de acuerdo con los objetivos 
y necesidades reales de la 
investigación. 

    x 

4 Organización Los ítems traducen organización 
lógica y sistemática de acuerdo 
con los objetivos, categorías y 
subcategorías. 

    x 

5 Suficiencia Toma en consideración los 
aspectos suficientes en la 
investigación y los ítems presentan 
suficiencia en cantidad y calidad. 

    x 

6 Intencionalida
d 

Los ítems demuestran estar 
adecuados para el examen de 
contenido, comprobación y 

    x 



 

 

valoración de las categorías de la 
investigación. 

7 Consistencia La información permite analizar, 
describir y explicar la realidad 
motivo de investigación y se 
respalda en fundamento técnico, 
científico y teórico. 

    x 

8 Coherencia Los ítems expresan coherencia 
entre el problema, objetivos, 
categorías y subcategorías. 

    x 

9 Metodología Los procedimientos o lineamientos 
fijados responden a una 
metodología y diseño aplicado 
para lograr probar la finalidad de la 
investigación. 

    x 

10 Pertinencia El instrumento responde al 
momento oportuno y más 
adecuado a los componentes de la 
investigación y su adecuación al 
método científico. 

    x 

Calificación 

0 
- 

20
 

21
- 

40
 

41
- 

60
 

61
-  

80
 

81
- 

10
0 

VI. OPINION DE APLICABILIDAD. - 
El instrumento es aplicable en razón que las categorías guardan relación con las 
subcategorías e indicadores. 
Puntuación: 
De  0 a 20 – Deficiente – No aplicar 
 
De 21 a 40 – Regular – No aplicar 
 
De 41 a 60 – Bueno - Mejorar 
  
De 61 a 80 – Muy bueno - Aplicar 
 
De 81 a 100 – Excelente - Aplicar 

 

 

Trujillo, 28 de setiembre del 2023 

 

 

 

ANEXO Nº 06 

 

 

x 

 

 



 

 

CARTA DE PRESENTACIÓN 

 

Trujillo, 29 de setiembre del 2023 

Dra. Brianda Niño Calderon 

Presente 

Asunto: Validación de instrumento a través de juicio de experto 

Me es grato dirigirme a usted para expresarle un cordial saludo; asimismo, hacerle de 

su conocimiento que, en calidad de estudiante de la Escuela de Derecho de la 

Universidad “César Vallejo”, en la sede Trujillo, promoción 2023-2, requiero validar los 

instrumentos con el cual podré recoger la información necesaria para poder desarrollar 

mi investigación. 

El título de mi investigación es: Implicancias sobre la ausencia de reglamentación 
en la Ley N.°29618 en la recuperación de bienes usurpados y es imprescindible 

contar con la aprobación de los instrumentos por parte de profesionales especializados 

a fin de aplicarlos posteriormente; por ello, se ha considerado conveniente recurrir a 

usted, ante su connotada experiencia en temas relacionados con esta línea de 

investigación. 

Segura de contar con su apoyo en calidad de experta se le alcanza el instrumento para 

que lo pueda validar. 

Conocedora de su alto espíritu altruista, agradezco su colaboración.  

      Atentamente. 

 

 

 

 

 

 

                                          _______________________                                                                                   
                                               Rosales Ruiz Dudley Miguel 

 

 



 

 

ANEXO Nº 02 

VALIDACIÓN POR JUICIO DE  EXPERTOS DEL INSTRUMENTO DE 
INVESTIGACIÓN 

VII. DATOS GENERALES. - 
TITULO: Implicancias sobre la ausencia de reglamentación en la Ley 

N.°29618 en la recuperación de bienes usurpados 
Nombre del instrumento de 

evaluación 
Guía de entrevista 

Autor del instrumento Rosales Ruiz Dudley Miguel 
Apellidos y nombres del experto (a) Brianda Niño Calderon 
Título profesional del experto (a) Abogada 
Grado académico del experto (a) Magíster 
Cargo e institución donde labora Docente UCV 
VALORACIÓN 
Deficiente Regular Bueno Muy 

bueno 
Excelente 

    x 
 

VIII. ASPECTOS DE VALIDACIÓN. - 
N

.° 
CRITER

IOS 
INDICADORES 1 2 3 4 5 

D
ef

ic
ie

nt
e  R

e
gu

la
r  

Bu
en

o 
M

u
y 

bu
en

o  Ex
ce

le
nt

e  

1 Clarida
d 

Los ítems redactados están 
formulados con lenguaje 
apropiado sin ambigüedades y 
comprensible. 

    x 

2 Objetivi
dad 

Los ítems permiten 
mesurar las categorías y las 
subcategorías de acuerdo con las 
leyes y principios científicos 

    x 

3 Actuali
dad 

El instrumento muestra 
vigencia acorde con la realidad 
social y legal de acuerdo con los 
objetivos y necesidades reales de 
la investigación. 

    x 

4 Organiz
ación 

Los ítems traducen 
organización lógica y sistemática 
de acuerdo con los objetivos, 
categorías y subcategorías. 

    x 

5 Suficie
ncia 

Toma en consideración los 
aspectos suficientes en la 
investigación y los ítems 
presentan suficiencia en cantidad 
y calidad. 

    x 



 

 

6 Intenci
onalidad 

Los ítems demuestran estar 
adecuados para el examen de 
contenido, comprobación y 
valoración de las categorías de la 
investigación. 

    x 

7 Consist
encia 

La información permite 
analizar, describir y explicar la 
realidad motivo de investigación y 
se respalda en fundamento 
técnico, científico y teórico. 

    x 

8 Cohere
ncia 

Los ítems expresan 
coherencia entre el problema, 
objetivos, categorías y 
subcategorías. 

    x 

9 Metodo
logía 

Los procedimientos o 
lineamientos fijados responden a 
una metodología y diseño 
aplicado para lograr probar la 
finalidad de la investigación. 

    x 

1
0 

Pertine
ncia 

El instrumento responde al 
momento oportuno y más 
adecuado a los componentes de 
la investigación y su adecuación 
al método científico. 

    x 

Calificación 
0 

- 2
0 

2
1-

 4
0 

4
1-

 6
0  

6
1-

 8
0  

8
1-

 
10

0  

IX. OPINION DE APLICABILIDAD. - 
El instrumento es aplicable en razón que las categorías guardan relación 

con las subcategorías e indicadores. 
Puntuación: 
De  0 a 20 – Deficiente – No aplicar 
 
De 21 a 40 – Regular – No aplicar 
 
De 41 a 60 – Bueno - Mejorar 
 
De 61 a 80 – Muy bueno - Aplicar 
 
De 81 a 100 – Excelente - Aplicar 

 

 

Trujillo, 29 de setiembre del 2023 

 

 

x 

 

 



 

Anexo 7: Cuestionario a expertos 

 



 

 



 

 

  



 

 

  



 

 

  



 

 



 

 





































 

 









Anexo 8: Guía de entrevista 

GUÍA DE ENTREVISTA 

TÍTULO: 

I. Datos generales:
Entrevistado:
............................................................................................................................... 

Edad: ...............................................Género:....................................................... 

Cargo:................................................................................................................... 

Institución:........................................................................................................... 

Entrevistador:...................................................................................................... 

Fecha: ..............................................................Hora:........................................... 

Lugar:…................................................................................................................ 

II. Instrucciones:
Leer detenidamente cada interrogante de la presente entrevista y responder

desde su experiencia, conocimiento, con claridad y veracidad, debido a que las 

respuestas consignadas, serán el fundamento para corroborar los objetivos de 

esta investigación. 

OBJETIVO ESPECÍFICO 1 

1. Según su opinión: ¿La Ley Nº 29618 protege de manera eficaz a los
inmuebles de dominio privado de su propiedad frente al delito de
usurpación ejercida por personas naturales o jurídicas? Explique su
respuesta.

Observación al Ítem de ser necesario:

Implicancias sobre la ausencia de reglamentación en la Ley N.°29618 en 
la recuperación de bienes usurpados

Conocer los factores que inciden en la ausencia de reglamentación en la Ley 

N.°29618 



....................................................................................................................

....................................................................................................................

....................................................................................................................

....................................................................................................................

....................................................................................................................

................................................................................ 

2. Según su opinión: ¿La ausencia de reglamentación de la Ley N.°29618
puede ser un obstáculo para que el Estado pueda proteger de manera
eficaz a los inmuebles de dominio privado de su propiedad frente al
delito de usurpación? Explique su respuesta.

Observación al Ítem de ser necesario:
....................................................................................................................
....................................................................................................................
....................................................................................................................
....................................................................................................................
....................................................................................................................
................................................................................ 

3. Según su opinión: ¿Cuáles son los factores que inciden en la ausencia
de reglamentación en la Ley N.°29618? Explique su respuesta.

Observación al Ítem de ser necesario:
....................................................................................................................
....................................................................................................................
....................................................................................................................
....................................................................................................................
....................................................................................................................
................................................................................ 



OBJETIVO ESPECÍFICO 2 

4. Según su opinión: ¿El Estado Peruano viene realizando una defensa
eficaz de sus predios usurpados? Explique su respuesta.
Observación al Ítem de ser necesario:
....................................................................................................................
....................................................................................................................
....................................................................................................................
....................................................................................................................
.................................................................................................................... 

5. Según su opinión: ¿Cuáles son las implicancias de la ausencia de
reglamentación en la Ley N.°29618 frente a la recuperación de bienes
usurpados? Explique su respuesta.

Observación al Ítem de ser necesario:
....................................................................................................................
....................................................................................................................
....................................................................................................................
.................................................................................................................... 

OBJETIVO ESPECÍFICO 3 

        Este objetivo se trabajó con una guía de análisis documental 

Develar si el Estado Peruano viene realizando una defensa eficaz de sus 

predios usurpados 

Identificar el tratamiento jurídico de la prescripción de bienes 

inmuebles privados y estatales en el Derecho Comparado 



OBJETIVO ESPECÍFICO 4 

6. Según su opinión ¿Cuáles deberían ser los criterios a tener en cuenta
para la reglamentación de la Ley Nº 29618 para garantizar la
recuperación eficaz de los bienes usurpados del Estado? Explique su
respuesta.
Observación al Ítem de ser necesario:
……………………………………………………………………………………
…………….…………………………………………………………………… 

____________________ 
Firma del entrevistado: 
Apellidos y Nombres: 

DNI/Reg. Abg. 

Cel. 

Proponer un anteproyecto de reglamentación de la Ley N.°29618 

para garantizar la recuperación de los bienes usurpados 







































 

  





 

  





 

 

 



 

 

 







 

 
 









 

 
 















 

  







 

 

 









 

 

 





 

 

 



 

 

 





























 

  









 

  





























 

 
 



 

  



 

 
 





 

 

 





 

 

 







 

 

 



 

 

 



 

 



 

 

DECRETO SUPREMO Nº XXX-2023-
VIVIENDA 

Reglamento de la Ley N.°29618, 
Ley que establece la presunción de que el Estado es poseedor de los inmuebles de 
su propiedad y declara imprescriptibles los bienes inmuebles de dominio privado 

estatal 

 
Fecha de publicación: xx-xx-202X 

 

LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que, el artículo 5 de la Ley Nº 30156, Ley de Organización y Funciones del Ministerio de Vivienda, Construcción y 
Saneamiento, determina que el citado Ministerio tiene competencia, entre otras, en materia de Bienes Estatales; 
asimismo, el numeral 7 del artículo 9 de la mencionada Ley, establece que desarrolla como función exclusiva, entre 
otras, normar, aprobar, ejecutar y supervisar las políticas nacionales sobre administración y adjudicación de terrenos 
de propiedad del Estado, en el marco del Sistema Nacional de Bienes Estatales (SNBE); 
 
Que, la Ley Nº 29151, Ley General del SNBE, en adelante la Ley Nº 29151, crea el SNBE como el conjunto de 
organismos, garantías y normas que regulan, de manera integral y coherente, los bienes estatales, en sus niveles de 
gobierno nacional, regional y local, a fin de lograr una administración ordenada, simplificada y eficiente, teniendo a 
la Superintendencia Nacional de Bienes Estatales (SBN) como ente rector, cuyas funciones y atribuciones exclusivas 
comprenden, entre otras, proponer y promover la aprobación de normas legales destinadas al fortalecimiento del 
SNBE, priorizando la modernización de la gestión del Estado y el proceso de descentralización; 
 
Que, mediante Decreto Supremo Nº XXX-200X-VIVIENDA se aprueba el Reglamento de la Ley Nº 29618, con el 
objeto de desarrollar los mecanismos y procedimientos que permitan una eficiente protección de los bienes estatales, 
maximizando su eficiencia económico y social sostenido en una plataforma de información segura, confiable e 
interconectada, contribuyendo al resguardo de los predios del Estado; 
 
Que, asimismo, el primer párrafo de la Tercera Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo Nº XXXX, 
dispone que mediante Decreto Supremo refrendado por el/la Ministro/a de Vivienda, Construcción y Saneamiento, 
se adecúa el Reglamento de la Ley Nº 29618, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 007-2008-VIVIENDA; 
 
Que, a través del Decreto Supremo Nº 019-2019-VIVIENDA se aprueba el Texto Único Ordenado de la Ley Nº 29151, 
en el cual se consolidan todas las modificaciones efectuadas a la citada Ley; 
 
Que, teniendo en cuenta las modificaciones efectuadas a la Ley Nº 29618 y el impacto causado por el SNA respecto 
al SNBE resulta necesario aprobar un nuevo Reglamento de la Ley Nº 29618 que recoja los aspectos dispuestos por 
las normas legales antes citadas; 
 
De conformidad con lo dispuesto en el numeral 8 del artículo 118 de la Constitución Política del Perú; el numeral 3 
del artículo 11 de la Ley Nº 29158, Ley Orgánica del Poder Ejecutivo; la Ley Nº 30156, Ley de Organización y 
Funciones del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento, su Reglamento de Organización y Funciones, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 010-2014-VIVIENDA, modificado por el Decreto Supremo Nº 006-2015-
VIVIENDA; la Sexta Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo Nº 1358, Decreto Legislativo que 
modifica la Ley Nº 29151, Ley General del Sistema Nacional de Bienes Estatales, para optimizar el saneamiento 
físico legal de los inmuebles estatales y facilitar la inversión pública y privada; y la Tercera Disposición 
Complementaria Final del Decreto Legislativo Nº 1439, Decreto Legislativo del Sistema Nacional de Abastecimiento; 
 
DECRETA: 
 
Artículo 1.- Aprobación del Reglamento de la Ley Nº 29618, Ley que establece la presunción de que el Estado 
es poseedor de los inmuebles de su propiedad y declara imprescriptibles los bienes inmuebles de dominio 
privado estatal 
Apruébase el Reglamento de la Ley Nº 29618, Ley que establece la presunción de que el Estado es poseedor de los 
inmuebles de su propiedad y declara imprescriptibles los bienes inmuebles de dominio privado estatal, el cual consta 
de dos (02) artículos, una (01) disposiciones complementarias finales y una (01) disposiciones complementarias 

Anexo 8: Propuesta de Anteproyecto de reglamentación de la Ley N.°29618 



transitorias, cuyo texto forma parte integrante del presente Decreto Supremo. 

Artículo 2.- Publicación 
Dispóngase la publicación del presente Decreto Supremo y el Reglamento que se aprueba en el artículo precedente 
en el portal institucional del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento (www.gob.pe/vivienda), el mismo 
día de su publicación en el diario oficial El Peruano. 

Artículo 3.- Refrendo 
El presente Decreto Supremo es refrendado por la Ministra de Vivienda, Construcción y Saneamiento. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los (XXXXX) días del mes de 
(XXXX) del año dos mil (XXXX).
DINA ERCILIA BOLUARTE ZEGARRA
Presidenta de la República
HANIA PÉREZ DE CUÉLLAR
Ministra de Vivienda, Construcción y Saneamiento

REGLAMENTO DE LA LEY Nº 29618, LEY QUE ESTABLECE LA PRESUNCIÓN DE QUE EL 

ESTADO ES POSEEDOR DE LOS INMUEBLES DE SU PROPIEDAD Y DECLARA 

IMPRESCRIPTIBLES LOS BIENES INMUEBLES DE DOMINIO PRIVADO ESTATAL 

TÍTULO I 
SISTEMA NACIONAL DE BIENES ESTATALES 

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1.- Objeto del Reglamento 
La presente norma tiene por objeto reglamentar la Ley Nº 29618, Ley que establece la presunción de que el Estado 
es poseedor de los inmuebles de su propiedad y declara imprescriptibles los bienes inmuebles de dominio privado 
estatal, regulando las actuaciones y procedimientos que permitan una eficiente gestión de los predios estatales, 
maximizando su aprovechamiento económico y/o social sostenido en una plataforma de información segura, 
confiable e interconectada, y contribuyendo a la protección de los predios del Estado. 

Artículo 2.- Normativa aplicable a los predios estatales 
2 Las facultades, atribuciones, privilegios, restricciones y obligaciones que tiene el Estado y las entidades que 

conforman el Sistema Nacional de Bienes Estatales, así como los actos de adquisición, administración, disposición, 
saneamiento, custodia, defensa y recuperación respecto de los predios estatales, se rigen por la Constitución 
Política del Perú, el Texto Único Ordenado de la Ley Nº 29151y Ley N.°30230, conjunto con  su Reglamento y 
las normas          complementarias y conexas. 

3 Los actos que se aprueben sobre los predios de propiedad de los Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales, Sector 
Defensa, universidades públicas y empresas estatales, se rigen por lo dispuesto en sus respectivas Leyes y, en lo 
que fuere aplicable, por las normas del Sistema Nacional de Bienes Estatales. 

4 No se encuentran comprendidos en la normativa del Sistema Nacional de Bienes Estatales, aquellos aspectos que 
se rigen por normativa especial. 

Artículo 3.- Términos 
3.1.- Abreviaturas: Para los efectos de este Reglamento se entiende por:s 
3.2.- Entidad: Entidad pública comprendida en el artículo 8 del TUO de la Ley. 
3.3.- Ley Nº 29618: Ley que establece la presunción de que el Estado es poseedor de los inmuebles de su propiedad 
y declara imprescriptibles los bienes inmuebles de dominio privado estatal. 
3.4.- Reglamento: Reglamento de la Ley Nº 29618, Ley que establece la presunción de que el Estado es poseedor de 
los inmuebles de su propiedad y declara imprescriptibles los bienes inmuebles de dominio privado estatal. 
3.5.- TUO de la LPAG: Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 
aprobado por el Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS. 

Artículo 3.- Ámbito de aplicación 
La presente ley comprende aquellas posesiones informales referidas en el artículo anterior, que se hubiesen constituido 
sobre inmuebles de propiedad estatal, hasta el 25 de noviembre de 2010. Compréndese en el ámbito de la propiedad 
estatal a la propiedad fiscal, municipal o cualquier otra denominación que pudiera dársele a la propiedad del Estado, 
incluyéndose aquellos que hayan sido afectados en uso a otras entidades, y aquellos ubicados en proyectos 
habitacionales creados por norma específica que no estuviesen formalizados o estén en abandono. 

Artículo 4.- Definiciones 

http://www.gob.pe/vivienda)


A los efectos de lo dispuesto por la presente Ley, entiéndese por: 
4.1. POSESIONES INFORMALES: A los denominados asentamientos humanos, pueblos jóvenes, barrios marginales, 
barriadas, programa de vivienda municipales, centros poblados y toda otra forma de posesión, ocupación o titularidad 
informal de predios con fines urbanos cualquiera sea su denominación, siempre que presenten las características 
establecidas en el Reglamento de Formalización de la Propiedad, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 013-99-
MTC. 
4.2. CENTROS URBANOS INFORMALES: Al conjunto de manzanas determinadas y vías trazadas, que no 
constituyen una habilitación urbana, que cuentan con construcciones parcialmente consolidadas y cuyos lotes de 
vivienda han sido individual y directamente adquiridos por cada uno de los integrantes del centro urbano informal. 
4.3. POSEEDOR: A aquella persona que posee un lote que forma parte de una posesión informal, centro urbano 
informal o urbanización popular. Asimismo, al grupo de personas que ejerce de manera conjunta la posesión de un 
predio matriz ocupado por una posesión informal. 
4.4. BIENES DE DOMINIO PÚBLICO: Son aquellos bienes estatales destinados a uso público, como playas, plazas, 
parques, infraestructura vial, vías férreas, caminos y otros cuya administración, conservación y mantenimiento 
corresponde a una entidad; aquellos que sirven de soporte para la prestación de cualquier servicio público como los 
aportes reglamentarios, escuelas, hospitales, estadios, establecimientos penitenciarios, museos, cementerios, puertos, 
aeropuertos, los bienes reservados y afectados en uso a la defensa nacional; los palacios, las sedes gubernamentales e 
institucionales y otros destinados al cumplimiento de los fines de responsabilidad estatal o cuya concesión compete al 
Estado y aquellos que por su naturaleza las leyes especiales les han asignado expresamente dicha condición. Tienen el 
carácter de inalienable, imprescriptibles e inembargables. 
4.5. BIENES DE DOMINIO PRIVADO ESTATAL: Son aquellos bienes estatales que no están destinados al uso 
público ni afectados a algún servicio público y respecto de los cuales el Estado o alguna entidad estatal ejercen, dentro 
de los límites que establece la legislación vigente, el derecho de propiedad con todos sus atributos. 
4.6. PREDIO ESTATAL: Es una superficie cerrada por un polígono que comprende el suelo, subsuelo y sobresuelo, 
bajo titularidad del Estado o de una entidad que conforma el SNBE, tales como terrenos, áreas de playa, islas y otros 
de dominio privado y de dominio público, incluye los terrenos estatales con edificaciones construidas por particulares 
para fines privados, que no forman parte del Sistema Nacional de Abastecimiento - SNA, es decir, que no se encuentran 
bajo administración de una entidad estatal, independientemente del título jurídico en virtud del cual lo ejercen; ni 
tampoco están destinados al cumplimiento de sus fines, tales como sedes institucionales, archivos, almacenes, 
depósitos, oficinas entre otros, independientemente de su uso efectivo. 
4.7. RENUENCIA: Resistencia por parte de los particulares o de las entidades del SNBE que ejercen o hayan ejercido 
algún derecho sobre el predio materia de supervisión, a la entrega de información. Asimismo, es la omisión o inacción 
de las entidades para ejercer la recuperación extrajudicial de los predios que se encuentren bajo su competencia, 
administración o titularidad. 

CAPÍTULO II 
PROTECCION DE PREDIOS DE DOMINIO 

PRIVADO DEL ESTADO 

Artículo 5.- De la titularidad de los predios 
La SBN asumirá la titularidad de los terrenos de propiedad del Estado de libre disponibilidad que sean identificados y 
seleccionados por el Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento para la ejecución de proyectos de vivienda 
social, con excepción de los terrenos de propiedad regional y local. 
En el caso de los terrenos de propiedad privada o de comunidades campesinas de la costa ofrecidos voluntariamente 
por sus propietarios y 
seleccionados por el Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento será definida por el reglamento de la presente 
Ley. 

Artículo 6.- De la conciliación de terrenos de propiedad privada del Estado 
10.1 Durante las acciones de restitución de la propiedad informal, a que se refiere la presente Ley, que se encuentren 
en terrenos de propiedad privada del Estado, correspondientes las municipalidades provinciales sólo podrán propiciar 
los procesos de conciliación entre titulares del derecho de propiedad y ocupantes, salvo los casos de prescripción 
adquisitiva de dominio. 
10.2 En caso de producirse la conciliación, el propietario y los ocupantes pueden acordar la compraventa del terreno 
que podrá ser financiada con la garantía del terreno que se adjudica. 

La conciliación puede versar respecto a todo o parte del terreno y su tasación será efectuada por el Consejo Nacional 
de Tasaciones. 

Artículo 7.- Destino del dinero por venta de predios de ocupación informal 
Los ingresos que generen la venta de activos de propiedad del Estado, donde se asientan las ocupaciones informales 
corresponderá el cien por ciento (100%) al Estado representado por la Superintendencia Nacional de Bienes Estatales 
o a las municipalidades provinciales y distritales según corresponda. Los ingresos que se recauden por concepto del
costo de dichos lotes corresponderán íntegramente a la municipalidad provincial.



Artículo 8.- Procedimiento de recuperación extrajudicial 
El Sujeto Activo, a través del Procurador Público o quien haga sus veces, puede realizar la recuperación extrajudicial, 
regulada en la Ley Nº 
30230, deben repeler todo tipo de invasiones u ocupaciones ilegales que se realicen en los predios de su propiedad o 
que se encuentren bajo su administración y recuperarlos extrajudicialmente con el auxilio de la bien jurídico protegido 
del Estado. 

Artículo 9.- Pertinencia de denuncia de usurpación de predios estatales 
Cualquier persona, natural o jurídica, podrá interponer ante la Municipalidad Distrital o, en su caso, Provincial, a cuya 
jurisdicción pertenezca, denuncia por la contravención de lo establecido en la Ley y en el presente Capítulo respecto 
usurpación de predios del Estado. Para la tramitación de dichas denuncias serán las Municipalidades Provinciales o 
Distritales las encargadas de regular dicho procedimiento. Previa comprobación del hecho denunciado, la 
municipalidad deberá ordenar la recuperación extrajudicial, bajo responsabilidad. 

Artículo 10.- Acciones por renuencia a ejecutar la recuperación extrajudicial por parte de las entidades del 
SNBE  
De existir incumplimiento u omisión para la recuperación extrajudicial por parte de la entidad propietaria o 
administradora del predio, la SDS, dentro del plazo de diez (10) días hábiles siguientes de vencido el plazo de cinco 
(5) días hábiles establecido en el artículo 65 de la Ley N.° 30230, solicita a la Procuraduría Pública de la SBN para que
inicie las acciones de recuperación extrajudicial, adjuntando, de ser el caso, la Constatación Policial respectiva, el
certificado de búsqueda catastral y los demás documentos necesarios para su actuación. Adicionalmente, la SBN
comunica la omisión advertida, al Órgano de Control Institucional de la entidad y a la Contraloría General de la
República, para los fines de su competencia.

Artículo 11.- Aplicación del principio de Supletoriedad 
De acontecer algún supuesto determinado que el presente reglamento será de aplicabilidad de forma supletoria lo 
dispuesto por la Ley N.°30230 y 29251. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL 

ÚNICA.- Exclusión de los predios de las comunidades campesinas y nativas del país 
La presente Ley no es de aplicación a los predios en propiedad, en posesión o en uso tradicional de las comunidades 
campesinas y nativas, los cuales se rigen por las leyes de la materia. 

En consecuencia las disposiciones contenidas en la presente norma no afectan las tierras y territorios de pueblos 
indígenas u originarios, ni los derechos de propiedad o de posesión de las comunidades campesinas y nativas. Para tal 
efecto, las entidades que realicen acciones de recuperación previamente, solicitan al Ministerio de Cultura información 
sobre la presencia de pueblos indígenas u originarios en los ámbitos de interés y, a los Gobiernos Regionales, respecto 
a los derechos de propiedad o de posesión de comunidades campesinas y nativas. 

DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA TRANSITORIA 

ÚNICA.- Aplicación de la Ley núm. 29151, Ley General del Sistema Nacional de Bienes Estatales, y su 
reglamento 
Las personas naturales o jurídicas que, a la fecha de la entrada en vigencia de la presente Ley, se encuentren ocupando 
inmuebles de propiedad estatal, con excepción de bienes municipales, que cumplan con los requisitos establecidos en 
la Ley núm. 29151, Ley General del Sistema Nacional de Bienes Estatales, y su reglamento pueden acogerse a los 
mecanismos de compraventa a valor comercial establecidos en dichas normas. 




